
 
 

   

 

 
 

 

   
 

 

 
   

 
  

 
 

 
 

 
 

 
  

 
 

   
 

  
 

 
 

 
 

 
 
 
 
 

Ciudad de México, a 6 de diciembre de 2017. 

RECURRENTE: 
GRUPO DE TELECOMUNICACIONES MEXICANA, S.A. DE C.V. 
HOY PEGASO PCS, S.A. DE C.V. 
PROLONGACIÓN PASEO DE LA REFORMA No. 1200, PISO 18 
COLONIA CRUZ MANCA, C.P. 05349, CIUDAD DE MÉXICO 

TERCERO PERJUDICADAS: 

COMUNICACIONES CELULARES DE OCCIDENTE, S.A. DE C.V., 
SISTEMAS TELEFÓNICOS PORTÁTILES CELULARES, S.A. DE C.V., 
TELECOMUNICACIONES DEL GOLFO, S.A. DE C.V. 
SOS TELECOMUNICACIONES, S.A. DE C.V., Y 
PORTATEL DEL SURESTE, S.A. DE C.V. 
HOY GRUPO AT&T CELULLAR, S. DE R.L. DE C.V.; 

IUSACELL PCS, S.A. DE C.V. 
HOY AT&T NORTE, S. DE R.L. DE C.V. 

IUSACELL PCS DE MÉXICO, S.A. DE C.V. 
HOY AT&T DESARROLLO EN COMUNICACIONES DE MÉXICO, S. DE R.L. DE C.V. 

OPERADORA UNEFON, S.A. DE C.V. 
HOY AT&T COMERCIALIZACIÓN MÓVIL, S. DE R.L. DE C.V. 
RÍO LERMA NÚMERO 232, PISO 20 
COLONIA CUAUHTÉMOC, C.P. 06500, CIUDAD DE MÉXICO 

TOTAL PLAY TELECOMUNICACIONES, S.A. DE C.V. 
PERIFÉRICO SUR 4119 TORRE “A” PISO 7 
COL. FUENTES DEL PEDREGAL 
DELEGACIÓN TLALPAN, C.P. 14141, CIUDAD DE MÉXICO 
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RESOLUCIÓN MEDIANTE LA CUAL EL PLENO DEL INSTITUTO FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES 
RESUELVE EL RECURSO ADMINISTRATIVO DE REVISIÓN INTERPUESTO POR GRUPO DE 
TELECOMUNICACIONES MEXICANAS, S.A. DE C.V., HOY PEGASO PCS, S.A. DE C.V. EN CONTRA 
DE LA RESOLUCIÓN NÚMERO P/200612/289, EMITIDA POR EL PLENO DE LA EXTINTA COMISIÓN 
FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES. 

R E S U L T A N D O 

I. El 3 de octubre de 1989, la Secretaría de Comunicaciones y Transportes (en lo sucesivo, 
la Secretaria) otorgó a Servicio Organizado Secretarial, S.A. de C.V., actualmente SOS 
Telecomunicaciones, S.A. de C.V., una autorización para incorporar la tecnología 
celular al servicio público de radiotelefonía móvil en la región comprendida por el 
Distrito Federal y los Estados de México, Morelos e Hidalgo. 

II. El 16 de octubre de 1995, la Secretaría otorgó a lusatel, S.A. de C.V., (en lo sucesivo, 
lusatel) una concesión para instalar, operar y explotar una red pública de 
telecomunicaciones para prestar, entre otros los servicios de telefonía básica de larga 
distancia nacional e internacional. Asimismo, el 19 de diciembre de 2005, la Secretaría 
le autorizó la prestación del servicio de telefonía local fija. De igual forma, el 9 de 
septiembre de 2010, la Secretaria autorizó a lusatel el cambio de denominación social 
por la de Total Play Telecomunicaciones, SA de C.V., (en lo sucesivo, Total Play). 

III. El 23 de junio de 1998, la Secretaría, otorgó a Sistemas Profesionales de Comunicación, 
S.A. de C.V., actualmente Operadora Unefon, SA de C.V. (en lo sucesivo, Unefon), un 
título de concesión para instalar, operar y explotar una red pública de 
telecomunicaciones para prestar servicios de acceso inalámbrico fijo o móvil en las 
nueve regiones en que se dividió el territorio nacional (en lo sucesivo, la Concesión de 
Unefon). 

IV. El 27 de septiembre de 1999, la Secretaría otorgó a Unefon nueve títulos de concesión 
para usar, aprovechar y explotar bandas de frecuencias del espectro radioeléctrico 
para prestar servicios de acceso inalámbrico fijo o móvil, para cada una de las nueve 
regiones en que se dividió el territorio nacional. 
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V.  El  12  de octubre de 1998,  la Secretaría otorgó  a lusacell  PCS, S.A. de  C.V., una  
concesión  para instalar,  operar  y  explotar  una red  pública de telecomunicaciones  
para prestar el servicio de acceso inalámbrico fijo o móvil y dos concesiones para usar,  
aprovechar y explotar bandas de frecuencias del espectro radioeléctrico para uso  
determinado para la prestación del servicio de acceso inalámbrico fijo  o móvil en las  
regiones 1 y 4.  

 
VI.  El  27  de abril  de  2005,  la Secretaría otorgó  a lusacell  PCS de México,  S.A.  de  C.V.,  una 

concesión  para instalar,  operar  y  explotar  una red  pública de telecomunicaciones  
para prestar  el  servicio  de acceso  inalámbrico  fijo  o  móvil  y  siete concesiones  para usar,  
aprovechar y explotar bandas de frecuencias del espectro radioeléctrico para uso  
determinado para la prestación del servicio de acceso inalámbrico fijo o móvil en las  
regiones 2, 3, 5, 6, 7, 8  y 9.  

 
VII.  El  21  de mayo  de 2010,  la Secretaría otorgó a Comunicaciones Celulares  de Occidente,  

S.A. de C.V., una prórroga y modificación de concesión para instalar, operar y explotar  
una red pública de telecomunicaciones  en la región 5, mediante la cual se autoriza la  
prestación de cualquier servicio de telecomunicaciones que técnicamente le permita 
su infraestructura, salvo radiodifusión.  

 
VIII.  El 21 de mayo de 2010, la Secretaría otorgó  a Sistemas Telefónicos  Portátiles Celulares  

S.A. de C.V., una prórroga y modificación de concesión para instalar, operar y explotar  
una red pública de telecomunicaciones  en la región 6, mediante la cual se autoriza la 
prestación  de cualquier  servicio  de telecomunicaciones  que técnicamente le pemita 
su infraestructura, salvo radiodifusión.  

 
IX.  El 21 de mayo de 2010, la Secretaría otorgó a Telecomunicaciones del Golfo, S.A. de  

C.V., una prórroga  y  modificación de  concesión para instalar, operar y  explotar una 
red pública de telecomunicaciones en la región 7, mediante la cual se autoriza la 
prestación de cualquier servicio de telecomunicaciones que técnicamente le permita 
su infraestructura, salvo radiodifusión.  

 
X.  El 2 1  de mayo  de 2010,  la Secretaría otorgó  a Portatel  del Sureste, S.A.  de C.V., una  

prórroga y modificación de concesión para instalar, operar y explotar una red pública  
de telecomunicaciones en la región 8, mediante la cual se autoriza la prestación de  
cualquier  servicio de telecomunicaciones que técnicamente le permita su  
infraestructura, salvo radiodifusión.  
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XI. El 5 de junio de 2003, la Secretaría otorgó a Grupo de Telecomunicaciones Mexicana, 
S.A. de C.V., (en lo sucesivo, GTM) un título de concesión para instalar, operar y explotar 
una red pública de telecomunicaciones autorizada para prestar entre otros, el servicio 
de larga distancia nacional e internacional. Asimismo, el 28 de marzo de 2006, la 
Secretaria le autorizó la prestación del servicio de telefonía local fija (en lo sucesivo, la 
Concesión de GTM). 

XII. El 1º de noviembre de 2011, los representantes legales de Comunicaciones Celulares 
de Occidente, S.A. de C.V., Sistemas Telefónicos Portátiles Celulares, S.A. de C.V., 
Telecomunicaciones del Golfo, S.A. de C.V. Iusacell PCS, S.A. de C.V., Iusacell PCS de 
México, S.A. de C.V., SOS Telecomunicaciones, S.A. de C.V., Portatel del Sureste, S.A. 
de C.V., (en adelante Grupo lusacell), Unefon y Total Play presentaron ante la extinta 
Comisión, escritos mediante los cuales solicitaron la intervención de este órgano a 
efecto de que resuelva las tarifas, términos y condiciones de interconexión no 
convenidas entre sus redes públicas de telecomunicaciones y la red pública de 
telecomunicaciones de servicio local fijo de GTM (en lo sucesivo, las Solicitudes de 
Resolución). 

XIII. El 20 de junio de 2012, el Pleno de la Comisión en su XVII Sesión ordinaria aprobó por 
mayoría de votos la Resolución P/200612/289 denominada “Resolución mediante la 
cual el Pleno de la Comisión Federal de Telecomunicaciones determina las condiciones 
de interconexión no convenidas entre Grupo de Telecomunicaciones Mexicana, S.A. 
de C.V. y la empresas Comunicaciones Celulares de Occidente, S.A. de C.V., Sistemas. 
Telefónicos Portátiles Celulares, S.A. de C.V., Telecomunicaciones del Golfo, S.A. de 
C.V., Iusacell PCS, S.A. de C.V., Iusacell PCS de México, S.A. de C.V., SOS 
Telecomunicaciones, S.A. de C.V., Portatel del Sureste, S.A. de C.V., Total Play 
Telecomunicaciones, S.A. de C.V. y Operadora Unefon, S.A. De C.V.” (en lo sucesivo la 
Resolución recurrida), misma que fue notificada a la Grupo de Telecomunicaciones 
Mexicanas, S.A. de C.V. mediante instructivo de fecha tres de julio de dos mil doce. 

“PRIMERO.- Se determinan las condiciones que en materia de interconexión no pudieron 
convenir los concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones denominados: Grupo de 
Telecomunicaciones Mexicanas, S.A. de C.V. y las empresas, Comunicaciones Celulares de 
Occidente, S.A. de C.V., Sistemas Telefónicos Portátiles Celulares, S.A. de C.V., 
Telecomunicaciones del Golfo, S.A. de C.V., lusacell PCS, S.A. de C.V., lusacell PCS de México, 
S.A. de C.V., SOS Telecomunicaciones, S.A. de C.V., Portatel del Sureste, S.A. de C.V., Total Play 
Telecomunicaciones, S.A. de C.V., y Operadora Unefon, S.A. de C.V. en términos de los 
resolutivos Segundo, Tercero y Cuarto de la presente Resolución. Asimismo, como se establece 
en el artículo 9 de la Ley Federal del Procedimiento Administrativo, las obligaciones en materia 

4 



 
 

 
   

      
           

   
   

  
 

 
                

  
          

       
  

   
           

       
    

           
    

            
              

 

 
   

    
        

  
 

  
 

 
                

 

 
 

  
  

 
               

 
 

     
         

de interconexión establecidas en la presente Resolución serán eficaces y exigibles para Grupo 
de Telecomunicaciones Mexicanas, S.A. de C.V. y las empresas, Comunicaciones Celulares de 
Occidente, S.A. de C.V., Sistemas Telefónicos Portátiles Celulares, S.A. de C.V., 
Telecomunicaciones del Golfo, S.A. de C.V., lusacell PCS, S.A. de C.V., lusacell PCS de México, 
S.A. de C.V., SOS Telecomunicaciones, SA de C.V., Portatel del Sureste, S.A. de C.V., Total Play 
Telecomunicaciones, S.A. de C.V., y Operadora Unefon, S.A. de C.V., a partir del día siguiente al 
que surta efectos legales la notificación de la presente Resolución, por lo que las condiciones 
de interconexión establecidas, incluyendo las tarifas de interconexión, serán aplicables a partir 
de la fecha antes señalada a los servicios de interconexión que las partes se prestan. 

SEGUNDO.- Dentro de los 10 (diez) días hábiles siguientes al día en que surta efectos legales la 
notificación de la presente Resolución y con independencia de su obligación de cumplir con la 
prestación del servicio de interconexión conforme a las condiciones y tarifas establecidas en la 
presente Resolución; Grupo de Telecomunicaciones Mexicanas, S.A. de C.V. y las empresas 
Comunicaciones Celulares de Occidente, S.A. de C.V., Sistemas Telefónicos Portátiles Celulares, 
S.A. de C.V., Telecomunicaciones del Golfo, S.A. de C.V., lusacell PCS, S.A. de C.V., lusacell PCS 
de México, S.A. de C.V., SOS Telecomunicaciones, S.A. de C.V., Portatel del Sureste, S.A. de C.V., 
Total Play Telecomunicaciones, S.A. de C.V., y Operadora Unefon, S.A. de C.V., deberán 
celebrar los convenios de interconexión de sus redes públicas de telecomunicaciones conforme 
a los términos y condiciones determinados en los Resolutivos Tercero y Cuarto. Hecho lo anterior, 
deberán remitir un ejemplar original o copia certifica del mismo a esta Comisión Federal de 
Telecomunicaciones, dentro de los quince (15) naturales siguientes a la fecha de su firma, para 
efectos de su inscripción en el Registro de Telecomunicaciones conforme al artículo 64, fracción 
VIl de la Ley Federal de Telecomunicaciones. 

TERCERO.- La tarifa de interconexión que las empresas Comunicaciones Celulares de 
Occidente, S.A. de C.V., Sistemas Telefónicos Portátiles Celulares, S.A. de C.V., 
Telecomunicaciones del Golfo, S.A. de C.V., lusacell PCS, S.A. de C.V., lusacell PCS de México, 
S.A. de C.V., SOS Telecomunicaciones, S.A. de C.V., Portatel del Sureste, S.A. de C.V., Total Play 
Telecomunicaciones, S.A. de C.V., y Operadora Unefon, S.A. de C.V., deberán pagarle a Grupo 
de Telecomunicaciones Mexicanas, S.A. de C.V., por servicios de terminación conmutada en 
usuarios fijos será la siguiente: 

• Del 1° de noviembre de 2011 al 31 de diciembre de 2011, $0.03951 pesos M.N. por minuto 
de interconexión. 

La tarifa anterior ya incluye el costo correspondiente a los puertos necesarios para la 
interconexión. Asimismo contiene un margen adecuado sobre los costos incrementales que 
permite recuperar los comunes y compartidos. 

CUARTO.- En la aplicación de la tarifa a que se refiere el resolutivo anterior, Grupo de 
Telecomunicaciones Mexicanas, S.A. de C.V., S.A. de C.V. calculará las contraprestaciones que 
las empresas Comunicaciones Celulares de Occidente, S.A. de C.V., Sistemas Telefónicos 
Portátiles Celulares, S.A. de C.V., Telecomunicaciones del Golfo, S.A. de C.V., lusacell PCS, S.A. 
de C.V., lusacell PCS de México, S.A. de C.V., SOS Telecomunicaciones, S.A. de C.V., Portatel del 
Sureste, S.A. de C.V., Total Play Telecomunicaciones, S.A. de C.V., y Operadora Unefon, S.A. de 
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C.V., deberán pagarle por servicios de terminación conmutada en usuarios fijos con base en la 
duración real de las llamadas, sin redondear al minuto, debiendo para tal efecto sumar la 
duración de todas las llamadas completadas en el período de facturación correspondiente, 
medidas en segundos, y multiplicar los minutos equivalentes a dicha suma, por la tarifa 
correspondiente. 

QUINTO.- De conformidad con el artículo 3, fracción XV de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo, se hace del conocimiento de las partes que esta Resolución es impugnable 
mediante la interposición del recurso de revisión que prevé el título Sexto, capítulo Primero del 
ordenamiento citado. 

SEXTO.- Notifíquese personalmente a los representantes legales de las empresas Grupo de 
Telecomunicaciones Mexicanas, S.A. de C.V., Comunicaciones Celulares de Occidente, C.V., 
Sistemas Telefónicos Portátiles Celulares, S.A. de C.V., Telecomunicaciones del Golfo, S.A. de 
C.V., lusacell PCS, S.A. de C.V., lusacell PCS de México, S.A. de C.V., SOS Telecomunicaciones, 
S.A. de C.V., Portatel del Sureste, S.A. de C.V., Total Play Telecomunicaciones, S.A. de C.V., y 
Operadora Unefon, S.A. de C.V., el contenido de la presente Resolución.” 

XIV. Por medio de escrito prestado en Oficialía de Partes de la Comisión Federal de 
Telecomunicaciones el 7 de agosto de 2012, el C. Oliverio de la Garza Ugarte, en 
representación de Grupo de Telecomunicaciones Mexicana, S.A. de C.V. (en lo 
sucesivo la Recurrente) interpuso el recurso administrativo de revisión previsto en el 
artículo 83 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo (en lo sucesivo LFPA), en 
contra de la Resolución número P/200612/289 de fecha 20 de junio de 2012, emitida 
por el Pleno de la Comisión Federal de Telecomunicaciones. 

XV. Mediante Acuerdo de fecha 10 de agosto de 2012, el Pleno de la extinta Comisión 
Federal de Telecomunicaciones, admitió a trámite el recurso a que se refiere el 
Resultando anterior, ordenando dar vista a las tercero perjudicadas, concediéndoles 
un plazo de 10 días a efecto de que manifestaran lo que a su interés conviniera y 
admitiendo todas y cada una de las pruebas ofrecidas por la Recurrente en términos 
de los dispuesto por el artículo 50 de la LFPA. 

XVI. Por medio de Acuerdo dictado el 10 de agosto de 2012, el Pleno de la Comisión Federal 
de Telecomunicaciones, negó la suspensión del acto recurrido en los términos 
solicitados por la Recurrente. 

XVII. Mediante citatorio de fecha 13 de agosto de 2012, e instructivo de notificación de 
fecha 14 del mismo mes y año, se hizo del conocimiento de la Recurrente el acuerdo 
que determinó dar inicio al procedimiento administrativo. 

6 



 
 

 
XVIII.  Por  citatorio  de  fecha  13 de  agosto  de  2012,  e  instructivo  de  notificación  de  fecha  14  

del mismo mes y año, se hizo del conocimiento de la  Recurrente  la resolución que  
resolvió negar la suspensión solicitada en el recurso de referencia.  

 
XIX.  Mediante  citatorios de fechas 20 de agosto de 2012,  e  instructivos de notificación de  

fecha 21 del mismo mes y año, se hizo del conocimiento de las tercero perjudicadas  
los acuerdos de fecha 10 del mismo mes y año, mediante los cuales se hizo de su  
conocimiento que el Pleno de la Comisión admitió a trámite del recurso  de revisión, así  
como que resolvió negar la suspensión solicitada por la  Recurrente.  

 
XX.  Mediante escrito presentado en Oficialía de Partes el  4  de septiembre de  2012, los 

representantes de las  tercero perjudicadas  solicitaron prórroga del plazo establecido  
en el acuerdo de fecha 10  de agosto de 2012, por un plazo de cinco días hábiles  
adicionales.  

 
XXI.  Por  medio  de acuerdo  de 5  de septiembre de 2012,  dictado  en  los  autos  del  presente 

recurso de revisión administrativo,  se otorgó ampliación del plazo solicitado por las  
terceras perjudicadas por un plazo adicional de cinco días hábiles contados a partir  
de la notificación del acuerdo de mérito, notificado por  citatorio de fecha 6 de  
septiembre de 2012,  e  instructivo de notificación de fecha 7 del mismo mes y año, se  
hizo del conocimiento de las tercero perjudicadas el acuerdo de fecha 5 del mismo  
mes y año.  

 
XXII.  A través de escrito de fecha 14  de septiembre de 2012, presentado  ante la Oficialía de  

Partes  de la entonces  Comisión  Federal  de Telecomunicaciones,  las  terceras  
perjudicadas manifestaron diversos argumentos en relación con el recurso de revisión  
en sede administrativa presentado por la Recurrente.   

 
XXIII.  Mediante oficio IFT/223/UCS/DG-CTEL/069/2017  de fecha 12  de  enero  de 2017, la  

Unidad de  Concesiones y Servicios del Instituto Federal de Telecomunicaciones (en lo  
sucesivo, el “Instituto”) autorizó a  Grupo de Telecomunicaciones Mexicana, S.A. de  
C.V., ceder los derechos y obligaciones de las concesiones de las  que eran titulares, a  
favor  de la empresa  Pegaso PCS, S.A.  de C.V.  (en lo sucesivo,  "Pegaso  PCS”),  
adquiriendo esta última el carácter de concesionario.  

 
XXIV.  Por Acuerdo  de fecha  8  de  febrero  de 2017, dictado  en el procedimiento relativo al  

Recurso  Administrativo  de Revisión,  el  Instituto  otorgó  a las  partes  un  plazo  para formular  
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COMUNICACIONES CELULARES DE OCCIDENTE, S.A. DE C.V.,  
SISTEMAS TELEFÓNICOS PORTÁTILES CELULARES, S.A. DE C.V.,  
TELECOMUNICACIONES DEL  GOLFO, S.A. DE  C.V.  
SOS TELECOMUNICACIONES, S.A. DE C.V., Y  
PORTATEL DEL SURESTE, S.A. DE C.V.  
HOY GRUPO AT&T CELULLAR, S. DE R.L. DE C.V.;  
 
IUSACELL PCS, S.A. DE  C.V.  
HOY AT&T NORTE, S. DE R.L. DE C.V.  
 
IUSACELL PCS DE MÉXICO, S.A. DE C.V.  
HOY AT&T DESARROLLO EN COMUNICACIONES DE MÉXICO, S. DE R.L. DE C.V.  
 
OPERADORA UNEFON, S.A. DE C.V.  
HOY AT&T COMERCIALIZACIÓN MÓVIL, S. DE  R.L. DE C.V.  

 
XXVII.  Por escrito presentado en Oficialía de Partes del Instituto Federal de  

Telecomunicaciones el día  16  de febrero de  2017, la Recurrente rindió sus Alegatos.  
 

XXVIII.  Por oficio de fecha 22 de febrero de 2017, el Instituto otorgó a las  tercero perjudicadas  
un plazo para formular alegatos, en término de lo dispuesto por el artículo 56 de la Ley  
Federal de Procedimiento Administrativo, mismo que fue notificado mediante citatorio  
del día 23 e instructivo de fecha 24, ambos del mes de febrero de 2017. Transcurrido el  
término, las  tercero perjudicadas  no presentaron  alegatos.  

 

alegatos, en término de lo dispuesto por el artículo 56 de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo. 

XXV. Por oficio de fecha 31 de enero de 2017 se solicitó a las tercero perjudicadas aclare su 
cambio de denominación, mismo que se notificó por citatorio de fecha 2 de febrero e 
instructivo del día 3 de febrero, ambos de 2017. 

XXVI. Con fecha 13 de febrero de 2017, las tercero perjudicadas presentó en la oficialía de 
partes del Instituto Federal de Telecomunicaciones escrito por el que informa el cambio 
de denominación social, quedando de la siguiente manera: 
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XXIX. Mediante acuerdo de fecha 9 de marzo de 2017, se solicitó a Total Play 
Telecomunicaciones. S.A. de C.V., en su calidad de tercero perjudicada manifestara 
los alegatos que a su derecho convinieran 

CONSIDERANDO 

PRIMERO.- El 11 de junio de 2013, se publicó en el Diario Oficial de la Federación (en lo 
sucesivo, el “DOF”), el “Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de 
los artículos 6o., 7o., 27, 28, 73, 78, 94 y 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en materia de telecomunicaciones” (en lo sucesivo, “Decreto”), mediante el cual 
se creó al Instituto, como un órgano autónomo con personalidad jurídica y patrimonio propio, 
cuyo objeto es el desarrollo eficiente de la radiodifusión y las telecomunicaciones conforme 
a lo dispuesto en la propia Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en lo 
sucesivo, la “Constitución”) y en los términos que fijen las leyes, teniendo a su cargo la 
regulación, promoción y supervisión del uso, aprovechamiento y explotación del espectro 
radioeléctrico, las redes y la prestación de los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, 
así como del acceso a infraestructura activa, pasiva y otros insumos esenciales, garantizando 
lo establecido en los artículos 6o. y 7o. de la Constitución. 

Conforme al SÉPTIMO Transitorio del Decreto, los procedimientos iniciados con anterioridad a 
la integración del Instituto, continuarán su trámite ante éste órgano en términos de la 
legislación aplicable al momento de su inicio, siendo el Instituto causahabiente de la hoy 
extinta Comisión. 

Asimismo, los juicios y recursos en trámite, continuarán hasta su conclusión conforme a la 
legislación vigente a la entrada en vigor del presente Decreto. 

SEGUNDO.- El órgano de gobierno del Instituto se integra por siete Comisionados, incluyendo 
al Comisionado Presidente, designados en forma escalonada a propuesta del Ejecutivo 
Federal con la ratificación del Senado de la República, de conformidad con el artículo 28 
párrafo vigésimo primero de la Constitución. 

A este respecto, el 10 de septiembre de 2013, quedó integrado el Instituto en términos de lo 
dispuesto por el artículo Sexto Transitorio del Decreto, mediante la ratificación por parte del 
Senado de la República de los nombramientos de los Comisionados que integran su órgano 
de gobierno y la designación de su Presidente. 
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TERCERO.- De conformidad con el artículo 28 de la Constitución, el Instituto es un órgano 
autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que tiene por objeto el desarrollo 
eficiente de la radiodifusión y las telecomunicaciones, conforme a lo dispuesto en la propia 
Constitución y en los términos que fijen las leyes. 

Para tal efecto, tendrá a su cargo la regulación, promoción y supervisión del uso, 
aprovechamiento y explotación del espectro radioeléctrico, las redes y la prestación de los 
servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, así como del acceso a infraestructura activa, 
pasiva y otros insumos esenciales, garantizando lo establecido en los artículos 6o. y 7o. de la 
Constitución. 

En este sentido, el Instituto será independiente en sus decisiones y funcionamiento, profesional 
en su desempeño e imparcial en sus actuaciones, dictará sus resoluciones con plena 
independencia; las leyes garantizarán, dentro del Instituto, la separación entre la autoridad 
que conoce de la etapa de investigación y la que resuelve en los procedimientos que se 
sustancien en forma de juicio; los órganos de gobierno deliberarán en forma colegiada y 
decidirán los asuntos por mayoría de votos; sus sesiones, acuerdos y resoluciones serán de 
carácter público con las excepciones que determine la ley. 

El Pleno del Instituto mediante Acuerdo adoptado en su I Sesión, celebrada el 20 de 
septiembre de 2013, aprobó el “Estatuto Orgánico del Instituto Federal de 
Telecomunicaciones”, mismo que fue publicado en el DOF el 23 de septiembre de 2013, el 
cual persigue como fin, entre otras cosas, dotar a las Unidades Administrativas de facultades 
suficientes para conocer de los asuntos competencia del Instituto, a efecto de ejercer las 
facultades constitucionales y legales que le permitan sustanciar los procedimientos a cargo 
de éste. 

El 14 de julio de 2014 se publicó en el DOF la Ley Federal de Telecomunicaciones y 
Radiodifusión, en cuyo artículo 15, fracción X estableció como facultad indelegable del Pleno 
del Instituto “Resolver y establecer los términos y condiciones de interconexión que no hayan 
podido convenir los concesionarios respecto de sus redes públicas de telecomunicaciones 
conforme a lo previsto en la presente Ley”. 

Asimismo, el Pleno del Instituto mediante Acuerdo P/IFT/EXT/270814/209 adoptado en su XXII 
Sesión Extraordinaria celebrada el 27 de agosto de 2014 aprobó el “Estatuto Orgánico del 
Instituto Federal de Telecomunicaciones”, mismo que fue publicado en el DOF el 4 de 
septiembre de 2014 (en lo sucesivo el “Estatuto”), por el cual quedó abrogado el Estatuto 
Orgánico referido en el párrafo precedente. El Estatuto fue reformado mediante acuerdo 
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publicado en el DOF el 17 de octubre de 2014 y  posteriormente mediante acuerdo publicado 
en el DOF el 2017 de julio de 2017. 

De conformidad con el artículo 2, fracción X del Estatuto, el Pleno es el órgano máximo de 
gobierno y decisión del Instituto integrado por siete Comisionados con voz y voto, incluido su 
Presidente. 

Los artículos 83 y 86 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo disponen que los 
interesados afectados por los actos y resoluciones de las autoridades administrativas que 
pongan fin a un procedimiento, a una instancia o resuelvan un expediente, podrán interponer 
recurso de revisión ante la autoridad que emitió el acto impugnado, el que será resuelto por 
el superior jerárquico, salvo que el acto impugnado provenga del titular de una dependencia, 
en cuyo caso será resuelto por el mismo. 

Derivado de que el Pleno del Instituto es el órgano facultado para resolver los desacuerdos 
en materia de interconexión conforme al artículo 15, fracción X de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones y Radiodifusión, y que en el caso la resolución recurrida corresponde a 
la decisión de un desacuerdo de esa índole, emitida en su momento por el Pleno de la 
entonces Comisión, y siendo el Pleno del Instituto el órgano máximo de decisión dentro del 
Instituto, conforme al artículo 2, fracción X del Estatuto, el Pleno del Instituto resulta 
competente para emitir la presente resolución por ser el órgano máximo del Instituto, siendo 
la autoridad facultada para resolver el recurso conforme a la parte final del primer párrafo del 
artículo 86 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo . 

CUARTO.- Que esta autoridad es competente para conocer y resolver el recurso de revisión 
interpuesto por la Recurrente, en términos de lo dispuesto por el artículo 86 de la Ley Federal 
de Procedimiento Administrativo, en relación con los diversos 15, fracción X de la Ley Federal 
de Telecomunicaciones y Radiodifusión, y 2, fracción X del Estatuto. 

QUINTO.- Que el recurso de revisión interpuesto en contra de LA RESOLUCIÓN es procedente 
en virtud de que no se configura ninguno de los supuestos señalados por el artículo 89 de la 
LFPA. 

SEXTO.- Que conforme a lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo, la autoridad encargada de resolver el recurso podrá: I.- Desecharlo por 
improcedente o sobreseerlo; II.- Confirmar el acto impugnado; III.- Declarar la inexistencia, 
nulidad o anulabilidad del acto impugnado o revocarlo total o parcialmente; y IV.- Modificar 
u ordenar la modificación del acto impugnado o dictar u ordenar expedir uno nuevo que lo 
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sustituya, cuando el recurso interpuesto sea total o parcialmente resuelto a favor del 
recurrente. 

SÉPTIMO.- Que el artículo 92 de la LFPA en sus párrafos primero y último establece que la 
resolución del recurso se fundará en derecho y examinará todos y cada uno de los agravios 
hechos valer por el recurrente teniendo la autoridad la facultad de invocar hechos notorios; 
pero, cuando uno de los agravios sea suficiente para desvirtuar la validez del acto impugnado 
bastará con el examen de dicho punto; y si la resolución ordena realizar un determinado acto 
o iniciar la reposición del procedimiento, deberá cumplirse en un plazo de cuatro meses. 

OCTAVO.- Que la Recurrente hace valer los siguientes argumentos, en síntesis: 

En el escrito por el que la Recurrente interpuso el recurso de revisión contra la resolución 
recurrida, incluyó un apartado de CONSIDERACIONES PRELIMINARES, en el que manifestó 
esencialmente lo siguiente: 

Invocó que el Pleno de la Comisión es competente para resolver el recurso de revisión, de 
conformidad con el artículo 9-A de la Ley Federal de Telecomunicaciones, pues tiene 
autonomía técnica y de gestión para dictar sus resoluciones, por lo que éstas no pueden ser 
revisadas por los titulares de las Secretarías de las que forman parte, como sucede en el caso 
de la Comisión Federal de Competencia, del Servicio de Administración Tributaria o de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores (órganos desconcentrados de las Secretarías de 
Economía, el primero, y de Hacienda y Crédito Público, los otros dos). Donde existe la misma 
razón jurídica, debe existir la misma consecuencia de derecho. 

Lo anterior no implica que la autonomía de un órgano desconcentrado con autonomía 
técnica para dictar sus resoluciones signifique que dichas resoluciones no estén sujetas a 
ningún control. Efectivamente se encuentran sujetas a control de legalidad y de 
constitucionalidad, ya sea mediante el recurso de revisión ante el Pleno de la Comisión o 
mediante juicio de nulidad ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa o ante el 
Poder Judicial de la Federación vía el juicio de amparo. 

Concluye que el Pleno de la Comisión es quien deberá resolver el recurso de revisión, en la 
medida que resulta contrario a toda lógica que la Comisión tenga plena autonomía para 
dictar sus resoluciones, pero que dichas resoluciones puedan ser revisadas por el titular de la 
Secretaría de la que forma parte y, por lo tanto, que pudiera ser declarada su inexistencia, 
nulidad, anulabilidad o revocación de conformidad con el artículo 91 de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo. 
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Incluyó un punto denominado POLÍTICA PÚBLICA, en el que señala que estima conveniente 
mencionar algunas cuestiones de política pública que se considera que deben ser tomadas 
en cuenta por la Comisión en la elaboración de los modelos de costos. 

Asimismo, se considera que (como se demuestra que el primer agravio) esa Comisión no tiene 
facultades para fijar a mí representada las tarifas con base en un modelo de costos; sin 
embargo, en el supuesto de que sí fuera procedente, sería necesario que se tomara en 
cuenta lo siguiente: 

La buena práctica internacional recomienda un programa de disminución de cargos que sea 
predecible e incentive ajustes graduales en las estrategias comerciales. 

EI establecimiento de cargos tope o por defecto, con vigencia por un período lo 
suficientemente largo de tiempo (se recomienda un entorno de 4 a 5 años) proporciona 
incentivos adecuados a los operadores en el mercado. La opción adoptada por esa 
Comisión, resolver tarifas para un solo año (periodo de noviembre a diciembre de 2011, en el 
presente caso), genera una alta incertidumbre en el mercado mexicano y es susceptible de 
producir efectos de retracción en las inversiones que los operadores competitivos deben 
desplegar para incrementar las capacidades, funciones y cobertura de su red. Una 
aproximación consistente con la predictibilidad consistiría en la adopción del valor fijado por 
esa autoridad, luego de los ajustes que se proponen más adelante, para una fecha objetivo. 
A partir de una aproximación de este tipo, sería perfectamente posible producir un programa 
de reducción gradual para llevar al mercado mexicano paulatinamente a ese nivel de 
cargos. 

Adicionalmente, disminuir de manera gravosa los ingresos de los inversionistas entrantes al 
sector sólo pone en incertidumbre a los participantes del mercado y refleja una actuación 
irregular de dicho órgano regulador que causa daño a los bienes y derechos de los 
particulares que no tienen la obligación jurídica de soportar, en virtud de no existir fundamento 
legal o causa jurídica de justificación, para legitimar el daño que Cofetel les infringe. 

EI modelo aprobado por Cofetel no presenta el detalle suficiente para permitir su discusión 
técnica 

Como soporte técnico de su modelo, Cofetel ha formulado un conjunto de aseveraciones 
genéricas en la Resolución Impugnada, en la que constan los valores que ha adoptado para 
cada uno de los parámetros del modelo. EI documento así publicado no permite que los 
operadores desarrollen sensibilidades que les permitan predecir, con absoluta certeza, cómo 
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reaccionaría el modelo ante modificaciones en los valores de las variables 
(fundamentalmente aquellas que intervienen en el dimensionamiento de la red). 

Adicionalmente, valores sumamente relevantes (como los activos que conforman la red) se 
presentan con un alto nivel de agregación, lo que impide verificar con certeza si es que se ha 
considerado debidamente todos los costos en que un operador eficiente debería incurrir para 
la producción de dicho activo. Esta aproximación se aleja de la mejor práctica desarrollada 
en la región. Por ejemplo, en el caso de Perú, cada elemento de red aparece suficientemente 
detallado en cada uno de sus componentes, lo que permite establecer los costos que han 
sido (o no) reconocidos. AI proceder de la manera que lo hace esa Comisión, se reduce la 
posibilidad de cuestionar las bases técnicas del modelo y se limita el derecho de defensa de 
la compañía. 

Errores e inconsistencias del modelo de costos utilizado por Cofetel para determinar la tarifa 
de terminación fija $0.03951 para noviembre y diciembre de 2011. 

EI Modelo de Costos utilizado por la Cofetel, el cual ha dado como resultado la tarifa de 
$0.03951 por minuto de interconexión, contiene diversos errores metodológicos que han 
producido resultados inadecuados y sumamente gravosos, al utilizar factores y variables 
hipotéticos sumamente alejados de las características del mercado mexicano. 

En efecto, el Modelo de Costos desarrollado por la Cofetel, se encuentra alimentado con 
variables teóricas, que no necesariamente reflejan la realidad del mercado nacional o de un 
operador promedio del mercado nacional, con parámetros potencialmente sobre o 
subestimados, fórmulas equívocas y, principalmente, cálculos estimados sin mediar 
operaciones o algoritmos definidos. 

Cabe hacer mención que la Cofetel no sustenta su modelo con información razonable de 
tráfico, ni de operadores fijos existentes. Esa autoridad utiliza parámetros teóricos 
potencialmente sobrestimados o subestimados de tráfico, a su criterio, afectando 
severamente la variable relativa al ingreso del operador. 

Por lo tanto, la Cofetel no debe fundar resolución tarifaria alguna sobre GTM basándose en el 
Modelo de Costos a que se hace referencia en este apartado, hasta en tanto este no 
contemple: i) la participación en el mercado de diversos competidores, ii) la existencia de un 
operador con poder sustancial en el mercado que detente más del 80% de todos los 
abonados en su conjunto, iii) que se alimente de información existente del mercado, iv) que 
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proyecte sus variables de manera verosímil y comprobable y que, finalmente, v) utilice 
proyecciones reales sobre los volúmenes de tráfico y el número de líneas en servicio. 

En el modelo de la Cofetel, se establece un tipo de cambio de 12.12 pesos por dólar para 
2011. Tanto en 2010 como en 2011 el tipo de cambio anual promedio fue mayor, por lo que 
al utilizar el tipo de cambio en comento, se subestima la tarifa de interconexión que se tendrá 
que pagar a GTM por la terminación del tráfico conmutado en su red. Lo anterior se traduce, 
en efecto, en una tarifa de interconexión que no permitirá recuperar la inversión hecha en 
activos cotizados en dólares como es el caso. 

EI Modelo de Costos de la Cofetel no muestra la fuente de información de los precios de lista 
de los activos que la misma Comisión considera construyen la red teórica modelada. 
Asimismo, de la información publicada, no se pueden inferir las variables utilizadas para 
determinar el Costo del Capital Promedio Ponderado. De una lectura de los lineamientos para 
desarrollar los modelos de costos publicados en el sitio web de la Comisión, se puede inferir 
que la fórmula matemática utilizada para obtener el Costo del Capital Promedio Ponderado 
es incorrecta. A su vez, no se puede concluir si la lista de activos propuesta  realmente 
compone una red pública que atienda los usuarios proyectados por el mismo modelo o su 
distribución geográfica. 

Todos los anteriores factores, en la medida en que no han sido debidamente considerados, o 
que lisa y llanamente no han sido considerados como tal, han generado que el Modelo de 
Costos utilizado por la Cofetel resulte impreciso, inadecuado y sumamente gravoso, 
impidiendo que GTM obtenga una retribución justa y congruente con los servicios de 
telecomunicaciones que presta y, sobretodo, que recupere el costo que en la realidad le ha 
representado la prestación de tales servicios. 

EI modelo de costos debería valorar los costos reales en que incurren las empresas 

Como se mencionará a lo largo de diversos agravios del presente escrito, se estima que, en el 
supuesto que esa Comisión utilice un modelo de costos para determinar las tarifas de 
interconexión, éste deberá de valorar los costos reales en los que incurren las empresas para 
proveer el servicio de interconexión. En razón de lo anterior, solicito que se conceda a mí 
representada la suspensión a que se refiere el artículo 87 de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo respecto del resolutivo tercero y quinto de la Resolución Impugnada por 
cumplirse con los requisitos señalados en el mismo. 
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La Cofetel debe establecer una diferenciación tarifaria suficiente para enmendar las 
distorsiones provocadas por la existencia de un operador con poder sustancial en el mercado 

La Cofetel está obligada para establecer obligaciones específicas, relacionadas con tarifas, 
calidad de servicio e información, al operador con poder sustancial en el mercado en 
términos del artículo 63 de la LFT. A su vez, dicho órgano regulador debe atender la obligación 
de promover una sana competencia prevista en el artículo 7 de la LFT. Telmex es un operador 
con poder sustancial en el mercado con una participación cercana al 80% del mercado 
nacional. Dicha observación se puede corroborar de información que la misma Comisión ha 
venido exhibiendo en diversos foros. 

De lo anterior se puede corroborar que es una obligación de la Cofetel promover una sana 
competencia en el sector y para ello puede y debe implementar el establecimiento de 
obligaciones específicas en materia de tarifas al operador con poder sustancial en el 
mercado. Si, como hemos observado, la participación de Telmex en el mercado es 
abrumadora frente a sus competidores, la Cofetel puede y debe reflejar, a partir de diversas 
medidas, que las economías de escala y los costos en general de dicho operador son del 
todo diferentes a los de GTM. 

Por ello, la Cofetel debe adoptar un mecanismo que refleje una asimetría en materia de tarifas 
de terminación fija de manera que se reconozca en todo momento que un operador con las 
características de GTM necesariamente debe tener costos superiores a los que, por estricto 
volumen, ingresos, usuarios y economías de escala, tiene Telmex y por ello, una tarifa de 
terminación fija considerablemente superior a aquella que se determine respecto del 
operador con poder sustancial en el mercado. 

Los mismos fundamentos que tuvo la Cofetel para resolver tarifas asimétricas para operadores 
móviles, en diversas etapas históricas, continúan vigentes y resultan aplicables a los 
operadores fijos, lo que conlleva a que cualquier determinación de tarifas asimétricas debe 
sustentarse esencialmente en lo dispuesto por los artículos 7, 41 y 50 de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones (LFT). 

Ahora bien, la Recurrente sostiene en el apartado correspondiente a AGRAVIOS, 
sustancialmente lo siguiente: 
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AGRAVIOS RELACIONADOS CON EL MODELO DE COSTOS RESPECTO DEL RESOLUTIVO 
TERCERO. 

PRIMERO. El Modelo de Costos asigna valores arbitrarios a las distintas variables que lo integran, 
lo que implica que la Resolución Impugnada adolezca de una debida fundamentación y 
motivación, contraviniendo lo dispuesto en el artículo 3, fracción V de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo. 

En efecto, la Comisión en el Modelo de Costos asigna valores arbitrarios y sin justificación a las 
distintas variables que integran el mismo, por lo cual la Resolución Impugnada infringe los 
requerimientos de fundamentación y motivación, así como es incongruente desde un punto 
de vista interno, con lo que se viola lo dispuesto en el artículo 3, fracción V, de la Ley Federal 
de Procedimiento Administrativo, y 16 constitucional. 

La garantía de seguridad jurídica no se respetó el elaborarse el Modelo de Costos al 
contravenirse el artículo 3, fracción V, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

La Comisión al momento de crear el Modelo de Costos: 

1) Fue omisa en establecer las causas, razones, motivos y circunstancias del por qué utilizó 
dicho modelo, así como el porqué de los diversos modelos existentes en la ciencia 
económica para determinar las tarifas que pretendió fijar, consideró utilizar el denominado 
costo incremental a largo plazo de una red hipotética de un operador eficiente, y no otros. 

2) Fue omisa en llevar a cabo la diversidad de estudios económicos y financieros a fin de 
determinar los diversos elementos que deberán integrar dicho modelo, a efecto de poder 
arribar a la determinación de tarifas que se adecúen a la industria específica de que se 
trate. 

3) Confunde los costos directos e indirectos de una empresa al pretender aplicar el Modelo 
de Costos, sin que medie una debida motivación al respecto, razón por la cual dicho 
modelo resulta a todas luces desapegado a la realidad de la industria de las 
telecomunicaciones. 

4) Efectúa razonamientos para sustentar que las tarifas por encima de los costos en que se 
incurre por la prestación del servicio de terminación de llamadas en la red local de la 
Recurrente, inhibe la sana competencia entre los operadores y no promueve un desarrollo 
eficiente de las telecomunicaciones, lo que carece de todo sustento jurídico. 
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5) Establece que una tarifa por encima del costo de proveer el servicio es un costo innecesario 
en el que incurre el demandante del servicio, y afirma dogmáticamente que por lo mismo 
ésta es trasladada al usuario final. Lo anterior no es así, debido a que la tarifa que se fije por 
dicha contraprestación debe ser aquella considerada justa, ya que de lo contrario, como 
acontece en el caso que nos ocupa quien se beneficie con las tarifas fijadas por esa 
Comisión son las tercero perjudicadas, toda vez que en modo alguno va a repercutir las 
mismas al usuario final (en específico aquellas pagadas de noviembre a diciembre de 2011, 
pues la facturación del mes de diciembre se hizo dentro de los primeros cinco días de enero 
de 2012, es decir, con anterioridad a la notificación de la resolución recurrida). 
Propiamente, la Comisión no determina, ni señala, ni funda, ni motiva un posible traslado 
de beneficios tarifarios a los usuarios finales, lo que deja en entredicho la vinculación de la 
reducción de tarifas de interconexión con el interés general. 

6) Toma en consideración a un operador eficiente "representativo”, es decir, dicho modelo 
no tiene fundamento en los costos propios de la Recurrente, sino en los que incurre dicho 
operador ficticio, cuyas características fueron arbitrariamente determinadas por la 
Comisión y no guardan proporción alguna con las características de los operadores 
existentes en el mercado mexicano. 

7) Omite señalar las causas, razones, motivos y circunstancias del porqué únicamente tomó 
en consideración aquellos costos que son originados por la provisión de un incremento 
específico en el servicio de terminación de llamadas en redes de telefonía fija, descartando 
de manera contraria a derecho y a la naturaleza del modelo que esta adoptó todos 
aquellos costos relacionados directa o indirectamente con el servicio a que se viene 
haciendo referencia. 

8) Omite señalar las causas, razones, motivos y circunstancias del porque a su parecer, todos 
los activos son remplazados al final de su vida útil y que método de depreciación de los 
activos debe reflejar fielmente la disminución de su valor económico a través del tiempo. 

9) Subestima el costo de algunos activos, ya que esa autoridad ha tomado el precio de 
algunos de los componentes de red directamente del modelo elaborado por los 
reguladores, sin embargo, esta aproximación es errónea y produce subestimaciones 
importantes para algunos de los activos que forman parte de las redes de los operadores 
mexicanos. La razón de la subestimación es evidente: los operadores latinoamericanos 
operan en realidades geográficas complicadas, con vías de comunicación deficientes y 
bajas densidades poblaciones. Como resultado de esta realidad, los costos de instalación 

18 



 
 

          
  

 
   

  
 

           
 
 

 

 
  

   
  

  
 

 
 

              
 

 
   

 
            
         

 

          
 

 

 
        

            
 

 
       
         

            

(que comprenden no sólo la ingeniería de detalle, sino también el acarreo) son 
sustancialmente más altos en Latinoamérica que en Europa. 

Concluye que el Modelo de Costos incorpora variables subjetivas y arbitrarias que lo vician de 
indebida fundamentación y motivación toda vez que durante el procedimiento de 
desacuerdo de interconexión no se dio a conocer a la Recurrente la totalidad de elementos 
en los que se basó esa Comisión para elaborar el Modelo de Costos; se incorporan variables 
y parámetros arbitrarios en su elaboración, lo cual provoca se desapegue a la realidad; y en 
Modelos de Costos idénticos en los que se determinan tarifas de interconexión por el periodo 
de 2011 se arrojan tarifas de interconexión distintas. 

SEGUNDO. El Modelo de Costos no se encuentra debidamente sustentado en opiniones 
emitidas por expertos de reconocido prestigio, siendo omisa la autoridad en cuanto a su 
determinación y relación con el desacuerdo lo que implica que la Resolución Recurrida 
carece de una debida motivación, contraviniendo lo dispuesto en el artículo 3, fracción V, de 
la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

A efecto de que la Resolución Recurrida se encuentre debidamente motivada, la Comisión 
debió señalar las razones por las cuales el Modelo de Costos es el adecuado para satisfacer 
las pretensiones planteadas por las partes en la resolución al desacuerdo de interconexión. 

Es obligatorio para la Comisión señalar las opiniones de personas o entidades expertas en 
materia de telecomunicaciones respecto las cualidades del Modelo de Costos, así como la 
relación que exista entre dichas opiniones y el caso en particular que nos ocupa. Es decir, se 
debieron de satisfacer los siguientes requisitos: (i) Señalar de manera precisa opiniones sobre 
el Modelo de Costos Utilizado en la Resolución Impugnada, emitidas por personas o entidades 
de expertos en el ámbito de las telecomunicaciones; y (ii) La relación que exista entre dichas 
opiniones y el desacuerdo de interconexión suscitado entre la Recurrente y las tercero 
perjudicadas que permita determinar porque el Modelo de Costos utilizado es el ideal para 
dirimir dicha controversia. 

TERCERO. La Comisión omite señalar las operaciones aritméticas para determinar la tarifa de 
interconexión, por lo que se violan los principios de debida fundamentación y motivación, 
contenidos en el artículo 3, fracción V de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

La autoridad pretende motivar la tarifa de interconexión que deberán pagar las tercero 
perjudicadas a la Recurrente, utilizando el Modelo de Costos Incrementales Totales de Largo 
Plazo; sin embargo, en ningún momento se señalan o precisan las operaciones aritméticas 
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que esa Comisión utilizó para llegar a la tarifa de interconexión que determinó, motivo por el 
cual la Resolución Impugnada adolece de la debida fundamentación y motivación que todo 
acto administrativo debe necesariamente contener, de conformidad con lo dispuesto por la 
fracción V del artículo 3 la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

En el caso concreto, dada la complejidad para llevar a cabo la cuantificación de la tarifa de 
interconexión, la Comisión estimó que deben tomarse en consideración diversos elementos; 
sin embargo, el tomar en cuenta tales elementos de manera teórica y general no es suficiente 
para considerar debidamente motivada la Resolución Recurrida, pues se insiste, en ninguna 
parte de la resolución se concatenaron los elementos tomados en cuenta, ni mucho menos 
se estableció una fórmula para ello, con la finalidad de evidenciar que efectivamente la tarifa 
de interconexión se ajusta a la metodología adoptada. 

Al momento de determinar la tarifa, no señala con precisión el procedimiento aritmético y el 
cálculo que llevó a cabo de los elementos que componen dichos modelos y fórmulas que 
ésta supuestamente utilizó, motivo por el cual la resolución, adolece de la debida 
fundamentación y motivación que todo acto administrativo debe de contener de 
conformidad con los principios constitucionales recogidos en la fracción V del artículo 3 de la 
Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

Lo resuelto por esa Comisión a foja 47, en las que describe ecuaciones para obtener el costo 
de los activos (capex) y el Costo Promedio Ponderado de Capital (WACC), en las que de 
manera por demás desapegada a derecho, únicamente se limita a realizar una expresión 
general de la fórmula que aplicó, sin que en ésta, los valores concretos se hubieran sustituido 
y con ello arribar a un cálculo cierto y así determinar de la manera más transparente la tarifa 
de interconexión. 

Si bien señala cuáles son los conceptos que integraron los componentes de cada una de las 
ecuaciones y modelos utilizados para obtener la tarifa de interconexión del operador 
representativo en el Modelo de Costos durante el periodo de 2011, la autoridad es omisa en 
establecer la sustitución numérica de los valores de cada una de las ecuaciones utilizadas y 
con ello arribar al resultado que se manifiesta a foja 49 de la Resolución Recurrida, de lo que 
se desprende de nueva cuenta la falta de motivación en la que incurre la Comisión. 

Con lo anterior, queda de manifiesto que la Resolución Recurrida no otorga seguridad jurídica 
alguna a la Recurrente respecto de los resultados a los que arriba la Comisión, situación que 
se repite en todos y cada uno de los componentes del Modelo de Costos. 
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CUARTO. La Comisión indebidamente determina la medición del tráfico y el esquema de 
facturación de los servicios de interconexión sin expresar al respecto, la fundamentación y 
motivación que sustente dicha determinación, lo que contraviene lo dispuesto por el artículo 
3, fracción V, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

A través de la Resolución Recurrida, la autoridad determinó que en la aplicación de la tarifa 
de interconexión, la Recurrente deberá calcular la contraprestación con base en la duración 
real de las llamadas, sin redondear al minuto, debiendo para tal efecto sumar la duración de 
todas las llamadas completadas medidas por segundos y multiplicarse dicha suma por la tarifa 
correspondiente. 

Bajo esta falsa premisa y en violación al principio de libertad tarifaria la Comisión determina 
la medición del tráfico de interconexión sin redondear al minuto, para que, 
consecuentemente la tarifa que se cobre al usuario final de igual manera tenga como base 
la medición del tráfico en tiempo real; teniendo ello como consecuencia que en violación al 
principio de libertad tarifaria, la Comisión determine variables para fijar las tarifas a los usuarios 
finales. 

Las tarifas por los servicios de telecomunicaciones, son determinadas al público directamente 
por el propio concesionario que le brinda dicho servicio, ello derivado del principio de libertad 
tarifaria existente en nuestro país, mismo que se encuentra consagrado en el artículo 60 de la 
Ley Federal de Telecomunicaciones. 

En este orden de ideas, la intención del legislador al establecer dicho principio consistió en 
verdaderamente otorgarle plena libertad a los concesionarios para fijar las tarifas de los 
servicios de telecomunicaciones sin limitación alguna, salvo cuando se trate de salvaguardar 
la libre concurrencia. 

En este sentido, derivado de la prerrogativa que la Ley Federal de Telecomunicaciones otorga 
directamente a los concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones, se tiene que los 
mismos cuentan con entera libertad para tomar u omitir tomar en consideración diversas 
variables para determinar el monto de dichas tarifas de servicios al público usuario; como 
pueden ser, de manera enunciativa, el precio de los insumos, la infraestructura, la oferta y la 
demanda, los costos operativos o administrativos (Vgr. Renta de inmuebles), el capital de 
trabajo, entre otras. 
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Así las cosas, cada concesionario tiene la prerrogativa para determinar con base en las 
condiciones de la marcha de la empresa, la serie elementos que integrarán los precios al 
usuario final y que por tanto, serán trasladados a la tarifa que dicho consumidor cubra y 
tendrán incidencia directa en la misma. 

Ahora bien, en la Resolución Recurrida la autoridad indebidamente presume que las tarifas 
de interconexión inciden de manera directa en las tarifas que son cobradas al usuario final, lo 
que la llevó a la ilegal conclusión de determinar la medición del tráfico en tiempo real para 
efectos de que en esos mismos términos se cobre a los usuarios por parte de los 
concesionarios. 

AGRAVIOS GENERALES RESPECTO DEL RESOLUTIVO TERCERO DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA. 

QUINTO. No existe disposición jurídica que faculte a la Comisión para fijar a la Recurrente las 
tarifas de interconexión con base en costos, por lo que la Comisión contraviene lo dispuesto 
en el artículo 3, fracción V, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

En efecto, esa autoridad en la Resolución Recurrida fija las tarifas de interconexión con base 
en supuestos costos, lo cual no tiene fundamento en disposición legal alguna, por lo que 
resulta violatoria de lo dispuesto por el artículo 3, fracción V, de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo, en relación con la inadecuada aplicación de los artículos 7, 41, 
42 y 63 de la Ley Federal de Telecomunicaciones. 

La Resolución Recurrida es contraria al principio de debida fundamentación que todo acto 
de autoridad debe necesariamente contener. 

Si bien es cierto que el artículo 42 de la Ley Federal de Telecomunicaciones no establece 
parámetro alguno que debe utilizar la autoridad al resolver las disputas de interconexión, el 
artículo 7 del mismo ordenamiento indica que el objetivo de la propia ley es promover un 
desarrollo eficiente de las telecomunicaciones, ejercer la rectoría del Estado en la materia, 
para garantizar la soberanía nacional; fomentar una sana competencia entre los diferentes 
prestadores de servicios de telecomunicaciones a fin de que éstos se presten con mejores 
precios, diversidad y calidad en beneficio de los usuarios, y promover una adecuada 
cobertura social. 

En este sentido, era de suponerse que el Modelo de Costos elaborado por la autoridad debió 
haber resuelto el pretendido desacuerdo entre las tercero perjudicadas y la Recurrente con 
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base en cada uno de estos principios expresando las razones por las cuáles consideró que su 
resolución colmaba los objetivos de la ley. 

En este sentido, es incomprensible que, si la Ley Federal de Telecomunicaciones no faculta al 
regulador para establecer las tarifas a los concesionarios conforme a costos incrementales de 
largo plazo salvo en el caso de que tengan poder sustancial en el mercado relevante 
conforme a la Ley Federal de Competencia Económica el Modelo de Costos elaborado 
pretenda fijar las tarifas de interconexión precisamente con base en costos incrementales a 
largo plazo sin que medie la declaración de poder sustancial en el mercado relevante firme. 

Es decir, la Ley Federal de Telecomunicaciones es clara respecto del único caso en el que se 
pueden fijar tarifas conforme a costos incrementales de largo plazo es para operadores con 
dominancia en el mercado y esa autoridad, sin embargo, arbitrariamente modifica el 
contenido de dicha norma por lo que, se puede presumir válidamente que en la 
determinación de las tarifas de interconexión se asume infundadamente que la Recurrente 
perpetra prácticas monopólicas sean relativas o absolutas, lo cual resulta evidentemente 
inexacto en atención a que ninguna autoridad competente ha decretado que tengan poder 
sustancial en el mercado relevante, mediante resolución definitiva inatacable. 

En efecto, a lo largo de toda la Resolución Recurrida se vierten una serie de argumentos para 
demostrar que es más conveniente que las tarifas de interconexión se fijen con base en costos. 
Estos argumentos se basan en recomendaciones internacionales, experiencias en otros países, 
supuestos hechos notorios o cuestiones fácticas entre otras. 

Sin embargo, la autoridad olvida que no obstante que fuera aconsejable la utilización de un 
modelo de costos, en el marco jurídico mexicano no existe ninguna disposición que permita 
la utilización del modelo de costos para fijar las tarifas de interconexión de un operador que 
no tenga poder sustancial en el mercado relevante. Si se quisiera aplicar dichas prácticas 
aconsejables entonces se debería reformar la ley, pero no actuar al margen de ella. 

El artículo 63 de la Ley Federal de Telecomunicaciones consagra la facultad de la Comisión 
para establecer al concesionario de redes públicas de telecomunicaciones que tenga poder 
sustancial en el mercado relevante de acuerdo a la Ley Federal de Competencia Económica, 
obligaciones específicas relacionadas con tarifas, calidad de servicio e información. En el 
segundo párrafo de este artículo también establece que la regulación tarifaria que se aplique 
a los concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones que tengan poder sustancial 
en el mercado relevante buscará que las tarifas de cada servicio, capacidad o función, 
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incluyendo las de interconexión, permitan recuperar, al menos, el costo incremental promedio 
de largo plazo. 

En primer lugar, no existe disposición expresa que establezca expresamente que las tarifas de 
interconexión estén orientadas a costos, por lo que resulta evidente que de una interpretación 
de la Ley Federal de Telecomunicaciones se concluye que no existe fundamento legal para 
que en la Resolución Recurrida se fijen las tarifas de interconexión con base en costos. 

En segundo lugar, en la Ley Federal de Telecomunicaciones se establece que, tratándose de 
operadores dominantes, las tarifas deben estar orientadas a costos, es decir, deberá tomarse 
en consideración el costo real de proveer el servicio de interconexión, para lo cual es 
necesario que las tarifas determinadas contemplen costos actuales y comprobables. 

El artículo 63 de la Ley Federal de Telecomunicaciones establece las tarifas con base en 
costos, no como una obligación de la autoridad de fijarlos con fundamento en éstos, sino 
como un derecho mínimo que debe respetar la citada autoridad. Es decir, al efectuarlo, lo 
hace con el objeto de establecer un derecho a favor del operador dominante de que la 
autoridad no establezca tarifas por debajo del mismo; o sea le establece un límite inferior o 
"piso" a la autoridad para el caso de determinar las tarifas de los diversos servicios a que hace 
referencia el citado artículo 63 de la Ley Federal de Telecomunicaciones. 

El artículo 63 de la Ley Federal de Telecomunicaciones establece una facultad reglada, pues 
el precepto legal taxativamente limita el actuar de esa autoridad en materia de imposición 
de tarifas al operador con poder sustancial en el mercado relevante. La clara y terminante 
disposición legal convierte a este artículo en una facultad reglada: si y sólo si el operador tiene 
poder sustancial en el mercado relevante así declarado por la autoridad competente en el 
periodo del desacuerdo puede imponerse una tarifa orientada a costos. El legislador no abrió 
otros casos en donde esa autoridad pudiera imponer tarifas con base a costos, ni mucho 
menos le dio un rango de interpretación para excusar el cumplimiento del requisito esencial 
de que existiese una declaración de poder sustancial en el mercado relevante que es 
precisamente la hipótesis normativa del actuar de la Comisión en la Resolución Recurrida. 

La autoridad cita los artículos 7 y 41 de la Ley Federal de Telecomunicaciones como 
fundamento para fijar las tarifas de interconexión con base en costos. 

No obstante la imposibilidad jurídica por parte de la Comisión para fundar la Resolución 
Recurrida, el cálculo tarifario de interconexión con base en costos diseñado (el cual está 
siendo impuesto como una carga y no como un derecho mínimo) no permite recuperar las 
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inversiones realizadas y mucho menos continuar con la promoción de la cobertura social a 
que la Recurrente está obligada en términos de la Ley Federal de Telecomunicaciones y sus 
títulos de concesión. 

La Comisión omite otro objetivo fundamental contenido también en el citado artículo 7 de la 
Ley Federal de Telecomunicaciones consistente en "promover una adecuada cobertura 
social." 

En relación a la adecuada cobertura social como uno de los objetivos de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones, es fundamental exponer que el cálculo de la tarifa de interconexión 
basada en el modelo de costos desarrollado por la Comisión, no obstante que entre sus 
motivaciones exponga que permita recuperar los costos de capital asociados a la inversión 
realizada, no permite recuperar las inversiones en infraestructura incurridas por la Recurrente. 

Esto significa que al no poder recuperar las inversiones en infraestructura o en capital 
realizadas, el crecimiento de la Recurrente, así como de los demás operadores de telefonía 
móvil se verá limitado y no se alcanzará la cobertura social esperada para los próximos años. 

Es del conocimiento público que la telefonía móvil ha permitido el acceso a la 
intercomunicación a sectores de la población que no tienen los medios económicos para 
sufragar el gasto que implica una renta mensual fija en el caso de la telefonía fija y que le ha 
permitido a los campesinos y a los trabajadores de menores ingresos, así como al sector rural, 
a tener una comunicación accesible. 

Con base en el modelo de costos impuesto por esa autoridad no le es posible a la Recurrente 
cumplir con los objetivos de cobertura social establecidos en su título de concesión y en la Ley 
Federal de Telecomunicaciones, los cuales, de conformidad con lo manifestado por el 
Legislador, merecen un interés especial. Lo anterior dado que se restringe la posibilidad de 
que la Recurrente continúe con las inversiones realizadas para ampliar la cobertura de la Red. 

La sana competencia se materializa a través del establecimiento de disposiciones generales 
en los planes y no por medio de resoluciones particulares emitidas en desacuerdos de 
interconexión. 

De la Interpretación del principio de libertad tarifaria en el sector de las telecomunicaciones, 
contenidos en la exposición de motivos de la Ley Federal de Telecomunicaciones, no se 
desprende que las tarifas de interconexión de los concesionarios de redes públicas de 
telecomunicaciones deban calcularse con base en costos. 
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Con las tarifas con base a costos fijadas por esa autoridad en su resolución, no le sería posible 
a la Recurrente continuar con la prestación de los servicios de interconexión en condiciones 
satisfactorias de calidad, competitividad, seguridad y permanencia, pues no les sería posible 
ni siquiera recuperar las inversiones de capital realizadas en los últimos años. 

En una primera parte, la Comisión manifestó que no es aplicable el Plan de Interconexión ni 
aquellas interpretaciones y principios que del mismo se deriven debido a que, por una parte, 
su utilización implicaría la aplicación retroactiva del mismo y, por la otra, existe un amparo 
concedido a favor de la Recurrente en contra de la aplicación presente y futura del Plan. 

No obstante la existencia de un amparo en favor de la Recurrente, de la Resolución Recurrida 
se desprende que la Comisión aplica principios derivados del Plan de Interconexión 
pretendiendo fundar su resolución, lo que desde luego deviene en una ilegalidad que 
robustece, como más adelante se precisará, la indebida fundamentación que adolece la 
Resolución Recurrida. 

Contrario a lo que afirma la Comisión en la Resolución Recurrida, la fijación de tarifas de 
interconexión con base en costos no tiene fundamento en: Los artículos 7 y 41 de la Ley 
Federal de Telecomunicaciones; Acuerdos y recomendaciones internacionales; En hechos 
notorios; En los artículos 42 y 63 de la Ley Federal de Telecomunicaciones, y En el Plan de 
Interconexión. 

De conformidad con lo establecido en la Ley Federal de Telecomunicaciones, 
específicamente de su artículo 63, sólo procede fijar tarifas de interconexión con base en 
costos en el caso de operadores dominantes. De los artículos 7, 41 y 42 no se desprende 
ninguna disposición, ni de una interpretación sistemática se llega a la conclusión de que las 
tarifas de interconexión de todos los operadores deben fijarse orientadas a costos. 

Los principios que así se desprendan del Plan Técnico Fundamental, no pueden aplicarse a la 
Recurrente ya que el mismo fue desincorporado de la esfera jurídica de las quejosas por virtud 
de un amparo y esa Comisión acepta que el mismo no sirvió como fundamento para la 
emisión de la Resolución Recurrida. 

Las recomendaciones y directivas internacionales, son simplemente recomendaciones, por lo 
que resulta inconcuso que no tienen el carácter de Ley Suprema en términos del artículo 133 
constitucional y, en consecuencia, el que las mismas sean invocadas por la Comisión para la 
implementación del modelo de costos repercute en una incorrecta fundamentación. 

26 



 
 

 
 

  

 
        

 
         

 
 

 
 

  
 
 

 

 
       

  
              

 

 
     

 
           

 
 

 
  

 
 

           
 

 
 

        
            

      

Ausencia de declaración de poder sustancial en contra de la Recurrente por parte de la 
Comisión Federal de Competencia Económica, máxime cuando la aplicabilidad del modelo 
de costos se encuentra supeditado a la detentación de un poder sustancial en el mercado 
relevante en términos del multicitado artículo 63 de la Ley Federal de Telecomunicaciones. 

No existe a la fecha determinación definitiva y firme de poder sustancial en el mercado 
relevante en contra de la Recurrente que faculte a la autoridad la determinación de tarifas 
de interconexión con base en costos, no obstante, dicha facultad no deviene en una 
obligación sino en una facultad potestativa de la autoridad en favor del operador declarado 
con poder sustancial en el mercado relevante. 

Se debió utilizar el artículo 95 del Reglamento de Telecomunicaciones en el que se establece 
lo que se deberá garantizar para fijar los términos de interconexión, y la Recurrente destaca 
que en el citado Reglamento de Telecomunicaciones se hace referencia a los costos, pero 
no a cualquier costo, sino a los propios costos en los que incurre el operador para prestar el 
servicio. 

SEXTO.- La Resolución Recurrida no fija una justa retribución y restringe la libertad de trabajo, 
por lo que está viciada de una indebida motivación al no acatar lo dispuesto por el artículo 5 
de la Constitución en relación con el artículo 3, fracción V, de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo. 

La Comisión mediante la Resolución Recurrida establece tarifas de interconexión fincadas con 
base en parámetros arbitrarios que entre otras cosas: i) se fijan de conformidad con un 
operador simulado que no existe en la realidad; ii) determina las tarifas con base en un modelo 
que no toma en consideración los costos reales de proveer el servicio de interconexión, y iii) 
atribuye indebidamente a la Recurrente prácticas monopólicas, entre otras cosas. 

En este sentido, la Resolución Recurrida carece de una debida motivación que justifique la 
falta de una justa retribución a la Recurrente con relación a las contraprestaciones que 
deberá pagar a las tercero perjudicadas. Asimismo, esa Comisión no consideró debidamente 
el uso de infraestructura propiedad de la Recurrente ni el costo real de proveer el servicio, lo 
que genera la ilegalidad de dicha resolución y, en consecuencia con ello, su nulidad. 

En el caso que nos ocupa, la Recurrente es obligada a prestar un trabajo (los servicios de 
interconexión) sin que medie una justa retribución. Se insiste, no se puede estimar como justa 
una retribución que ha sido fijada con base en un Modelo de Costos: i) elaborado para una 
empresa ficticia o hipotética que sólo fue concebida en el ilegal Modelo de Costos elaborado 
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por esa Comisión en la Resolución Recurrida; ii) que no contempla la situación del mercado 
mexicano en donde existe un operador que concentra el 70% de los usuarios; iii) que hace 
caso omiso de las inversiones y costos reales efectuadas por la Recurrente; iv) que fija los 
valores utilizados en dicho modelo con base en documentos que no le fueron proporcionados 
a la Recurrente para efectos de analizar su veracidad y congruencia; v) que contiene 
cálculos complejos que nunca son desglosados, y vi) que desecha el tomar en cuenta que 
inclusive para el caso de operadores dominantes, el modelo de costo incremental a largo 
plazo es tan sólo un piso o límite inferior en la fijación de las tarifas (véase segundo párrafo del 
artículo 63 de la Ley Federal de Telecomunicaciones). 

El efecto que tiene la Resolución Recurrida es crear la forma más eficaz de restricción en 
perjuicio de la Recurrente, las cuales ya han prestado el servicio de interconexión y las tercero 
perjudicadas ha obtenido el beneficio completo por estos servicios, y ahora se pretende privar 
a la Recurrente de la justa retribución que le corresponde por haberlos llevado a cabo. 

SÉPTIMO. La Resolución Recurrida viola el principio de retroactividad al fijar tarifas para un 
periodo ya pasado, por lo que está viciada de una indebida motivación y, por lo tanto, viola 
el artículo 3, fracción V, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

En efecto, la Resolución Recurrida adolece del vicio de retroactividad en perjuicio de la 
Recurrente, ya que la Comisión estableció tarifas de interconexión correspondientes al 
periodo comprendido del 1 de noviembre al 31 de diciembre de 2011, por lo que viola lo 
dispuesto en las fracciones III y V del artículo 3 de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo, en relación con el 14 y 16 constitucionales. 

La Resolución Recurrida no obstante que se dictó con fecha 20 de junio de 2012 (se notificó 
el día 3 de julio del mismo año) contempla tarifas del 1 de noviembre al 31 de diciembre de 
2011. 

La violación se configura porque se obliga a la Recurrente, en caso de que hubiera habido 
tráfico, a aplicar tarifas de interconexión determinadas en la Resolución Recurrida 
correspondientes al periodo del 1 de noviembre al 31 de diciembre de 2011, siendo que dicha 
Resolución Impugnada fue notificada 3 de julio de 2012. 

Así, esa Comisión pretende modificar circunstancias que ya se han verificado y que al 
momento de ocurrir ya surtieron plenos efectos y consecuencias, así como que, en su caso, 
se integraron a la esfera jurídica de la Recurrente. 
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Toda vez que las tarifas percibidas por la Recurrente por el periodo previsto del 1 de noviembre 
al 31 de diciembre de 2011, ya fueron devengadas y, por lo tanto, se trata de derechos 
adquiridos; modificar dichas tarifas implica aplicar la ley de forma retroactiva y dotarla de 
efectos retroactivos en perjuicio. 

Al respecto, es importante que la Comisión considere que en ninguna parte de la Ley Federal 
de Telecomunicaciones, así como en el Plan de Interconexión (suponiendo sin conceder que 
este fuera aplicable a la Recurrente) se establece la posibilidad de tomar como punto de 
partida temporal para la fijación de las tarifas de interconexión: a) el primer día del año dentro 
del cual se produzca el desacuerdo y se promueva esta Instancia, b) la fecha de inicio de las 
negociaciones tendientes a fijar dichas tarifas, o c) la fecha en que se inicia ante esa Comisión 
el desacuerdo correspondiente (máxime que las tarifas respecto de dichos servicios al público 
usuario ya han sido devengadas, lo que implicaría, en su caso, otorgar beneficio indebido a 
favor de Grupo Iusacell, Unefon y Total Play). 

A la Recurrente le causa un perjuicio la retroactividad de la Resolución Recurrida, no sólo 
porque se le podría privar de ingresos legítimamente obtenidos, sino porque, en su caso, 
habría que modificar sus finanzas y contabilidad hacia el pasado para acomodar, así como, 
en su caso, el correspondiente impacto en sus declaraciones fiscales. 

OCTAVO. La Resolución Recurrida contraviene el principio de congruencia procesal con 
motivo de la interpretación y aplicación de Principios derivados del Plan Técnico Fundamental 
de Interconexión e Interoperabilidad, contenido en el artículo 3, fracciones V y XVI, de la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo. 

La Comisión es incongruente al fundar la Resolución Recurrida en el Plan de Interconexión, el 
cual resulta inaplicable al caso concreto toda vez que, por una parte, su utilización implicaría 
la aplicación retroactiva del mismo y, por la otra, actualmente existe un amparo concedido 
a favor de la Recurrente en contra de la aplicación presente y futura del Plan. 

A lo largo de la Resolución Recurrida aplica los principios aplicables al Plan de Interconexión, 
no se hace más que evidenciar que contrario a lo manifestado por la propia autoridad, la 
misma de manera por demás contraria a derecho aplica cuestiones relativas al Plan de 
Interconexión, como lo son entre otras cuestiones los principios aplicables al mismo. 

En esta tesitura, queda de manifiesto la contradicción en la que incurre la Comisión en la 
medida que aplica, para su resolución, principios que se desprenden de normas generales 
del Plan de Interconexión, no obstante la existencia de un amparo en favor de la Recurrente, 
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cuyos efectos no se limitan al acto que se reclamó, sino a la imposibilidad de volvérsele a 
aplicar, tomando en cuenta que la inconstitucionalidad declarada se refiere al Plan en sí 
mismo; es decir, todo aquello que del mismo se desprenda, como son los Principios que invoca 
esa Comisión como parte de su indebida fundamentación, con motivo consecuente de una 
violación al principio de legalidad. 

NOVENO. En la elaboración del Modelo de Costos se violó la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo, pues no fue objeto del proceso de mejora regulatoria ni se publicó 
debidamente en el DOF, contraviniendo lo dispuesto en los artículos 69 y demás relativos de 
la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

El Modelo de Costos incumple con la obligación establecida por los artículos 4, 69-A y demás 
relativos de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, pues el acto jurídico consistente 
en la elaboración del modelo de costos que contiene la metodología para determinar las 
tarifas de interconexión no fue objeto del proceso de mejora regulatoria ni se publicó 
debidamente en el DOF. 

En efecto, de conformidad con el artículo 4 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, 
los actos administrativos consistentes en metodologías y criterios deben ser publicados en el 
DOF previa opinión de la Comisión Federal de Mejora Regulatoria (en adelante "Cofemer"). 

Es decir, todas las metodologías emitidas por una dependencia u órgano descentralizado de 
la Administración Pública Federal, deberán obtener un dictamen final de la Cofemer a efecto 
de que puedan ser publicadas en el DOF y, por lo tanto, puedan surtir sus efectos jurídicos. 

Ahora bien, si dicho Modelo de Costos no fue publicado en el DOF y, por lo tanto, no surte sus 
efectos jurídicos a particulares que esa Comisión lo utilice en la Resolución Recurrida implica 
una flagrante violación a la garantía de debida fundamentación y motivación prevista en los 
artículos 14 y 16 de nuestra Constitución en relación al artículo 3, fracción V de la Ley Federal 
del Procedimiento Administrativo. 

DÉCIMO. La Resolución Recurrida resulta ilegal, toda vez que la Comisión se encontraba 
impedida para determinar tarifas de interconexión en el presente desacuerdo, en virtud de 
que está infringiendo lo convenido en la cláusula de aplicación continua y vigencia. 

La Ley Federal de Telecomunicaciones permite que los concesionarios de redes públicas de 
telecomunicaciones convengan los términos y condiciones de interconexión entre sus redes 
de conformidad con lo establecido por el artículo 42 de la Ley Federal de 
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Telecomunicaciones, es necesario que existan condiciones no convenidas como un 
presupuesto esencial de procedencia para la intervención de la Comisión en la resolución del 
desacuerdo. 

Invoca las cláusulas 16.2 (Del convenio con Grupo Iusacell) 16.2 (Del convenio con Unefon) y 
16.2 (Del convenio con Total Play) de los convenios de interconexión celebrados entre las 
tercero perjudicadas y la Recurrente, y aduce que se debe advertir que en ejercicio de la 
autonomía de la voluntad, las partes pactaron que los convenios tendrían plena vigencia 
hasta en tanto suscribieran nuevos convenios de interconexión, situación que no ha 
acontecido y si se efectúa una interpretación literal de las citadas cláusulas impide a esa 
Comisión a intervenir en términos del artículo 42 de la Ley Federal de Telecomunicaciones en 
el desacuerdo. En este sentido, deviene ilegal por contrario al espíritu del artículo 42 de la 
multicitada Ley el que esa Comisión haya soslayado el argumento de la Recurrente en el 
sentido de que se veía material y jurídicamente imposibilitada para resolver el desacuerdo. 

DÉCIMO PRIMERO. La Resolución Recurrida resulta infundada, toda vez que la Comisión 
carece de facultades para ordenar la suscripción de un nuevo convenio de interconexión. 

Lo ordenado por esa autoridad en el resolutivo segundo de la Resolución Recurrida en 
relación con la obligación de celebrar un nuevo convenio de interconexión constituye una 
determinación infundada que vulnera el principio contractual de la autonomía de la 
voluntad, violando así lo dispuesto por el artículo 42 de la Ley Federal de Telecomunicaciones 
en relación con los requisitos establecidos en el artículo 3, fracción V de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo. 

De conformidad con la fracción X del artículo 9-A y la última parte del artículo 42 de la Ley 
Federal de Telecomunicaciones, la Comisión sólo puede resolver las condiciones que, en 
materia de interconexión de redes públicas de telecomunicaciones, no hayan podido 
convenirse entre los respectivos concesionarios. 

Asimismo, tal y como se expuso en los escritos de contestación a los desacuerdos interpuestos 
por LAS TERCERO PERJUDICADAS, la Ley Federal de Telecomunicaciones permite que las 
partes convengan las condiciones de interconexión entre sus respectivas redes públicas de 
telecomunicaciones. Es decir, las condiciones de interconexión están sujetas al principio 
contractual de la autonomía de la voluntad de las partes. 
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En el caso concreto, los términos y condiciones estipulados en los convenios de interconexión 
previamente celebrados entre las tercero perjudicadas y la Recurrente, a la fecha, se 
encuentran surtiendo plenos efectos de conformidad con lo establecido en las cláusulas 16.2 
APLICACIÓN CONTINUA, por lo que no resulta jurídicamente válido que la Comisión ordene la 
suscripción de un nuevo convenio de interconexión, decretando de manera implícita la 
terminación de esos otros convenios de interconexión previamente celebrados, pues, como 
se ha manifestado, carece de facultades para ello. 

La existencia de convenios de interconexión previos, que aún se encuentran vigentes y 
surtiendo plenos efectos jurídicos entre las partes, ratifica el criterio consistente en que la 
Comisión no está facultada para ordenar la suscripción de un nuevo convenio de 
interconexión, pues ello tendría como consecuencia directa la terminación de facto y/o la 
cesación de efectos de las condiciones de interconexión y demás obligaciones contractuales 
que sí fueron convenidas entre las partes, siendo el caso que la facultad de decretar dicha 
terminación es exclusiva de la autoridad jurisdiccional. 

DÉCIMO SEGUNDO. La Cofetel debe resolver debidamente la objeción de documentos 
hecha valer por la Recurrente en el inicio del procedimiento y tomarla en consideración al 
momento de valorar las pruebas ofrecidas por las partes. 

La Resolución Recurrida es violatoria de lo dispuesto por el artículo 203 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la materia administrativa, al no haber 
atendido debidamente la objeción de documentos hecha valer por la Recurrente en el curso 
del procedimiento, lo que tiene como consecuencia la violación a su vez de lo dispuesto por 
el artículo 3, fracción VII, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, en tanto que 
dicha resolución no se sujetó a las disposiciones relativas al procedimiento administrativo 
previstas en dicho ordenamiento legal. 

En efecto, la Recurrente en los escritos por virtud de los cuales compareció al desacuerdo de 
interconexión, objetó expresamente el alcance y valor probatorio (no así la autenticidad, lo 
que se aclara para los efectos legales conducentes) de todos y cada uno de los documentos 
exhibidos hasta entonces por las tercero perjudicadas. 

En relación con el particular, en la página 21 de la Resolución Recurrida el Pleno de la 
Comisión manifestó: "Respecto a la objeción de documentos manifestada por GTM, esta 
Comisión considera que si bien es cierto que de conformidad con el artículo 2o de la LFPA, el 
CFPC es aplicable de manera supletoria a dicho ordenamiento legal; en el caso concreto, el 
artículo 142 del CFP referido a la objeción de documentos dicha objeción no tiene 
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trascendencia, toda vez que la Comisión en la presente resolución se ha pronunciado 
respecto a las pruebas ofrecidas por las partes. Lo anterior en virtud de que la autoridad tiene 
el carácter de resolutora y el particular se encuentra en una situación de subordinación en 
relación con dicha autoridad. Por tanto, esta Comisión considera improcedentes las 
manifestaciones de GTM." 

Según se advierte de la transcripción anterior, la Comisión considera que la Recurrente se 
encuentra en una situación de subordinación en su relación con esta misma autoridad y que, 
por tal razón considera que carece de trascendencia la objeción de documentos formulada 
expresa y oportunamente en el procedimiento. Únicamente agrega la Comisión, al momento 
de desestimar por completo la objeción planteada, que la misma ya se ha pronunciado sobre 
las pruebas ofrecidas por la partes. 

El artículo 2 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo establece que ese mismo 
ordenamiento legal deberá ser suplido por las disposiciones del Código Federal de 
Procedimientos Civiles; de tal forma que la objeción de documentos a que se refieren los 
artículos 142, 203 y demás relativos del Código Federal de Procedimientos Civiles, constituye 
una disposición válidamente aplicable en el caso del procedimiento administrativo cuyo 
objeto es resolver los desacuerdos de interconexión iniciados con base en lo dispuesto por el 
artículo 42 de la Ley Federal de Telecomunicaciones. Por su parte, la manera de atender la 
objeción de documentos formulada dentro de un procedimiento administrativo, como es el 
caso, constituye a su vez una formalidad del procedimiento en tanto que debe ceñirse a los 
efectos que los dispositivos legales antes invocados atribuyen a dichos actos procesales. 

La objeción es un acto jurídico procesal, esto es, una expresión de voluntad que tiene por 
objeto manifestar que quien la produce no está dispuesto a someterse al contenido, alcance 
y valor probatorio del documento privado contra el cual se formula en un determinado 
procedimiento. 

En tales términos, la actitud de quien opone la objeción permite evitar que se entienda 
consentido el alcance y valor probatorio que la contraparte pretende dar a un instrumento 
privado determinado y, por ende, dicha conducta activa consigue que no se produzca en 
su contra el reconocimiento tácito del documento. De esta forma, el oferente de la 
documental objetada, para demostrar sus afirmaciones, debe acreditar el hecho específico 
con otros medios de prueba distintos y/o adicionales. 
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La Comisión, en observancia de las formalidades del procedimiento debió considerar la 
objeción formulada por la Recurrente al momento de pronunciarse sobre las pruebas 
ofrecidas por las partes, estableciendo razonadamente el impacto que dicha objeción 
produjo en el caso concreto, en relación con el valor probatorio de los documentos respecto 
de los cuales se formuló. 

DÉCIMO TERCERO. La Comisión carece de facultades para emitir determinaciones que 
afecten directa o indirectamente la existencia, validez, vigencia o exigibilidad de las 
condiciones de interconexión previamente convenidas entre la Recurrente y las tercero 
perjudicadas. 

Lo ordenado por esa autoridad en el resolutivo primero de la Resolución Recurrida en relación 
con el momento en el cual serán eficaces y exigibles las condiciones de interconexión por 
ésta establecidas, específicamente en lo relativo a las tarifas de interconexión entre la 
Recurrente y las tercero perjudicadas, es contrario a las condiciones de interconexión que 
esas mismas partes tienen convenidas entre sí, violando así lo dispuesto por el artículo 42 de la 
Ley Federal de Telecomunicaciones en relación con los requisitos establecidos en el artículo 
3, fracción de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

De conformidad con la fracción X del artículo 9-A y la última parte del artículo 42 de la Ley 
Federal de Telecomunicaciones, la Comisión sólo puede resolver las condiciones que, en 
materia de interconexión de redes públicas de telecomunicaciones, no hayan podido 
convenirse entre los respectivos concesionarios. De tal manera que si no existe desacuerdo, 
es decir, si los concesionarios han logrado pactar algunos de los términos que rigen la 
interconexión, éstos deben respetarse tanto por las partes involucradas, como por la propia 
Comisión, la que en este caso carece de facultades para revocar, modificar o en cualquier 
otra forma alterar esas condiciones que sí pudieron convenirse. 

En seguimiento de lo anterior, las resoluciones emitidas por la Comisión en relación con las 
condiciones de la interconexión que no pudieron convenirse en un caso determinado, en 
ningún modo pueden tener el efecto o alcance de privar, dejar sin efectos, dar por 
terminados o limitar los términos y condiciones que sí fueron convenidos entre determinados 
concesionarios. 

En la especie, la Recurrente y las tercero perjudicadas tienen celebrado a la presente fecha 
convenios de interconexión en el cual pactaron válidamente diversas condiciones de 
interconexión, las cuales, a la fecha, se encuentran surtiendo plenos efectos en razón de la 
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cláusula de aplicación continua contenida en dicho convenio (cláusula 15.2. y 16.2 del 
convenio de interconexión). 

Una de esas condiciones sí convenidas entre las partes, respecto de las cuales la Comisión se 
encuentra impedida para pronunciarse por no ser materia del desacuerdo, es decir, por 
carecer de facultades legales para hacerlo, se deduce de lo establecido en la diversa 
cláusula 4.1.2 de los mencionados convenios de interconexión. 

Por lo anterior, queda claro que lo ordenado por la Comisión en relación al momento en el 
cual serán eficaces y exigibles las nuevas tarifas establecidas en la Resolución Recurrida, si 
bien es cierto que en términos generales se encuentra apoyado en lo establecido por el 
artículo 9 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, no menos cierto es que dicha 
determinación es infundada en el caso particular, pues resulta contraria a lo convenido entre 
las partes directamente involucradas, ya que éstas acordaron expresamente que las nuevas 
tarifas que en su caso se establezcan, para ser aplicadas y/o pagadas entre sí, deberán 
contenerse en una "resolución administrativa o judicial”, circunstancia que no acontece en el 
caso de la Resolución Recurrida, pues a la fecha existen diversos recursos ordinarios y medios 
de defensa que las partes se encuentran en aptitudes de agotar, tal y como es el caso del 
recurso de revisión que en el presente escrito se promueve. 

DÉCIMO CUARTO. En la Resolución Impugnada se omite debidamente resolver el 
planteamiento relacionado con la determinación de la tarifa de terminación en la red local 
fija de Unefon y Total Play. 

La Comisión, al emitir la Resolución impugnada no tomó en consideración en su totalidad los 
puntos no convenidos entre Unefon y Total Play, lo cual viola los principios de congruencia y 
exhaustividad de las sentencias, los cuales ordenan que las autoridades administrativas a 
abordar el estudio de todos y cada uno de los puntos planteados por las partes en la 
controversia, de ahí que el artículo 3, fracción XVI, de la LFPA exige expresamente, para la 
validez del acto administrativo, que el mismo sea emitido decidiendo expresamente todos los 
puntos propuestos por las partes o establecidos en la ley. 

Ahora bien, como se desprende de los propios documentos exhibidos para acreditar el inicio 
de las negociaciones, así como de los escritos con el que se dio inicio a los desacuerdos, 
ambos presentados por Unefon y Total Play, además de lo manifestado por mi representada, 
no existe duda que la tarifa de terminación fija en la red local de Unefon y Total Play constituye 
propiamente una de las condiciones no convenidas entre las partes y, por lo tanto 
efectivamente forma parte de la litis en el desacuerdo, por lo cual la Cofetel debió estudiar y 
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resolver el tema en cuestión, ya que constituye materia del desacuerdo de interconexión en 
el que se actúa al ser claramente parte de la litis, al haber sido planteado por la Recurrente 
en el procedimiento y por encontrar sustento en el artículo 42 de la LFT. 

Derivado de lo anterior, la Recurrente solicita se declare la nulidad de la Resolución Recurrida. 

NOVENO.- Que para acreditar la procedencia de los argumentos referidos en el considerando 
precedente, la Recurrente ofreció como pruebas las siguientes: 

1) LAS DOCUMENTALES PÚBLICAS, consistentes en las escrituras mediante las cuales se acredita 
la personalidad del apoderado de la persona moral recurrente, que acompañó como Anexos 
1; 

2) DOCUMENTALES PÚBLICAS, consistentes en copia: i) del citatorio de fecha 2 de julio de 2012 
por virtud del se solicita a la Recurrente se sirva esperar el día 3 de julio de 2012 al Notificador 
correspondiente de la Comisión a efecto de notificar la Resolución P/200612/289, ii) del 
instructivo de notificación de fecha 3 de julio de 2012 por virtud del cual se notifica a la 
Recurrente la resolución P/200612/289 emitida por el Pleno de la Comisión Federal de 
Telecomunicaciones, iii) de la resolución P/200612/289 de fecha 20 de junio de 2012, mediante 
la cual el Pleno de la Comisión Federal de Telecomunicaciones determina las condiciones de 
interconexión no convenidas entre Grupo Iusacell, Unefon y Total Play con la Recurrente, que 
acompañó como Anexos 2, 3 y 4; 

3) DOCUMENTALES PÚBLICAS, consistentes en copia simple i) del voto particular del 
Comisionado Alexis Milo Caraza, emitido mediante oficio "CFT/D01/OCB/0730/2011", de fecha 
13 de julio de 2011, que acompañó como Anexo 5; 

4) EL EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO, que contiene toda la información relacionada con el 
procedimiento que dio lugar a la emisión de la Resolución Recurrida, incluidas todas las 
documentales tanto públicas como privadas que obren en el mismo. 

5) LA PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA, ASÍ COMO LA INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES, en 
todo aquello que beneficie a los intereses de la Recurrente. 

La totalidad de las probanzas referidas fueron admitidas por Acuerdo de fecha diez de agosto 
de dos mil doce, por lo que sin perjuicio de las referencias que se realicen a las probanzas 
referidas, al analizar los argumentos de la Recurrente, se entra al análisis y valoración de las 
pruebas admitidas y desahogadas en los siguientes términos: 
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Documentales 

Anexo 1: En relación con la documental pública consistente en la copia certificada de la 
escritura número 150,927 de fecha 19 de mayo de 2011, pasada ante la fe del licenciado 
Cecilio González Márquez, Notario Público número 151 del Distrito Federal, se concede a la 
misma pleno valor probatorio en términos de lo dispuesto en los artículos 79, 93 fracción II, 129, 
197 y 202 del Código Federal de Procedimientos Civiles (en lo sucesivo, CFPC), y con la misma 
se tiene por acreditada la personalidad del representante legal de Grupo de 
Telecomunicaciones Mexicanas, S.A. de C.V. 

Anexo 2: En relación con la copia de los siguientes documentos i) del citatorio de fecha 2 de 
julio de 2012 por virtud del se solicita a la Recurrente se sirva esperar el día 3 de julio de 2012 
al Notificador correspondiente de la Comisión a efecto de notificar la Resolución 
P/200612/289, ii) del instructivo de notificación de fecha 3 de julio de 2012 por virtud del cual 
se notifica a la Recurrente la resolución P/200612/289 emitida por el Pleno de la Comisión 
Federal de Telecomunicaciones, iii) de la resolución P/200612/289 de fecha 20 de junio de 
2012, mediante la cual el Pleno de la Comisión Federal de Telecomunicaciones determina las 
condiciones de interconexión no convenidas entre Grupo Iusacell, Unefon y Total Play con la 
Recurrente, las mismas se valoran en términos de los dispuesto en el artículo 217 del CFPC, de 
aplicación supletoria a la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

A respecto son aplicables las tesis jurisprudenciales emitidas por nuestros tribunales federales, 
que se citan a continuación: 

COPIAS FOTOSTÁTICAS SIN CERTIFICAR SU VALOR PROBATORIO QUEDA AL PRUDENTE ARBITRIO 
JUDICIAL COMO INDICIO. La jurisprudencia publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
1917-1988, Segunda Parte, Volumen II, página 916, número 533, con el rubro: "COPIAS 
FOTOSTÁTICAS. SU VALOR PROBATORIO.", establece que conforme a lo previsto por el artículo 217 
del Código Federal de Procedimientos Civiles, el valor de las fotografías de documentos o de 
cualesquiera otras aportadas por los descubrimientos de la ciencia, cuando carecen de 
certificación, queda al prudente arbitrio judicial como indicio. La correcta interpretación y el 
alcance que debe darse a este criterio jurisprudencial no es el de que las copias fotostáticas sin 
certificar carecen de valor probatorio, sino que debe considerarse que dichas copias constituyen 
un medio de prueba reconocido por la ley cuyo valor queda al prudente arbitrio del juzgador 
como indicio. Por tanto, no resulta apegado a derecho negar todo valor probatorio a las 
fotostáticas de referencia por el solo hecho de carecer de certificación, sino que, 
considerándolas como indicio, debe atenderse a los hechos que con ellas se pretende probar y 
a los demás elementos probatorios que obren en autos, a fin de establecer como resultado de 
una valuación integral y relacionada de todas las pruebas, el verdadero alcance probatorio que 
debe otorgárseles. Amparo en revisión 1066/95. Mario Hernández Garduño. 19 de enero de 1996. 
Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Maria Estela Ferrer Mac Gregor Poisot. 
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Amparo en revisión 602/97. Amador Salceda Rodriguez. 20 de junio de 1997. Unanimidad de 
cuatro votos. Ausente: Guillermo l. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. 
Secretario: Felipe Alfredo Fuentes Barrera. Amparo en revisión 2645/97. Autobuses México, Toluca, 
Zinacantepec y Ramales, S.A. de C.V. 20 de marzo de 1998. Cinco votos. Ponente: Genaro David 
Góngora Pimentel. Secretaria: Fortunata F. Silva Vásquez. Amparo en revisión 874/98. Antonio 
Castro Vázquez. 28 de agosto de 1998. Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: 
Alejandro Sánchez López. Amparo en revisión 143/99. Derivados de Gasa, S.A. de C.V. II de febrero 
del año 2000. Cinco votos. Ponente: José Vicente Aguinaco Alemán. Secretario: Ernmanuel G. 
Rosales Guerrero. Tesis de jurisprudencia 32/2000. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del veinticuatro de marzo del año dos mil. 

COPIAS FOTOSTATICAS. HACEN PRUEBA PLENA CONTRA SU OFERENTE. No es válido negar el 
carácter de prueba a las copias fotostáticas simples de documentos, puesto que no debe pasar 
inadvertido que conforme a diversas legislaciones, tales instrumentos admiten ser considerados 
como medios de convicción. Así el Código Federal de Procedimientos Civiles previene, en su 
artículo 93, que: "La ley reconoce como medios de prueba: ... VII. Las fotografías, escritos y notas 
taquigráficas y, en general, todos aquellos elementos aportados por los descubrimientos de la 
ciencia ... " El artículo 278 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal establece 
a su vez que para conocer la verdad sobre los puntos controvertidos, el juzgador puede valerse, 
entre otros elementos probatorios, " ... de cualquier cosa ... " Dentro de estas disposiciones es 
admisible considerar comprendidas a las copias fotostáticas simples de documentos, cuya fuerza 
probatoria mayor o menor, dependerá del caso concreto y de las circunstancias especiales en 
que aparezcan aportadas al juicio. De este modo, la copia fotostática simple de un documento 
hace prueba plena en contra de su oferente, porque cabe considerar que la aportación de tal 
probanza al juicio lleva implícita la afirmación de que esa copia coincide plenamente con su 
original. Esto es así porque las partes aportan pruebas con el objeto de que el juzgador verifique 
las afirmaciones producidas por aquéllas en los escritos que fijan la litis; por tanto, si se aporta 
determinado medio de convicción, es porque el oferente lo considera adecuado para servir de 
instrumento de verificación a sus afirmaciones. No es concebible que el oferente presente una 
prueba para demostrar la veracidad de sus asertos y que, al mismo tiempo, sostenga que tal 
elemento de convicción, por falso o inauténtico, carece de confiabilidad para acreditar sus 
aseveraciones. En cambio la propia copia fotostática simple no tendría plena eficacia probatoria 
respecto a la contraparte del oferente, porque contra ésta ya no operaría la misma razón y habría 
que tener en cuenta, además, que ni siquiera tendría la fuerza probatoria que producen los 
documentos simples, por carecer de uno de los elementos constitutivos de éstos, como es la firma 
autógrafa de quien lo suscribe y, en este caso, la mayor o menor convicción que produciría, 
dependería de la fuerza probatoria que proporcionaran otras probanzas que se relacionaran con 
su autenticidad. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo 
en revisión 44/88. Elodia Rodríguez Jiménez. 4 de febrero de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: 
Mauro Miguel Reyes Zapata. Secretario: 1. Refugio Ortega Marín. Amparo directo 649/88. Vicenta 
Chávez viuda de Alemán. 17 de marzo de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo 
González. Secretario: Ricardo Romero Vázquez. Amparo en revisión 1904/95. Pedro Bernal Adame. 
26 de octubre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Mauro Miguel Reyes Zapata. Secretario: 
Eliseo Puga Cervantes. Amparo directo 5484/95. Luz María Campos Gerber. 9 de noviembre de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: Gilda Rincón Orta. Secretario: Daniel Horacio Escudero 
Contreras. Amparo directo 5814/95. Seguros América, S.A., hoy Seguros Comercial América, S.A. 
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de C.V. 9 de noviembre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo González. 
Secretario: Carlos Arteaga Álvarez. 

No obstante lo manifestado, debe considerarse que en el numeral IV del capítulo de 
ofrecimiento de pruebas del escrito por el que se interpuso el recurso que se resuelve en este 
acto  se ofreció como prueba el expediente administrativo en que se dictó la Resolución 
Recurrida, probanza que fue admitida, teniéndose a la vista el referido expediente al 
momento de dictar esta resolución, se analizan las copias referidas, y dado que las mismas 
coinciden con el original que obra en el referido expediente,  se concede valor probatorio a 
las probanzas referidas, y con la mismas se tiene por acreditado que la Recurrente recibió el 
citatorio de referencia por virtud del cual se solicita a la Recurrente se sirvan esperar el día 3 
de julio de dos mil doce al Notificador correspondiente de la Comisión a efecto de notificar 
la Resolución P/200612/289; se tiene por acreditado que la Recurrente recibió el instructivo de 
fecha tres de julio de dos mil doce, por virtud del cual se le notificó a la Recurrente la resolución 
P/200612/289 emitida por el Pleno de la Comisión Federal de Telecomunicaciones; y por 
acreditada la Resolución Recurrida, P/200612/289, emitida por el Pleno de la Comisión Federal 
de Telecomunicaciones. 

Anexo 3: En relación con el documento consistente en la copia simple del oficio 
CFT/D01/OCB/0730/2011 de fecha 13 de julio de 2011, y toda vez que dicha documental obra 
en autos de este Instituto, lo cual obedece a un hecho notorio, la misma se valoran en términos 
de los dispuesto en el artículo 202 del CFPC, de aplicación supletoria a la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo, señalándose que la misma no tiene el alcance probatorio que 
el oferente pretende otorgarle, en virtud de que se trata de un voto particular que en nada 
cambiaría el sentido de la resolución, ya que solo reflejan la postura de un comisionado, 
siendo que las determinaciones de la entonces Comisión se llevan a cabo de manera 
colegiada y por mayoría de votos. 

Otras pruebas 

En relación con el expediente administrativo integrado para la emisión de la Resolución 
Recurrida, que fue admitido como prueba, en este acto se tiene a la vista para la emisión de 
la presente resolución, se concede al mismo pleno valor probatorio en términos de lo dispuesto 
en los artículos 79, 93 fracción II, 129, 197 y 202 del CFPC, y con el mismo se tiene por 
acreditado todo lo actuado en el expediente que concluyó con la Resolución Recurrida, el 
contenido de ésta, así como las notificaciones practicadas a la Recurrente y las Tercero 
perjudicadas. 
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En relación con las pruebas presuncional e instrumental de actuaciones, se procede a su 
valoración en términos de los artículos 79, 93 fracción VIII, 190, 197, y 218 del CFPC, y atento al 
análisis y valoración realizada a todas y cada una de las pruebas que preceden, en nada 
benefician a los intereses de la oferente ya que no aportan elementos, ni siquiera indiciarios, 
que cambien o permitan cambiar la determinación adoptada en esta resolución. 

DÉCIMO.- En cumplimiento del artículo 92 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, 
se entra al estudio en particular de cada uno de los argumentos que a manera de agravios 
hizo valer la Recurrente en los siguientes términos: 

I. En relación con los argumentos hechos valer por la Recurrente en el capítulo de 
CONSIDERACIONES PRELIMINARES, tenemos que la primera consideración relativa a 
la competencia del entonces Pleno de la Comisión para resolver el recurso de 
revisión, es infundado e inoperante, ya que a la fecha, como se ha establecido en 
los considerandos Primero a Cuarto de esta resolución, el Pleno del Instituto es el 
competente para dictar la presente resolución. 

II. Respecto de la segunda consideración preliminar, denominada POLÍTICA PÚBLICA, 
y los cinco incisos que la integran, los argumentos de la Recurrente son infundados 
e inoperantes como se expondrá en el análisis de los agravios correspondientes. 

En relación al argumento en el sentido de que la buena práctica internacional recomienda 
un programa de disminución de cargos que sea predecible e incentive ajustes graduales en 
las estrategias comerciales, se señala que de conformidad con lo determinado por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación (en los sucesivo, la “SCJN”), en el Amparo en Revisión 
426/2010, el Estado ejerce su rectoría en materia de telecomunicaciones a través del órgano 
regulador creado para el efecto, al que se dotó de un amplio margen de facultades 
discrecionales para determinar las condiciones que, en materia de interconexión, no hayan 
podido convenirse entre los concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones. 

La propia SCJN razona que es dentro del ejercicio de sus facultades discrecionales que la 
autoridad puede determinar un ajuste gradual de la tarifa de interconexión, para lo cual 
deberá motivar razonablemente su decisión, justificando la necesidad de realizar dicho ajuste. 

En tal virtud, el establecimiento de un ajuste gradual en la resolución reclamada correspondía 
enteramente a una decisión de política regulatoria que entra dentro del ámbito de facultades 
discrecionales del órgano regulador, y en su momento la extinta Comisión optó por establecer 
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cargos de interconexión basados en costos, favoreciendo con ello una política de promoción 
de la competencia y reducción de los precios al usuario final. 

Por lo que hace al argumento que va en el sentido de que el modelo aprobado por la 
Comisión no presenta el detalle suficiente para permitir su discusión técnica, se señala que 
dicha afirmación carece de fundamento, toda vez que las partes tuvieron acceso al archivo 
de hoja de cálculo, en donde son plenamente visibles los algoritmos y procedimientos de 
cálculo que fueron empleados en el modelo, y que además ha permitido a la recurrente 
formular diversos agravios. 

En lo que respecta al argumento de que la realidad del mercado mexicano justifica la 
aprobación de una tarifa asimétrica, de nueva cuenta se señala que es dentro del ejercicio 
de las facultades discrecionales que la autoridad puede determinar una tarifa de 
interconexión asimétrica, para lo cual deberá motivar razonablemente su decisión. 

En tal virtud, el establecimiento de una tarifa asimétrica correspondía enteramente a una 
decisión de política regulatoria que entra dentro del ámbito de facultades discrecionales del 
órgano regulador, y en su momento la extinta Comisión optó por establecer cargos de 
interconexión simétricos, favoreciendo con ello una política que incentivara la eficiencia en 
la prestación de los servicios, por lo que no existía ninguna obligación por parte de la extinta 
Comisión de determinar una tarifa asimétrica. 

Finalmente respecto de lo señalado en el sentido de que el modelo de costos debería incluir 
información real de las empresas, se comenta que dicho modelo es una herramienta de 
política regulatoria utilizada por el órgano regulador, y que en su momento se consideró que 
utilizar costos reales de los operadores no otorga los suficientes incentivos en materia de 
eficiencia, ello sin considerar la complejidad en recabar información fiable de los costos reales 
de los operadores. 

En relación al tipo de cambio se explica en la propia resolución que se utilizó la mejor 
información disponible al momento de tomar la decisión, la cual correspondió al promedio 
anual del tipo de cambio fix publicado por el Banco de México del 1° de enero al15 de marzo 
de 2011 y una proyección lineal del mismo del 16 de marzo al 31 de diciembre de 2011, de 
acuerdo a la expectativa de los especialistas del sector privado, correspondiente a la 
Encuesta sobre las expectativas de los especialistas en economía del sector privado: febrero 
2011 de Banco de México. 
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En relación con el capítulo denominado AGRAVIOS, respecto de la primera parte 
denominada AGRAVIOS RELACIONADOS CON EL MODELO DE COSTOS RESPECTO DEL 
RESOLUTIVO TERCERO, se entra a su estudio en los siguientes términos: 

III. Lo manifestado por la Recurrente en el agravio PRIMERO es infundado, ya que la 
Resolución Recurrida se encuentra debidamente fundada y motivada, respetando 
lo dispuesto en el artículo 3, fracción V de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo. 

Al respecto, esta Autoridad revisora considera que los argumentos de la Recurrente resultan 
improcedentes, en virtud de las siguientes consideraciones que se contestan en forma 
correlativa a los argumentos de la Recurrente. 

1) Al respecto, se considera que no le asiste la razón a la Recurrente ya que de la 
propia Resolución recurrida de fojas 22 a 49, se desprende que se señalaron los 
motivos, razones y causas de por qué se utiliza un Modelo de Costos, así como 
porque se consideró utilizar la metodología de costos incrementales. 

De lo anterior se desprende que la extinta Comisión en la Resolución impugnada 
estableció que al amparo de la Regla Novena Transitoria de las RdSL, era posible 
determinar la tarifa de interconexión aplicable a partir del 1° de enero de 2011, que no 
pudieron convenir las partes, debía considerar los costos incrementales de largo plazo más 
los costos comunes utilizando una metodología que esté reconocida internacionalmente. 

En este sentido, la extinta Comisión previó que en cumplimiento a lo establecido en el 
artículo 7 de la LFT, consideró que la manera más eficiente económicamente de 
determinar las tarifas de interconexión, lo constituye la aplicación de un Modelo de Costos 
Incrementales Totales de Largo Plazo (en lo sucesivo, el “Modelo CITLP”), 

Asimismo, la extinta Comisión motivó debidamente la Resolución recurrida al señalar que 
la aplicación del Modelo CITLP para la determinación de tarifas de interconexión permite 
a la empresa recuperar no sólo los costos variables y fijos atribuibles al servicio de 
interconexión sino también las inversiones requeridas para la prestación de este servicio. 
Adicionalmente, el CITLP incluye un margen para recuperar parte de los costos comunes 
a los demás de servicios prestados por la organización que no pueden ser atribuidos de 
manera causal al servicio de interconexión. 
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De igual forma, la extinta Comisión expuso que el CITLP es una metodología reconocida a 
nivel internacional para el cálculo de tarifas de interconexión y ha sido adoptada por la 
mayoría de los órganos reguladores. Las tarifas que resultan de esta metodología se 
consideran adecuadas ya que permiten a la empresa la recuperación eficiente de sus 
costos y al mismo tiempo envían las señales correctas al mercado en relación a la 
utilización de los recursos e inversiones necesarias para la provisión del servicio. 

Entre las ventajas de este enfoque se encuentran: 

• El CITLP permite que los operadores recuperen sólo aquellos costos que son 
causados por el servicio de interconexión en cuestión. 

• Bajo este enfoque de largo plazo, todos los costos son variables, aun los costos de 
capital, lo que permite su asignación a diferentes servicios o productos. 

• Bajo el enfoque del CITLP, se promueve una sana competencia entre los diferentes 
operadores de servicios de telecomunicaciones, uno de los objetivos de la LFT. 

En consecuencia la Comisión fundó y motivó debidamente la Resolución recurrida en 
cuanto a utilizar el Modelo CITLP. 

2) En lo que respecta a que la Comisión fue omisa en llevar a cabo la diversidad de estudios 
económicos y financieros a fin de determinar los diversos elementos que integran dicho 
modelo, a efecto de poder arribar a la determinación de tarifas que se adecuen a la 
industria especifica de que se trate, se considera que no le asiste la razón a la Recurrente, 
ya que en la propia Resolución recurrida establece los elementos que integran el Modelo 
de Costos de terminación fija, utilizado por la extinta Comisión para determinar la tarifa de 
interconexión, como se desprende de la misma Resolución puesto que de foja 22 a foja 49 
se realiza una descripción detallada del modelo de costos, mismo que en apego al 
principio de economía procesal a que se debe sujetar el procedimiento administrativo se 
tiene aquí por reproducido como si a la letra se insertarse. 

Por lo que resulta infundado el argumento de la Recurrente, toda vez que como ya quedó 
demostrado, la Comisión detalló todos los elementos que integran el modelo de costos en 
la Resolución recurrida. 

3) El argumento de la Recurrente resulta inoperante ya que sólo señala que la Comisión 
confunde los costos directos e indirectos de una empresa al pretender aplicar el modelo 
de costos y que resulta desapegado de la realidad de la industria de las 
telecomunicaciones. Sin embargo, la Recurrente no explica en qué consiste dicha 
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confusión, ni las razones por las cuales le causa afectación la supuesta confusión de los 
costos directos e indirectos. De ahí que se considere que el argumento de la Recurrente 
deviene de inoperante dado que no combate en qué le afecta la Resolución recurrida 
de manera específica, ya que sólo describe meras suposiciones aunado a que no 
demuestra y ni siquiera explica cuál es la supuesta confusión de la Comisión. 

4) La Recurrente menciona que carece de todo sustento jurídico los razonamientos de la 
Comisión para sustentar que las tarifas por encima de los costos en que se incurre por la 
prestación del servicio de terminación de llamadas en las redes locales de la Recurrente, 
inhibe la sana competencia entre los operadores y no promueve un desarrollo eficiente 
de las telecomunicaciones. Al respecto, el argumento de la Recurrente es infundado, toda 
vez que las consideraciones de la extinta Comisión establecidas en la Resolución recurrida 
estuvieron debidamente fundadas y motivadas, como se desprende a fojas 22 a 23 de la 
Resolución recurrida, que prevén lo siguiente: 

“Con la finalidad de determinar la tarifa de interconexión por servicios de terminación fija de las 
redes de los Solicitantes, esta Comisión considera que a fin ejercer las facultades conferidas 
específicamente en los artículos 7 fracción II, 9-A fracción X y 42 de la LFT en el sentido de promover 
y vigilar la eficiente interconexión entre las redes públicas de telecomunicaciones y resolver las 
condiciones que en materia de interconexión no hayan podido convenirse entre los 
concesionarios, se debe de estar a lo indicado por la Regla Novena Transitoria de las RdSL, la cual 
es del tenor siguiente: 

“[…] 

‘NOVENA. En caso de que las partes no logren acordar dentro del término establecido por la Ley 
las condiciones de interconexión entre sus redes, incluyendo aquellas relativas a las tarifas por las 
diferentes funciones de interconexión que han sido establecidas por las presentes Reglas, la 
Comisión resolverá las condiciones que no hayan podido convenirse. 

En tal caso y tratándose de tarifas por llevar a cabo la función de terminación conmutada entre 
redes autorizadas para prestar el servicio local fijo, la Comisión resolverá, después de analizar las 
posiciones y elementos aportados por las partes, sobre el establecimiento de tarifas que permitan 
recuperar el costo incremental promedio de largo plazo y los costos comunes atribuibles a dicha 
función que se determinen utilizando bases internacionalmente reconocidas, de tal forma que se 
promueva una sana competencia entre los prestadores del servicio local, a efecto de que éste se 
preste con mejores precios, diversidad y calidad en beneficio de los usuarios.’ 

Para lo cual, es necesario que la Comisión considere utilizar en el cálculo de las tarifas de 
interconexión el resultado de obtener la evaluación de los costos de terminación de las redes del 
servicio local fijo a través de un modelo de costeo. 
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Al respecto, esta Comisión considera que en un principio las redes de telecomunicaciones estaban 
principalmente destinadas a ofrecer servicios de voz por lo que se diseñaron tomando en cuenta 
el establecimiento de conexiones (canales) bajo ciertas características. Sin embargo, el avance 
tecnológico ha permitido cambiar las características de los equipos de transmisión y de 
conmutación, lo que ha llevado a que las empresas puedan ofrecer nuevos servicios como son la 
transmisión de datos, de audio, de video, de videoconferencias, entre otros. 

Cabe mencionar que los servicios de telecomunicaciones constituyen uno de los instrumentos más 
estratégicos de una sociedad moderna, derivado que se han constituido como un servicio 
esencial para la mejora de la eficiencia y productividad económica y un elemento cada vez más 
presente en la actividad diaria de las personas a nivel laboral, social y educativo. 

El auge en el servicio de Internet y del servicio móvil, han modificado los hábitos y el 
comportamiento de comunicarse y relacionarse entre los consumidores, como es el caso del 
aumento de compra de bienes y servicios de manera electrónica (online). Asimismo se ha 
·facilitado una mayor eficiencia de los procesos productivos, aspecto, este último, básico para 
competir en un mundo globalizado. 

En este sentido, los concesionarios buscan implementar la infraestructura necesaria que le permita 
satisfacer las necesidades y características de los servicios de telecomunicaciones demandados 
por los usuarios y su potencial de nuevos servicios mediante el despliegue de redes de nueva 
generación y el desarrollo de servicios innovadores. Estas nuevas redes y servicios se soportan con 
el Protocolo de Internet (IP, por sus siglas en ingles), tecnología de conmutación de paquetes que 
está reemplazando a la técnica de conmutación de circuitos, implementada en la mayor parte 
de las redes hasta hace algunos años. 

Aunque en el pasado los procesos de renovación de las redes han sido lentos, el actual entorno 
competitivo acelera el fenómeno de la evolución hacia IP. Esto es en gran parte, porque la 
tecnología se ha ido adaptando, en mayor medida, a las necesidades de los usuarios, además de 
que en el mediano plazo permite menores costos operativos y unas inversiones en capital 
razonables, derivado principalmente a que los proveedores de equipos al vender los mismos, a un 
mayor número de empresas que utilizan dicha tecnología, permite ofrecer los mismos a precios 
más accesibles. 

Una de las características que se observan con la evolución del mercado del servicio de datos, es 
la creciente demanda por contar con un acceso que les permita conectarse a la red de datos a 
mayores velocidades lo que implica mayor capacidad de transmisión de las redes. 

De lo anterior, se desprende que las consideraciones de la Comisión respecto a que las 
tarifas de interconexión por encima de costos constituyen una barrera de entrada a nuevas 
empresas como consecuencia del alto precio de interconexión, están debidamente 
fundadas y motivadas, ya que contrario a lo que señala la Recurrente el hecho de que las 
tarifas de interconexión están basadas en costos constituye una política que es neutral para 
el desarrollo de la competencia, en la medida que no se distorsiona el crecimiento eficiente 
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del sector, ya que todos los participantes del mercado acceden a un elemento básico 
como lo es la interconexión, sin que ninguno obtenga ventajas extraordinarias en la 
prestación de dicho servicio. 

5) El argumento de la Recurrente resulta infundado, toda vez que la tarifa de interconexión 
es un insumo que se requiere dentro de la estructura de precios al usuario final de los 
servicios de telecomunicaciones, por lo cual una reducción en la tarifa de interconexión 
repercutirá evidentemente en una disminución de los precios finales al público en general. 

La extinta Comisión en la Resolución impugnada estableció que al amparo de la Regla 
Novena Transitoria de las RdSL, a efecto de determinar la tarifa de interconexión aplicable 
a partir del 1° de noviembre de 2011, que no pudieron convenir las partes, debía considerar 
los costos incrementales de largo plazo más los costos comunes utilizando una 
metodología que esté reconocida internacionalmente. 

En este sentido, la extinta Comisión previó que en cumplimiento a lo establecido en el 
artículo 7 de la LFT, consideró que la manera más eficiente económicamente de 
determinar las tarifas de interconexión, lo constituye la aplicación de un Modelo de Costos 
Incrementales Totales de Largo Plazo (en lo sucesivo, el “Modelo CITLP”), 

Asimismo, la extinta Comisión motivó debidamente la Resolución recurrida al señalar que 
la aplicación del Modelo CITLP para la determinación de tarifas de interconexión permite 
a la empresa recuperar no sólo los costos variables y fijos atribuibles al servicio de 
interconexión sino también las inversiones requeridas para la prestación de este servicio. 
Adicionalmente, el CITLP incluye un margen para recuperar parte de los costos comunes 
a los demás de servicios prestados por la organización que no pueden ser atribuidos de 
manera causal al servicio de interconexión. 

De igual forma, la extinta Comisión expuso que el CITLP es una metodología reconocida a 
nivel internacional para el cálculo de tarifas de interconexión y ha sido adoptada por la 
mayoría de los órganos reguladores. Las tarifas que resultan de esta metodología se 
consideran adecuadas ya que permiten a la empresa la recuperación eficiente de sus 
costos y al mismo tiempo envían las señales correctas al mercado en relación a la utilización 
de los recursos e inversiones necesarias para la provisión del servicio. 
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Entre las ventajas de este enfoque se encuentran: 

• El CITLP permite que los operadores recuperen sólo aquellos costos que son 
causados por el servicio de interconexión en cuestión. 

• Bajo este enfoque de largo plazo, todos los costos son variables, aun los costos de 
capital, lo que permite su asignación a diferentes servicios o productos. 

• Bajo el enfoque del CITLP, se promueve una sana competencia entre los diferentes 
operadores de servicios de telecomunicaciones, uno de los objetivos de la LFT. 

En consecuencia la Comisión fundó y motivó debidamente la Resolución recurrida en 
cuanto a utilizar el Modelo CITLP. 

6) En lo que respecta a lo señalado por la Recurrente en el sentido se consideró a un 
operador eficiente representativo, es decir, que el modelo no tiene fundamento en los 
costos de la Recurrente, sino en lo que incurre dicho operador “ficticio” por lo que no 
guarda proporción alguna con las características de los operadores existentes en el 
mercado mexicano, se considera que es improcedente el argumento de la Recurrente 
debido a que la propia SCJN señaló que la Comisión (ahora instituto Federal de 
Telecomunicaciones) es el órgano regulador creado por el Estado Mexicano con ciertas 
características que por su naturaleza y por sus funciones goza de un amplio margen de 
discrecionalidad en el ejercicio de sus facultades sin que por ello pueda ejercerlas de 
manera arbitraria, sino que debe fundar y motivar razonablemente sus decisiones pues su 
actuación está sujeta a los requisitos previstos en el artículo 16 constitucional. 

En tal virtud y en el ámbito de sus facultades discrecionales estaba plenamente facultada 
para utilizar un operador eficiente; para lo cual únicamente debía fundar y motivar 
debidamente su decisión. De este modo, la Resolución recurrida establece la debida 
motivación para que se considere a un operador eficiente o representativo, como se 
desprende de foja 35 de la Resolución recurrida: 

“Con base en lo anterior, el Modelo la Autoridad considera que la escala eficiente es aquella que 
tiene la red principal de telecomunicaciones de telefonía fija en el país. 

La presente resolución utiliza, para la determinación de la tarifa de interconexión, un modelo de 
costos ascendentes o ingenieriles (Bottom-Up), el cual se desarrolla con información de 
parámetros técnicos que son utilizados por los ingenieros en la construcción de las redes de 
telecomunicaciones para la prestación de los servicios demandados por los usuarios. 

El Modelo calcula los costos sensibles al tráfico (en lo sucesivo, "CST"), entendiéndose como 
aquellos que varían con el nivel de la actividad que los genera. Por ejemplo, el número de 
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elementos de red necesarios para la conmutación de tráfico de voz y datos depende del 
volumen de uso en esa red. En la medida que aumenta el tráfico, es necesaria más capacidad 
de conmutación que debe ser instalada.” 

En este sentido, de considerar el argumento de la Recurrente en cuanto a considerar sus 
propios costos, daría lugar a prácticas que reducirían la transparencia en lo que respecta 
a los costos y precios de cada uno de los operadores que se encuentran en el mercado, 
se incrementa el riesgo y la complejidad en asegurar que se apliquen principios idénticos 
y consistentes en el caso de que la metodología se aplicara a modelos individuales para 
cada operador fijo, se incrementa y dificulta cumplir con el principio de eficiencia, razón 
por la cual considerando las mejores prácticas internacionales, se modela un operador 
representativo, donde las referencias internacionales muestran que para determinar el 
valor de las tarifas de interconexión se hace con base en un operador representativo y no 
con base en costear la red de cada uno de los operadores que participan en el mercado. 

Cabe señalar que un creciente número de países están adoptando modelos de costos 
tipo Bottom-Up.1 Entre los países que ya utilizan este tipo de modelos se encuentran Corea, 
Israel, Australia, Nueva Zelanda, EE.UU., Colombia, Perú, Ecuador, Chile, Francia, Holanda, 
Hungría, Rumania, Eslovenia y Grecia. En tanto que los países que ya decidieron moverse 
de modelos híbridos a modelos Bottom-Up son Bélgica, Dinamarca, Noruega, Suecia, 
Reino Unido, Bulgaria y República Checa. 

Asimismo, la Unión Internacional de Telecomunicaciones2 realiza una encuesta entre los 
reguladores a nivel internacional que permite recabar información acerca de la 
regulación que se ha establecido para los servicios mayoristas y minoristas, de dicho 
estudio se puede observar que en 2009 el 56.1 por ciento de los países que respondieron 
las encuestas han adoptado los modelos Bottom-Up como la metodología de estimación 
de costos de los servicios que se prestan entre concesionarios, sobre otras metodologías, 
incluyendo los modelos híbridos. 

1 Fuente: Suecia: http://www.pts.se/upload/Ovrigt/Tele/Bransch/Kalkylarbete%20mobilnät/Model- documentation-for-PTS-080602.pdf; Reino Unido: 

Ofcom, “Mobile Call Termination”, November 2006; Australia: Wik-Consult, “Mobile Termination Cost Model for Australia”, Report for the Australian 
Competition and Consumer Commission”. Enero 2007; Israel: Analysys, “A study of mobile termination charges”, Report for the Israel Ministry of 
Communications and Ministry of Finance, Julio 2004.; Perú: Wik-Consult, “Analysis of Cost Studies presented by Mobile Network Operators”, Submitted 
to OSIPITEL, Mayo 2005; Colombia: CRT, Políticas Generales y Estrategias para Establecer un Régimen Unificado de Interconexión (RUDI), Julio 2000; 
Cullen International “Mobile termination rates: moving toward pure LRIC?” 
2 UIT página web: http://www.itu.int/ITU-D/ICTEYE/Reports.aspx. 
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La Comisión Europea recomendó, en mayo de 2009,3 la implementación de modelos 
ascendentes (Bottom-Up) para la determinación de tarifas de interconexión por parte de 
las autoridades nacionales antes de diciembre de 2012, argumentando que: 

“La aplicación de un modelo ascendente es coherente con el concepto de desarrollo de la red 
para un operador eficiente según el cual se construye un modelo económico/técnico de red 
eficiente utilizando los costes actuales. El modelo refleja la cantidad de equipo necesaria, más 
que la efectivamente proporcionada, y hace caso omiso de los costes heredados.” 

Es importante recalcar que el uso de un modelo Top-Down como lo propone la Recurrente 
en el sentido de utilizar su información, es decir, utilizar la información contable restaría 
transparencia a la decisión al no poderse hacer público el modelo, en cambio, el uso de 
un modelo Bottom-Up que sea público y replicable por todos los concesionarios otorga 
certeza jurídica a todos los involucrados. 

Aunado a lo anterior, es importante señalar que utilizar un Modelo Bottom-up que diseña 
a un operador representativo permite en lo que respecta a la fecha de lanzamiento, ser 
establecida de forma consistente en el Modelo de Costos, ya que considera aspectos 
claves en el despliegue de las redes reales de los concesionarios que participan en el 
mercado, en lo que respecta a la tecnología que utiliza el operador representativo, la 
tecnología utilizada se define de forma específica, tomando en consideración 
componentes relevantes de las redes existentes. En lo que respecta a la migración a 
tecnología moderna, utilizando el operador representativo, la evolución y migración de 
este operador puede definirse de forma específica, teniendo en cuenta las redes 
existentes. En lo que respecta a la eficiencia, estos aspectos pueden ser definidos, con un 
operador representativo, y en lo que respecta a la transparencia en la utilización del 
Modelo de Costos Bottom-up, la transparencia aumenta debido a las semejanzas entre los 
operadores fijos, por lo que este enfoque es transparente y un buen reflejo de la realidad 
de los operadores. 

7) El argumento de la Recurrente es improcedente, toda vez que en la Resolución recurrida 
se establecieron con precisión los costos relacionados directa e indirectamente con el 
servicio de terminación fija que se deben de considerar para determinar dicha tarifa de 
interconexión, como se desprende del desarrollo del modelo de costos que obra a fojas 
22 a 49 de la Resolución recurrida. 

3 EUROPEAN COMMISSION (2009a), “Commission Recommendation on the Regulatory Treatment of Fixed and Mobile Termination Rates in the EU”, 

European Commission, Brussels. 
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Sin perjuicio de lo anterior, es importante señalar que la Recurrente no precisa cuáles son 
los costos que la Comisión descartó relacionados directa e indirectamente con el servicio 
de interconexión, por lo que el presente agravio se desecha por infundado, en virtud de 
que el mismo no puede considerarse como tal, toda vez que la Recurrente pierde noción 
de lo que debe entenderse por agravio, ya que al expresar cada uno de ellos la técnica 
jurídico-procesal que exige la ley es que el actor precise cuál es la parte de la sentencia 
que le causa un perjuicio, además de citar el precepto legal violado y explicar a través de 
razonamientos el concepto por el cual fue infringido; por lo que el agravio que carezca 
de esos requisitos debe desestimarse por injustificado; por tanto, el hecho de que la 
Recurrente manifieste que se omitieron señalar las razones de porqué se consideraron 
aquellos costos que son originados por la provisión de un incremento específico en el 
servicio de terminación de llamadas en redes de telefonía fija, en nada violenta sus 
derechos. 

8) El argumento de la Recurrente es infundado, toda vez que a foja 43 de la Resolución 
recurrida se estableció con claridad el tipo de depreciación a utilizarse, como se presenta 
a continuación: 

“En el Modelo CITLP, para prorratear la inversión total a lo largo de la vida útil de los equipos, y así 
obtener el costo de capital anual (capex) correspondiente, se consideró la aplicación de una 
depreciación económica por ser más apropiada que la contable.4 

El problema de emplear el método de depreciación contable consiste en que para su cálculo se 
utilizan los valores históricos o valores en libros de los activos, que se encuentran en los estados 
financieros de las empresas, los cuales se asientan a los valores que la empresa pagó por ellos sin 
importar cuánto valen en el mercado. 

De esta forma, la utilización de la depreciación contable puede resultar en que el valor de un 
activo asentado en libros tenga poca relación con su valor real o su valor de reventa. Por ejemplo, 
un activo que fue objeto de una depreciación contable acelerada puede tener un valor en libros 
de cero, sugiriendo que el mismo debe ser reemplazado, cuando puede tener un valor 
considerable en el mercado; de la misma forma un activo puede tener un elevado valor en libros 
aun cuando es tecnológicamente obsoleto y tener un valor de mercado de cero. 

Por otro lado, la depreciación económica mide el cambio en el valor de mercado de un activo 
periodo a periodo, de tal forma que permite incorporar al modelo de costos los cambios en los 
precios de los insumos, los cuales son constantes en un sector tan dinámico como es el de las 

4 Cabe destacar que la utilización de una depreciación contable (por ejemplo lineal, en el que se divide el monto de la inversión entre el número 
de años de vida útil) no refleja la realidad sobre la evolución de los activos de una red de telecomunicaciones y asigna un costo constante a lo 
largo de la vida útil de los activos. 
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telecomunicaciones. Así, la depreciación económica permite que se propicie una asignación 
eficiente de los recursos a cada uno de los periodos de la vida económica del activo. 

En consecuencia, de manera congruente con el establecimiento de tarifas por el servicio de 
terminación que se reflejarían en un mercado competitivo, en el desarrollo del Modelo CITLP se 
utilizó el método de depreciación económica.” 

Sin perjuicio de lo anterior, resulta del todo natural que un activo sea reemplazado al final 
de su vida útil, puesto que ya no es posible que pueda prestar las funciones para las cuales 
fue adquirido. 

9) El argumento de la Recurrente es infundado, ya que en el numeral 7) anterior se explicaron 
las consideraciones de la extinta Comisión para utilizar a un operador representativo. 

La Recurrente concluye que el modelo de costos de la Comisión es un instrumento arbitrario 
que parte de supuestos que no coinciden en forma alguna con la realidad y que utiliza 
variables cuyos valores fueron en ocasiones artificialmente señalados, que se contradicen con 
el sentido de la Resolución recurrida y que se sustentan en documentos diversos que nunca 
tuvo a la vista. 

Al respecto, los argumentos de la Recurrente resultan improcedentes, toda vez que como ya 
ha quedado acreditado en los párrafos anteriores, la Resolución recurrida se encuentra 
debidamente fundada y motivada en el sentido de que el modelo de costos utilizado por la 
extinta Comisión para determinar la tarifa de interconexión sometida a desacuerdo por las 
partes, está debidamente sustentado y fue desarrollado acorde a las mejores prácticas 
internacionales, por lo que los argumentos de la Recurrente resultan infundados. 

IV. En relación con lo manifestado por la Recurrente en el SEGUNDO agravio, en el que 
continúa controvirtiendo la debida motivación de la Resolución Recurrida y el 
Modelo de Costos, se debe decir que es infundado, ya que para motivar la 
aplicación del modelo de costos en la Resolución Recurrida la Comisión no era 
necesario hacer referencia a las opiniones que invoca la Recurrente. 

Lo anterior es así, ya que el marco normativo aplicable al caso no exige que se motive en 
opiniones de expertos la aplicación del modelo en los términos que apunta la Recurrente, en 
tanto que, como consta en la Resolución Recurrida, página 9, se motivó la aplicación del 
modelo de costos en los siguientes términos: 
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“Por su parte, la Regla 53 de las Reglas del Servicio de Larga Distancia (en lo sucesivo, las “RSLD”) 
y la Regla Novena Transitoria de las Reglas del Servicio Local (en lo sucesivo, las “RdSL”), 
establecen que la Comisión resolverá las tarifas relacionadas a la función de terminación de 
tráfico público conmutado en las redes autorizadas para prestar el servicio local, analizando las 
posiciones y elementos aportados por las partes, sobre el establecimiento de tarifas que permitan 
recuperar el costo incremental promedio de largo plazo (en lo sucesivo, el “CIPLPS“) y los costos 
comunes atribuibles a dicha función que se determinan utilizando una metodología de costeo de 
acuerdo a bases internacionalmente reconocidas, la evolución de las referencias internacionales 
y el crecimiento y desarrollo de los mercados de telecomunicaciones en el país, de tal forma que 
se promueva una sana competencia entre los prestadores de servicio de telecomunicaciones, a 
efectos de que estos se presten con mejores precios, diversidad y calidad en beneficio de los 
usuarios.” 

Asimismo, al analizar los argumentos de la Recurrente consideró: 

“Adicionalmente, la Regla Novena Transitoria de las RdSL, prevé lo siguiente: 

“NOVENA. En caso de que las partes no logren acordar dentro del término establecido por la Ley 
las condiciones de interconexión entre sus redes, incluyendo aquellas relativas a las tarifas por las 
diferentes funciones de interconexión que han sido establecidas por las presentes Reglas, la 
Comisión resolverá las condiciones que no hayan podido convenirse. 

En tal caso y tratándose de tarifas por llevar a cabo la función de terminación conmutada entre 
redes autorizadas para prestar el servicio local fijo, la Comisión resolverá, después de analizar las 
posiciones y elementos aportados por las partes, sobre el establecimiento de tarifas que permitan 
recuperar el costo incremental promedio de largo plazo y los costos comunes atribuibles a dicha 
función que se determinen utilizando bases internacionalmente reconocidas, de tal forma que se 
promueva una sana competencia entre los prestadores del servicio local, a efecto de que éste 
se preste con mejores precios, diversidad y calidad en beneficio de los usuarios.” 

De igual forma, la Regla 53 de las RSLD, dispone que: 

“Regla 53. En caso de que las partes no logren acordar dentro del término establecido por la Ley 
las condiciones de interconexión entre sus redes, incluyendo aquellas relativas a las tarifas por las 
diferentes funciones de interconexión que sean necesarias para la implantación de la modalidad 
"El que llama paga nacional”, la Comisión resolverá en términos del artículo 42 de la Ley las 
condiciones que no hayan podido convenirse. 

En tal caso y tratándose de tarifas relacionadas a la función de terminación de tráfico público 
conmutado en las redes autorizadas para prestar el servicio local móvil, la Comisión resolverá, 
después de analizar las posiciones y elementos aportados por las partes, sobre el establecimiento 
de tarifas que permitan recuperar el costo incremental promedio de largo plazo y los costos 
comunes atribuibles a dicha función que se determinen utilizando una metodología de costeo de 
redes de acuerdo a bases internacionalmente reconocidas, la evolución de las referencias 
internacionales y el crecimiento y desarrollo de los mercados de telecomunicaciones en el país, 
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de tal forma que se promueva una sana competencia entre los prestadores de servicios de 
telecomunicaciones, a efecto de que éstos se presten con mejores precios, diversidad y calidad 
en beneficio de los usuarios.” 

Al amparo de la Regla Novena Transitoria de las RdSL y la Regla 53 de las RSLD, esta Comisión a 
efecto de determinar la tarifa de interconexión aplicable a partir del 1° de enero de 2011, que no 
pudieron convenir MCM y Pegaso, deberá considerar los costos incrementales de largo plazo más 
los costos comunes utilizando una metodología que esté reconocida internacionalmente. 

Sin perjuicio de que las autoridades administrativas deben resolver conforme a estricto derecho, 
el artículo 88 del CFPC, de aplicación supletoria, establece que la autoridad podrá invocar 
hechos notorios, que sirven de apoyo a las anteriores consideraciones. 

Es un hecho notorio respecto a la industria de las telecomunicaciones que en las situaciones en 
donde la competencia es ineficaz, los precios basados en costos son considerados como 
recomendables para alcanzar los objetivos de eficiencia y desarrollo del mercado. El enfoque de 
tarifas basadas en costos ha sido reconocido por la Organización Mundial de Comercio (en lo 
sucesivo, la "OMC”), para el caso de proveedores principales, por el Banco Mundial y por la Unión 
Internacional de Telecomunicaciones como el método más eficiente desde el punto de vista 
económico para fijar las tarifas de interconexión y, conjuntamente con la no discriminación y la 
transparencia como los principios básicos que deben regir en cualquier acuerdo de 
interconexión. 

[…] 

Las resoluciones de tarifas de interconexión orientadas a costos eliminan las distorsiones tarifarias 
en el mercado de servidos móviles, y permite: 

a) Manejar actuales condiciones de competencia, a través de una estructura de precios 
relativos finales más adecuada; 

b) Reduce costos de llamadas originadas en redes fijas. 

De todo lo analizado con anterioridad, se determina que del marco jurídico mexicano, 
encontrando como primer fundamento lo establecido en el artículo 7 de la LFT, contempla que 
las tarifas de interconexión deben determinarse de manera indubitable conforme a costos, 
debiéndose desarrollar para tal efecto un modelo de costos que permita fijar de manera clara y 
precisa la forma en cómo habrán de ser determinadas las tarifas, teniendo la Comisión plena 
libertad para desarrollar dicho modelo, con fundamento en el artículo 42 de la LFT. 

[…] 

De tal suerte, que esta Comisión procede a determinar la tarifa de interconexión del año 2011 
conforme a costos, por lo que en cumplimiento a lo establecido en el artículo 7 de la LFT, se 
considera que la manera más eficiente económicamente de determinar las tarifas de 
interconexión, lo constituye la aplicación de un Modelo de Costos Incrementales Totales de Largo 
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Plazo (en lo sucesivo, el "Modelo CITLP”) y en el mismo, los costos utilizados deben ser aquellos 
derivados de una empresa eficiente como se describe a continuación. 

[…] 

La aplicación del Modelo CITLP para la determinación de tarifas de interconexión permite a la 
empresa recuperar no sólo los costos variables y fijos atribuibles al servicio de interconexión sino 
también las inversiones requeridas para la prestación de este servicio. Adicionalmente, el CITLP 
incluye un margen para recuperar parte de los costos comunes a los demás de servicios prestados 
por la organización que no pueden ser atribuidos de manera causal al servicio de interconexión. 

El CITLP es una metodología reconocida a nivel internacional para el cálculo de tarifas de 
interconexión y ha sido adoptada por la mayoría de los órganos reguladores…” 

De lo citado se advierte que, contrario a lo que aduce la Recurrente, en la Resolución 
Recurrida se motivó debidamente que el Modelo de Costos Incrementales Totales de Largo 
Plazo, es el modelo de costos reconocido internacionalmente por los órganos reguladores, al 
momento en que se emitió la Resolución Recurrida para el cálculo de tarifas de interconexión, 
así como que “El enfoque de tarifas basadas en costos ha sido reconocido por la 
Organización Mundial de Comercio (en lo sucesivo, la "OMC”), para el caso de proveedores 
principales, por el Banco Mundial y por la Unión Internacional de Telecomunicaciones como 
el método más eficiente desde el punto de vista económico para fijar las tarifas de 
interconexión. 

De acuerdo con lo anterior se considera infundado lo manifestado por la Recurrente en su 
Segundo agravio. 

V. En relación con lo manifestado por la Recurrente en el agravio TERCERO, en el que 
continúa invocando una indebida fundamentación y motivación de la Resolución 
Recurrida, ya que omite señalar las operaciones aritméticas para determinar la 
tarifa de interconexión, resulta infundado, pues se respetó lo dispuesto en el artículo 
3, fracción V de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

Al respecto, esta Autoridad revisora considera que los argumentos de la Recurrente resultan 
improcedentes en virtud de que la extinta Comisión hizo precisión de la metodología y 
aplicación de la información que utilizó para la determinación de las tarifas de interconexión 
señaladas en el Resolución Recurrida, incluyendo las fórmulas y modelos aplicados, por lo 
tanto es infundada e insuficiente la manifestación de la Recurrente al señalar que la Comisión 
la dejó en estado de incertidumbre jurídica porque no incluyó todas y cada una de las 
operaciones aritméticas referidas. 
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A mayor abundamiento, a fojas 41 a 49 de la Resolución recurrida, mismas que para evitar 
repeticiones innecesarias se tienen aquí por reproducidas como si a la letra se insertasen, la 
Comisión estableció las fórmulas y metodología utilizadas para los cálculos realizados 
conforme al Modelo CITLP para determinar la tarifa de interconexión para el 1 de noviembre 
de 2011 al 31 de diciembre de 2011 de $0.03951 pesos por minuto, considerando que dicha 
tarifa incluye el costo correspondiente a los puertos necesarios para la interconexión. 

Asimismo, la Comisión consideró que las funciones básicas que realiza la red pública de 
telecomunicaciones de un concesionario de servicio móvil para la terminación de una 
llamada consisten en la conmutación y la transmisión para efectos de cursarla y la 
señalización para establecerla, mantenerla y liberarla, dichas funciones son independientes 
de la infraestructura y componentes de la red pública de telecomunicaciones del 
concesionario que entrega el tráfico. 

VI. En relación con lo manifestado por la Recurrente en el agravio CUARTO, en el que 
continúa invocando una indebida fundamentación y motivación de la Resolución 
Recurrida, ya que determina la medición del tráfico y el esquema de facturación 
de los servicios de interconexión aduciendo supuestos beneficios al público usuario 
final, violando el principio de libertad tarifaria en perjuicio de la Recurrente, resulta 
infundado, pues se respetó lo dispuesto en el artículo 3, fracción V de la Ley Federal 
de Procedimiento Administrativo. 

Al respecto, esta Autoridad revisora considera que los argumentos de la Recurrente resultan 
infundados en virtud de que la Comisión en la Resolución impugnada estableció la debida 
motivación y fundamentación para determinar la medición del tráfico como se desprende 
de foja 49 de la Resolución recurrida que establecen lo siguiente: 

“Finalmente, es importante señalar que la medición del tráfico terminado en la red pública de 
telecomunicaciones fija de los Solicitantes, la Comisión considera que los costos determinados por 
el Modelo de Costos están calculados con base en un pronóstico del uso real de la infraestructura 
de interconexión, por lo que las tarifas determinadas permiten a dichos concesionarios recuperar 
los costos en los que incurre para la prestación del servicio de interconexión. 

En tal virtud, la Comisión determina que el cálculo de las contraprestaciones que GTM deberá 
pagar a los Solicitantes por las llamadas cursadas hacia sus redes pública de telecomunicaciones, 
se lleve a cabo sumando la duración de todas las llamadas completadas en el período de 
facturación correspondiente, medidas en segundos, y multiplicar los minutos equivalentes a dicha 
suma, por la tarifa correspondiente. 

55 



 
 

 

           
        

   
  

 
 

      
 

 
  

 
 

    
  

               
   

 

 
 

  
 

    
        

  
 

  
 

 
 

  
    

 
            

 
 
 
 

Asimismo, el argumento de la Recurrente carece de sustento, toda vez que la consideración 
de la Comisión respecto a que “la tarifa de interconexión cobrada por los concesionarios a 
sus usuarios, y ser la medición de ésta pactada en tiempo real, así deberá ser cobrada al 
usuario, sin permitir de forma alguna el cobro a minutos redondeados, ya que sería una 
práctica abusiva y no justificada en contra del usuario”, resulta fundada en el hecho de que 
la tarifa de interconexión es un insumo en la estructura de precios que el concesionario oferta 
al público en general, en tal sentido, si la tarifa de interconexión es cobrada en segundo 
resulta lógico que dicha medición sea traslada a los usuarios finales de los servicios de 
telecomunicaciones a efecto de que tengan la oportunidad de que les sean cobrados los 
mismos con base en su duración real, es decir, en segundos. 

Lo anterior, incluso ya estaba considerado en el párrafo segundo del artículo 60, de la Ley 
Federal de Telecomunicaciones que establece lo siguiente: 

“En el caso de servicios de telecomunicaciones que se ofrecen al público consumidor con cargos 
por concepto de la duración de las comunicaciones, los concesionarios y permisionarios deberán 
incluir dentro de su oferta comercial planes y tarifas, el cobro por segundo, sin perjuicio de otros 
planes que se basen en el cobro por minuto, por evento, por capacidad o cualquier otra 
modalidad.” 

En este sentido, la Recurrente incluso ya ofrece y ofrecía planes tarifarios por segundo, 
como se desprende de la dirección electrónica: http://www.movistar.com.mx/movil-
planes-por-segundo. 

Por tanto la Resolución recurrida no le causa perjuicio a la Recurrente en virtud de que ya 
ofrece dichos planes tarifarios de conformidad con el artículo 60 de la LFT que prevé la libertad 
tarifaria, de ahí que su argumento resulte infundado. 

En relación con el capítulo denominado AGRAVIOS, respecto de la segunda parte 
denominada AGRAVIOS GENERALES RESPECTO DEL RESOLUTIVO TERCERO DE LA RESOLUCIÓN 
IMPUGNADA, se entra a su estudio en los siguientes términos: 

VII. En relación con lo manifestado por la Recurrente en el agravio QUINTO, en el que 
invoca que no existe disposición jurídica que faculte a la Comisión para fijar a la 
Recurrente las tarifas de interconexión con base en costos, resulta infundado, pues 
se respetó lo dispuesto en el artículo 3, fracción V de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo. 
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Contrario a lo que la Recurrente aduce, en la Resolución Recurrida se fundamentó 
debidamente que la Comisión podía fijar tarifas de interconexión con base en costos, en los 
siguientes términos: 

“Los artículos 9-A fracción X y 42 de la LFT no imponen limitación alguna a la actuación de la 
autoridad, pudiendo intervenir tanto en el caso en que no exista convenio de interconexión previo 
o interconexión de redes públicas de telecomunicaciones, así como en el caso en que exista uno 
o más convenios de interconexión previamente celebrados o que las redes públicas de 
telecomunicaciones ya estén interconectadas, y uno de los concesionarios solicite el inicio de 
negociaciones para convenir nuevos términos, condiciones o tarifas de interconexión. Una 
interpretación distinta equivaldría a sostener contrario al espíritu de la LFT, (i) que cualquier 
concesionario tendría sólo una oportunidad de solicitar a otro determinado concesionario la 
interconexión de sus respectivas redes públicas de telecomunicaciones y en dicha oportunidad 
agotar todo tipo de tráfico que desee o pueda intercambiar para proveer a sus usuarios el más 
amplio espectro de servicios, o (ii) que algún concesionario quedaría sujeto a términos, 
condiciones y tarifas de interconexión inamovibles, que en un sector tan dinámico y competitivo 
como el de las telecomunicaciones puede resultar arcaico y anticompetitivo para el sector, o (iii) 
que la autoridad está limitada en su facultad y no podría resolver nuevas condiciones, términos y 
tarifas de interconexión que las partes no hayan podido acordar. 

Por su parte, la Regla 53 de las Reglas del Servicio de Larga Distancia (en lo sucesivo, las "RSLD") y 
la Regla Novena Transitoria de las Reglas del Servicio Local (en lo sucesivo, las "RdSL"), establecen 
que la Comisión resolverá las tarifas relacionadas a la función de terminación de tráfico público 
conmutado en las redes autorizadas para prestar el servicio local, analizando las posiciones y 
elementos aportados por las partes, sobre el establecimiento de tarifas que permitan recuperar el 
costo incremental promedio de largo plazo (en lo sucesivo, el "CIPLPS") y los costos comunes 
atribuibles a dicha función que se determinan utilizando una metodología de costeo de acuerdo 
a bases internacionalmente reconocidas, la evolución de las referencias internacionales y el 
crecimiento y desarrollo de los mercados de telecomunicaciones en el país, de tal forma que se 
promueva una sana competencia entre los prestadores de servicio de telecomunicaciones, a 
efecto de que estos se presten con mejores precios, diversidad y calidad en beneficio de los 
usuarios. 

Asimismo, la condición 2.8 de la Concesión de GTM establece que dicho concesionario deberá 
informar a la Comisión respecto a los convenios de interconexión con cualquier otro concesionario 
de red pública de telecomunicaciones nacional o extranjero, y estos convenios de interconexión 
deberán ajustarse al marco de la normatividad vigente. 

En virtud de lo anterior, se concluye que: (i) la interconexión es el mecanismo que materializa la 
interoperabilidad de las redes y de los servicios, esto es, que los usuarios de una de las redes 
públicas de telecomunicaciones puedan conectarse e intercambiar tráfico con los usuarios de la 
otra red pública de telecomunicaciones y viceversa; (ii) los concesionarios están obligados a 
interconectar sus redes y, a tal efecto, suscribir un convenio en un plazo no mayor de sesenta (60) 
días naturales contados a partir de que alguno de ellos lo solicite; (iii) en caso de desacuerdo 
entre las partes, la Comisión, a solicitud de éstas resolverá los términos, condiciones y tarifas de 
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interconexión no convenidos, (iv) la obligatoriedad de la interconexión incluye el ofrecer de 
manera no discriminatoria aquellas funciones necesarias para llevar a cabo la interconexión, en 
las mismas condiciones y con cuando menos la misma calidad de servicio con que se presten a 
la propia operación, a las filiales y subsidiarias, y los elementos que en términos de las RSLD y RdSL, 
la Comisión debe considerar para determinar las tarifas de interconexión. 

Una vez analizado el marco regulatorio se desprende que los únicos requisitos para ser sujeto de 
la obligación de interconexión son: (i) tener una concesión de red pública de 
telecomunicaciones, y (ii) que un concesionario de red pública de telecomunicaciones la solicite 
a otro. 

En consecuencia está acreditado que las empresas que conforman el Grupo lusacell y GTM tienen 
el carácter de concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones y que efectivamente 
Grupo lusacell solicitó a GTM el inicio de negociaciones para convenir los términos, condiciones y 
tarifas de interconexión, según se desprende de los antecedentes I, II y III de la presente 
Resolución. 

Por ello, conforme al artículo 42 de la LFT, Grupo lusacell y GTM están obligados a interconectar 
sus redes públicas de telecomunicaciones, así como a garantizar la eficiente interconexión de las 
mismas, formalizando en todo caso, la suscripción del convenio respectivo que estipule los 
términos, condiciones y tarifas aplicables.” 

De la cita realizada de la Resolución Recurrida, se advierte que conforme a las Reglas del 
Servicio de Larga Distancia y a las Reglas del Servicio Local, la Comisión estaba obligada a 
fijar tarifas de interconexión “… que permitan recuperar el costo incremental promedio de 
largo plazo (en lo sucesivo, el “CIPLPS“) y los costos comunes atribuibles a dicha función que 
se determinan utilizando una metodología de costeo de acuerdo a bases internacionalmente 
reconocidas, la evolución de las referencias internacionales y el crecimiento y desarrollo de 
los mercados de telecomunicaciones en el país…”, por lo que en la Resolución Recurrida se 
invocaron los fundamentos que justificaron la actuación de la Comisión. 

En este sentido, si bien en la Ley Federal de Telecomunicaciones no se prevé la determinación 
de tarifas de interconexión con base en costos, es en disposiciones administradas emanadas 
de ella que se previó la definición de esas tarifas con base en costos. 

Considerando lo anterior, resulta infundado que se haya pretendido asumir que la Recurrente 
perpetra prácticas monopólicas sean relativas o absolutas, ni que tenga poder sustancial en 
el mercado relevante, puesto que la actuación de la autoridad no se fundamentó en el 
artículo 63 de la Ley Federal de Telecomunicaciones, sino en las normas antes citadas, que se 
señaló en la Resolución Recurrida contienen “…los elementos que en términos de las RSLD y 
RdSL, la Comisión debe considerar para determinar las tarifas de interconexión.” 
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En el mismo orden de ideas, de las referidas Reglas del Servicio de Larga Distancia y de las 
Reglas del Servicio Local, se advierte que la Comisión determinará las tarifas de interconexión 
“… utilizando una metodología de costeo de acuerdo a bases internacionalmente 
reconocidas…”, por lo que las referencias realizadas en la Resolución Recurrida en relación 
con el reconocimiento y uso internacional tanto por organismos internacionales, como por 
órganos reguladores de otros países, al Modelo de Costos Incrementales Totales de Largo 
Plazo, que fue el empleado por la Comisión, son suficientes para colmar la exigencia de las 
Reglas con base en las cuales se utilizó dicho modelo de costos para definir las tarifas de 
interconexión en cuestión. 

Cabe reiterar, que contrario a lo que aduce la Recurrente, en el marco jurídico mexicano, 
específicamente en la Regla 53 de las Reglas del Servicio de Larga Distancia se establece la 
utilización del modelo de costos para fijar las tarifas de interconexión de un operador, tenga 
o no poder sustancial en el mercado relevante. 

De lo anterior, resultan inoperantes los argumentos que la Recurrente desarrolla en torno al 
artículo 63 de la Ley Federal de Telecomunicaciones, pues dicho precepto no fue el 
fundamento para que la Comisión fijara las tarifas de interconexión previstas en la Resolución 
Recurrida con base en costos, mediante el empleo del Modelo de Costos Incrementales 
Totales de Largo Plazo, el cual como se ha reiterado en esta resolución, era el reconocido 
internacionalmente como el idóneo para definir tarifas de interconexión aplicables en el año 
2011, sino que se utilizó dicho modelo de costos atendiendo a lo previsto en las Reglas del 
Servicio Local y la Reglas del Servicio de Larga Distancia invocadas en la Resolución Recurrida, 
y citadas con anterioridad en esta resolución. 

Sin perjuicio de lo anterior, también resulta infundado lo manifestado por la Recurrente en 
relación con el artículo 63 de la Ley Federal de Telecomunicaciones, ya que dicho precepto 
si establece una obligación tanto para el agente económico dominante, como para la 
autoridad, de que las tarifas por servicios sean fijadas considerando por lo menos la 
recuperación del costo incremental promedio de largo plazo, de forma que el dominante no 
fije tarifas por debajo de costos, afectando la sana competencia, pues al ser el dominante no 
habrá competidor que pueda ofrecer tarifas más bajas y continuar operando en el largo 
plazo, atendiendo al concepto mismo del “costo incremental promedio de largo plazo”. 

Así, esa disposición legal no prevé un derecho para el agente dominante, sino una obligación 
de no ofrecer tarifas por debajo del costo incremental promedio de largo plazo, por lo que 
los argumentos de la Recurrente al partir de una interpretación indebida del artículo 63 de la 
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Ley invocada, el que además no fue aplicado en la Resolución Recurrida, son infundados e 
inoperantes. 

Ahora bien, respecto de lo manifestado por la Recurrente en el sentido que en la Resolución 
Recurrida se pretende darle infundadamente a la Recurrente el carácter de un operador con 
poder sustancial en el mercado, al basar el modelo en un operador "eficiente" que mantiene 
el control del 25% del mercado relevante, cuando que en la realidad la Recurrente ostenta 
una cuota de accesos en el mercado del orden del 21%, es infundado, ya que el modelo de 
costos desarrollado acude a un operador hipotético, tal y como que quedado expuesto en 
esta resolución, por lo que las manifestaciones de la Recurrente son infundadas. 

Ahora bien, por cuanto a que con el cálculo de las tarifas de interconexión en base a costos 
esta Comisión incumple con lo establecido en el artículo 7 de la LFT, en específico lo referente 
a continuar con la promoción de la cobertura social a que está obligada la Recurrente en 
términos de la Ley y de su Título de Concesión, resultan en meras suposiciones los argumentos 
de la Recurrente que se desestiman por infundadas, ya que su viabilidad financiera no 
depende únicamente de las tarifas de interconexión. 

Ahora bien, la forma de determinar las tarifas en nada transgrede lo que establece el artículo 
7 de la LFT, pues los objetivos que dicho artículo consagra, sí fueron tomados en cuenta por 
esta Comisión al emitirse la Resolución recurrida, precisamente el método de costeo en este 
momento, permite fomentar una sana competencia entre los concesionarios, así como 
permitir un desarrollo eficiente en las telecomunicaciones, siendo que con ello se promueve 
una adecuada cobertura social. 

En efecto, como puede apreciarse de la redacción de la Recurrente, son meras suposiciones 
que se desestiman por infundadas, ya que sólo se enfocan a determinar que el método de 
costeo para determinar las tarifas de interconexión afecta al desarrollo de una cobertura 
social, más sin embargo nunca manifiesta o indica con qué método si se beneficia dicho 
desarrollo, además de que nunca prueba el impedimento para el desarrollo de la cobertura 
social. 

Respecto de los argumentos que la Recurrente expone en relación con el principio de libertad 
tarifaria en el sector de las telecomunicaciones, tenemos que de acuerdo con el principio de 
libertad tarifaria, los concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones pueden 
convenir voluntariamente las tarifas correspondientes a los servicios de interconexión, con la 
posibilidad de que el órgano regulador intervenga, ante el eventual desacuerdo entre las 
partes, y en este último caso, es que la Comisión contaba con límites a su actuación, definidos 
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en las Reglas del Servicio Local y las Reglas del Servicio de Larga Distancia, conforme a los 
que debía definir “…el establecimiento de tarifas que permitan recuperar el costo incremental 
promedio de largo plazo (en lo sucesivo, el “CIPLPS“) y los costos comunes atribuibles a dicha 
función que se determinan utilizando una metodología de costeo de acuerdo a bases 
internacionalmente reconocidas…” 

Por cuanto a que con las tarifas fijadas en costos no es posible que la Recurrente pueda 
continuar prestando los servicios de interconexión en condiciones satisfactorias de calidad, 
competitividad, seguridad y permanencia ya que no le es posible recuperar siquiera las 
inversiones de capital, es de manifestarse que no le asiste la razón ya que se trata de meras 
suposiciones sin sustento alguno, por lo que las mismas resultan infundadas. 

Por otra parte, respecto de lo manifestado por la Recurrente en el sentido que la Resolución 
Recurrida se desprende que la Comisión aplica principios derivados del Plan de Interconexión 
pretendiendo fundar su resolución, es infundado. 

Se dice lo anterior, en virtud de que de la lectura a la foja 14 de la resolución recurrida se 
podrá constatar que: 

“Al respecto, esta Comisión considera que no es procedente entrar al estudio de la aplicabilidad 
del Plan de Interconexión, dado que el Pleno de esta Comisión no invoca, ni funda la presente 
Resolución para resolver los términos y condiciones de interconexión no convenidas entre Grupo 
lusacell y GTM en dicho instrumento legal. En consecuencia, resulta innecesario entrar al estudio 
de lo argumentado por los concesionarios, sin que con ello se les viole derecho alguno. 

Respecto a la prueba documental pública ofrecida por GTM, consistente en la sentencia emitida 
el 5 de octubre de 2010, por el Juez Cuarto de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito 
Federal, por medio de la cual otorgó el amparo y protección de la justicia federal a GTM en contra 
del Plan de Interconexión, no es susceptible de valorarse en el procedimiento en que se actúa, 
toda vez que, como se indicó en el párrafo precedente, esta Comisión no aplica dicho 
instrumento legal en la presente Resolución. 

De tal manera, que los argumentos de la recurrente devienen en infundados por inoperantes, 
toda vez que como ya se precisó en la resolución reclamada no se entró al estudio de la 
aplicabilidad del referido Plan de Interconexión, en virtud de que la resolución impugnada no 
se fundó en dicho instrumento legal. 

Lo anterior, ya que la consideración a que la Recurrente pretende aludir es del tenor literal 
siguiente: 
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“En este sentido, de la interpretación y aplicación de los artículos 7 y 41 de la LFT, se desprende 
que la Comisión deberá seguir la metodología indicada en el párrafo anterior. 

A tal efecto, el artículo 7 de la LFT establece lo siguiente: 

"Artículo 7. La presente Ley tiene como objetivos promover un desarrollo eficiente de las 
telecomunicaciones; ejercer la rectoría del Estado en la materia, para garantizar la soberanía 
nacional; fomentar una sana competencia entre los diferentes prestadores de servicios de 
telecomunicaciones a fin de que éstos se presten con mejores precios, diversidad y calidad en 
beneficio de los usuarios, y promover una adecuada cobertura social. 

Para el logro de estos objetivos, corresponde a la Secretaría, sin perjuicio de las que se confieran 
a otras dependencias del Ejecutivo Federal, el ejercicio de las atribuciones siguientes: 

[…]" 

Asimismo, el artículo 41 de la LFT establece lo siguiente: 

“Artículo 41. Los concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones deberán adoptar 
diseños de arquitectura abierta de red para permitir la interconexión e interoperabilidad de sus 
redes. A tal efecto, la Secretaría elaborará y administrará los planes técnicos fundamentales de 
numeración, conmutación, señalización, transmisión, tarifación y sincronización, entre otros, a los 
que deberán sujetarse los concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones. Dichos 
planes deberán considerar los intereses de los usuarios y de los concesionarios y tendrán los 
siguientes objetivos: 

I. Permitir un amplio desarrollo de nuevos concesionarios y servicios telecomunicaciones; 

Dar un trato no discriminatorio a los concesionarios, y 

Fomentar una sana competencia entre concesionarios. ” 

Cabe reiterar que no obstante que los objetivos contenidos en las fracciones del artículo 41, 
de la LFT se refieren a la emisión de planes fundamentales, dichos planes se encuentran 
íntimamente ligados con la interconexión pues facilitan la implementación de la misma. En tal 
virtud, dichos principios se hacen extensivos como principios interpretadores para la 
determinación de condiciones de interconexión no convenidas por los concesionarios. 

De la cita realizada, no se desprende que en la Resolución Recurrida se haya invocado ni 
aplicado el Plan de Interconexión, respecto de cuya aplicación la Recurrente tiene una 
sentencia de amparo a su favor, sino que únicamente se hace alusión genérica a los objetivos 
y principios que la Ley Federal de Telecomunicaciones establecía para los planes técnicos 
fundamentales, por lo que su argumento es infundado. 
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Asimismo, resulta infundado e inoperante el argumento de la Recurrente en que sostiene que 
la fijación de tarifas de interconexión con base en costos no tiene fundamento en diversas 
normas invocadas en la Resolución Recurrida. 

En efecto, de la revisión de la Resolución Recurrida se advierte que los artículos 7, 41 y 42 de 
la Ley Federal de Telecomunicaciones fueron invocados en tanto que el primero de ellos 
establece los objetivos de la misma Ley, y los últimos regulan fundamentalmente la 
interconexión. 

Por su parte, si bien es cierto que la Regla Novena Transitoria de las Reglas del Servicio Local 
se refiere a “tarifas por llevar a cabo la función de terminación conmutada entre redes 
autorizadas para prestar el servicio local fijo”, esto es, alude a la clase de servicios autorizados 
en las concesiones, resultando que los títulos de concesión de la Recurrente y de una de las 
tercero perjudicadas son títulos de concesión para instalar, operar y explotar una red pública 
de telecomunicaciones para prestar el servicio de acceso inalámbrico fijo o móvil, por lo que 
resulta aplicable la regla invocada, contrario a lo que invoca la Recurrente. 

En cuanto a lo manifestado respecto de la Regla 53 de las Reglas de Larga Distancia, de la 
lectura de la misma y de la revisión integral de las Reglas de Larga Distancia, no se advierte 
que sea aplicable exclusivamente en tratándose de operadores con poder sustancial en el 
mercado relevante, contrario a lo que aduce la Recurrente. 

Respecto de lo manifestado por la Recurrente en cuanto a la inaplicabilidad del Plan Técnico 
Fundamental de Interconexión, como se ha establecido en líneas precedentes, los 
argumentos de la Recurrente devienen en infundados por inoperantes, toda vez que como 
ya se precisó en la resolución reclamada no se entró al estudio de la aplicabilidad del referido 
Plan de Interconexión, en virtud de que la resolución impugnada no se fundó en dicho 
instrumento legal. 

Lo anterior, sin perjuicio que la Recurrente no precisa qué principio concreto del Plan Técnico 
Fundamental de Interconexión considera le fue aplicado en la Resolución Recurrida, para 
acreditar una indebida aplicación de dicho plan, por lo que al no demostrar que 
efectivamente le fue aplicado el plan invocado ni alguno de sus principios, sus argumentos 
devienen inoperantes. 

Por lo que se refiere a las referencias internacionales que se realizan en la Resolución 
Recurrida, bien sea invocando las opiniones de organismos internacionales, o la postura 
adoptada por órganos reguladores de otros países, no se realizan como si se tratara de 
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cuerpos normativos aplicables en México, sino para demostrar cuáles son las bases 
internacionalmente reconocidas, conforme a uno de los elementos exigidos por las Reglas 
multicitadas para elegir la metodología de costos aplicable. En consecuencia, lo 
argumentado por la Recurrente es infundado. 

En relación con lo manifestado por la Recurrente en el sentido que no existe a la fecha 
determinación definitiva y firme de poder sustancial en el mercado relevante en contra de la 
Recurrente, es inoperante, ya que como se ha expuesto en líneas precedentes no se aplicó 
el artículo 63 de la Ley Federal de Telecomunicaciones a la Recurrente, y las interpretaciones 
de la Recurrente respecto de dicho precepto son indebidas. 

Por lo que se refiere a que se debió utilizar el artículo 95 del Reglamento de 
Telecomunicaciones, es infundado, ya que existen normas posteriores y emanadas de la Ley 
Federal de Telecomunicaciones, como son las Reglas del Servicio Local y las Reglas de Larga 
Distancia, que prevén los elementos que debían considerarse para determinar tarifas de 
interconexión por la autoridad. 

Por lo que se refiere a la ausencia de declaración de poder sustancial respecto de la 
Recurrente, por parte de la Comisión Federal de Telecomunicaciones, máxime que la 
aplicabilidad del modelo de costos se encuentra supeditado a la detentación de un poder 
sustancial en el mercado relevante en términos del artículo 63 de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones, dicho argumento es infundado. 

Lo anterior, al reiterarse que la Resolución recurrida hace referencia a la Regla 53 de las Reglas 
de Larga Distancia, y en ese sentido no puede señalarse una aplicación del artículo 63 
invocado por la Recurrente, aunado al hecho de que la Regla 53 de las Reglas de Larga 
Distancia, de la lectura de la misma y de la revisión integral de las Reglas de Larga Distancia, 
no se advierte que sea aplicable exclusivamente en tratándose de operadores con poder 
sustancial en el mercado relevante, contrario a lo que aduce la Recurrente, por lo que su 
argumento se torna en infundado. 

VIII. En relación con lo manifestado por la Recurrente en el agravio SEXTO, en el que 
invoca que la Resolución Recurrida no fija una justa retribución y restringe la libertad 
de trabajo, por lo que está viciada de una indebida motivación al no acatar lo 
dispuesto por el artículo 5 de la Constitución en relación con el artículo 3, fracción 
V, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, es infundado. 

64 



 
 

  
  

  
 

 
  

  
  

   
   

 
  

  
 

     
 
 

               
  

   
  

            
                

 
   

          
         

 
 

 
    

  
            

  
 

   
  

  
 

 
 

            
   

  
 

Los argumentos de la Recurrente resultan infundados, si tenemos que la libertad de comercio 
y la libertad contractual, reconocida en el artículo 5 Constitucional, han sido interpretadas, 
entre otros, en los siguientes criterios: 

Época: Novena Época 
Registro: 191691 
Instancia: Pleno 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo XI, Junio de 2000 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: P. LXXXVIII/2000 
Página: 28 

“LIBERTAD DE COMERCIO. ALCANCES DE LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 5°. DE LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL. De la interpretación que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido 
sobre el artículo 5o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que, 
por un lado, la garantía de libre comercio no es absoluta, irrestricta e ilimitada, sino que requiere 
que la actividad que realice el gobernado sea lícita, es decir, que esté permitida por la ley; y, por 
el otro, que el propio precepto establece que su ejercicio sólo puede limitarse en dos supuestos: 
por determinación judicial, cuando se lesionen los derechos de tercero, o bien, por resolución 
gubernativa en los casos específicos que marque la ley, siempre y cuando se ofendan los 
derechos de la sociedad. Lo anterior implica que la garantía en cuestión será exigible en aquellos 
casos en que la actividad, aunque lícita, no afecte el interés público, entendido éste como el 
imperativo que subyace frente al derecho de los gobernados en lo individual que se traduce en 
la convivencia y bienestar social. En ese sentido, cuando a través de una resolución gubernativa 
se limite el ejercicio de la citada garantía, se requiere, necesariamente, que el ordenamiento que 
la restringe contenga un principio de razón legítima que sustente el interés de la sociedad y que 
tienda a proteger sus derechos.” 

Amparo en revisión 2352/97. United International Pictures, S. de R.L. 6 de marzo de 2000. Mayoría 
de ocho votos. Disidentes: Presidente Genaro David Góngora Pimentel, José Vicente Aguinaco 
Alemán y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. 
Secretario: Eduardo Ferrer Mac Gregor Poisot. 

Amparo en revisión 222/98. Twentieth Century Fox Film de México, S.A. 6 de marzo de 2000. Mayoría 
de ocho votos. Disidentes: Presidente Genaro David Góngora Pimentel, José Vicente Aguinaco 
Alemán y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Secretario: Alfredo E. Báez López. 

Amparo en revisión 2231/98. Buena Vista Columbia Tristar Films de México, S. de R.L. de C.V. 6 de 
marzo de 2000. Mayoría de ocho votos. Disidentes: Presidente Genaro David Góngora Pimentel, 
José Vicente Aguinaco Alemán y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Guillermo 
I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Alfredo E. Báez López. 
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El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintinueve de mayo en curso, aprobó, con 
el número LXXXVIII/2000, la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea 
para integrar tesis jurisprudencial. México, Distrito Federal, a veintinueve de mayo de dos mil. 

En consecuencia las libertades aludidas no son irrestrictas, menos aun tratándose de servicios 
públicos concesionados, al preverse restricciones se concluye que se trata de limitación más 
no privación, a la libertad contractual y a la libertad de comercio de la Recurrente se 
encuentra prevista desde la Constitución, por lo que no se vulnera el artículo 5 Constitucional 
en perjuicio de la Recurrente. 

Asimismo, cabe hacer notar que la Recurrente en su carácter de concesionario, siendo el 
acto jurídico de la concesión un acto administrativo por medio del cual se permite a los 
particulares el uso, explotación y goce de los bienes de dominio público o la prestación de un 
servicio público, acto administrativo que habilita al particular para la asunción de una 
actividad propia del estado o la explotación de un bien de dominio público, bajo 
determinadas condiciones y directrices a las que se encuentra sujeto necesariamente el 
concesionario derivado del acto mismo de la concesión, por lo que en caso de no ceñirse a 
los lineamientos y condiciones impuestos se encuentra ante una causal de revocación del 
títulos de concesión. 

En México la concesión no implica el condicionamiento de derechos subjetivos, sino la cesión 
a los particulares de ciertos bienes de dominio de la nación para su explotación por parte de 
particulares, o bien la cesión de servicios públicos propios del Estado, pero que no son de 
naturaleza exclusiva en cuanto a su prestación y tutoría. 
En ese sentido se pueden distinguir la concesión de bienes del dominio de la nación y la 
concesión de servicios públicos aunque también existen concesiones mixtas es decir que 
implican la cesión de bienes de dominio de la nación y al mismo tiempo la prestación de 
servicios propios del Estado, pero no de manera exclusiva. 

En ese orden de ideas, en el caso concreto la regulación de la interconexión de redes y la 
consecuente facultad de la entonces Comisión Federal de Telecomunicaciones para 
determinar condiciones de interconexión no convenidas entre los concesionarios para la 
interconexión de sus redes públicas de telecomunicaciones, constituye una serie de 
condicionamientos y lineamientos que en su caso deberán adoptarse por la parte Recurrente, 
en su calidad de concesionario, a fin de que evite cualquier afectación a la interconexión de 
redes en perjuicio de los usuarios de dichas redes. 
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Al respecto resulta aplicable la siguiente tesis jurisprudencial, que dispone: 

Registro No. 170843 
Localización: 
Novena Época 
Instancia: Pleno 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXVI, Diciembre de 2007 
Página: 960 
Tesis: P./J. 50/2007 
Jurisprudencia 
Materia(s): Constitucional, Administrativa 

“COMISIÓN FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES. EL ARTÍCULO 9º.-A, FRACCIÓN XI, DE LA LEY 
FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES, QUE PREVÉ SUS FACULTADES DISCRECIONALES PARA 
ESTABLECER OBLIGACIONES ESPECÍFICAS RELACIONADAS CON TARIFAS, CALIDAD DE SERVICIO E 
INFORMACIÓN A CIERTOS CONCESIONARIOS, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD. El 
mencionado principio, contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, establece que las autoridades sólo pueden actuar cuando la ley se los permite, en la 
forma y términos determinados por ésta. Ahora bien, las facultades discrecionales de la autoridad 
administrativa pueden estar expresamente señaladas en la ley, o bien, encontrarse 
implícitamente contenidas en el marco regulatorio que la rige, caracterizándose aquéllas por la 
libertad de apreciación que se otorga a la autoridad para actuar o abstenerse de hacerlo, con 
el propósito de lograr la finalidad que la ley señale. Esto es, la autoridad podrá elegir el tiempo y 
circunstancias en que aplica la ley, sin que ello suponga una autorización legislativa para una 
actuación arbitraria, pues sus actos estarán siempre acotados por los lineamientos que la ley 
establece y sujetos a los requisitos constitucionales de fundamentación y motivación. En tal virtud, 
el artículo 9o.-A, fracción XI, de la Ley Federal de Telecomunicaciones, que prevé la facultad 
discrecional de la Comisión Federal de Telecomunicaciones para establecer obligaciones 
específicas relacionadas con tarifas, calidad de servicio e información, no viola el mencionado 
principio de legalidad, pues dicha facultad se entiende acotada por la norma misma, que limita 
la materia respecto de la cual ésta se concede, esto es, tarifas, calidad de servicio e información, 
impidiendo con ello que los concesionarios queden en estado de incertidumbre respecto a los 
aspectos sobre los que se podrán imponer las obligaciones específicas.” 

Acción de inconstitucionalidad 26/2006. Senadores integrantes de la Quincuagésima Novena 
Legislatura del Congreso de la Unión. 7 de junio de 2007. Unanimidad de nueve votos. Ausente: 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Impedido: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Sergio Salvador Aguirre 
Anguiano. Secretarias: Andrea Zambrana Castañeda, Lourdes Ferrer Mac-Gregor Poisot y María 
Estela Ferrer Mac Gregor Poisot El Tribunal Pleno, el quince de octubre en curso, aprobó, con el 
número 50/2007, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a quince de 
octubre de dos mil siete. 

Ejecutoria: 
1.- Registro No. 20382 
Asunto: ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 26/2006. 
Promovente: SENADORES INTEGRANTES DE LA QUINCUAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA DEL 
CONGRESO DE LA UNIÓN. 
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Localización: 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; XXVI, Septiembre de 2007; Pág. 1623. 

En la especie estamos ante una facultad discrecional que otorga el propio ordenamiento 
jurídico, al respecto resulta ilustrativa la siguiente tesis que a la letra dispone: 

“FACULTADES DISCRECIONALES Y REGLADAS. DIFERENCIAS.- Para determinar si la autoridad goza 
de facultades discrecionales o regladas debe atenderse al contenido de la norma legal que las 
confiere. Si ésta prevé una hipótesis de hecho ante la cual la autoridad puede aplicar o no la 
consecuencia de derecho prevista en la misma, según su prudente arbitrio, debe afirmarse que 
la autoridad goza de facultades discrecionales. Empero, cuando la autoridad se encuentra 
vinculada por el dispositivo de la ley a actuar en cierto sentido sin que exista la posibilidad de 
determinar libremente el contenido de su posible actuación, debe concluirse que la autoridad no 
goza de facultades discrecionales sino regladas. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO CUARTO CIRCUITO. 
XIV.2o.44 K. 

Amparo directo 191/2002. Joaquín Pacheco Medina. 31 de mayo de 2002. Unanimidad de votos. 
Ponente: Alfonso Gabriel García Lanz, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera 
Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. 
Secretaria: Leticia Evelyn Córdova Ceballos. 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época. Tomo XVII, Febrero de 2003. Pág. 1063. Tesis Aislada.” 

Ahora bien, la utilización de una facultad discrecional por parte de la autoridad administrativa 
al afectar la esfera jurídica del gobernado para que no se torne arbitraria, debe observar 
ciertos requisitos que son los siguientes, que se invoquen las circunstancias concretas al caso 
en estudio, que se razone adecuadamente su determinación, apreciar debidamente los 
hechos pertinentes y no violar las reglas de la lógica. En tal, como en la especie sucedió, la 
Resolución recurrida, se encuentra apegada a dichos principios, pues en la especie se 
consideró adecuadamente los puntos sometidos a resolución y de manera razonada 
determinó las condiciones no convenidas entre la parte Recurrente y las tercero perjudicadas, 
observando en todo momento los principios de promover un desarrollo eficiente de las 
telecomunicaciones, fomentar una sana competencia entre los diferentes prestadores de 
servicios de telecomunicaciones a fin de que éstos se presten con mejores precios, diversidad 
y calidad en beneficio de los usuarios, y promover una adecuada cobertura social, por lo que 
consideró con base en la lógica y la experiencia determinar las tarifas no convenidas por los 
concesionarios. 
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Derivado de lo expuesto, se desprende lo infundado e inoperante de los argumentos 
expuestos por la parte Recurrente. 

Por cuanto a que la extinta Comisión con la Resolución recurrida restringió a la Recurrente a 
recibir una justa retribución, en virtud de que determina tarifas de interconexión que no toma 
en consideración el costo real de brindar el servicio de interconexión, toda vez que modela 
las mismas con base en parámetros que no se adecuan a la realidad de la Recurrente. 

Al respecto, esta Autoridad revisora reitera que el artículo 42 de la LFT a la letra señala: 

“Artículo 42. Los concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones deberán interconectar 
sus redes, y a tal efecto suscribirán un convenio en un plazo no mayor de 60 días naturales 
contados a partir de que alguno de ellos lo solicite. Transcurrido dicho plazo sin que las partes 
hayan celebrado el convenio, o antes si así lo solicitan ambas partes, la Secretaría, dentro de los 
60 días naturales siguientes, resolverá sobre las condiciones que no hayan podido convenirse. 

En este punto es preciso resaltar que, el solo hecho de que un concesionario no pueda 
acordar con la Recurrente las tarifas de interconexión, significa que cada uno tiene diferentes 
percepciones acerca de cuáles son los “costos reales de proveer los servicios”; es decir un 
operador que provee servicios de telecomunicaciones y que tiene un conocimiento de los 
costos de equipos y despliegue de red no considera razonable la propuesta de tarifas de la 
Recurrente. 

La autoridad al ser la encargada de resolver sobre las condiciones no convenidas, en este 
caso sobre la tarifa de interconexión, debe considerar elementos de convicción que le 
permitan determinar una tarifa de interconexión que permita al operador recuperar los costos 
de provisión del servicio. 

Sin embargo, lo anterior no significa de manera alguna que se deba de pagar a la Recurrente 
las tarifas que dicha empresa reclama bajo el argumento de que representa los costos en los 
que incurre, ya que de ser así carecería de sentido la facultad otorgada a la autoridad para 
determinar las condiciones que no hubiesen podido ser convenidas, ya que su resolución 
estaría limitada a obligar al operador a pagar lo reclamado por la Recurrente, sin poder 
considerar elemento adicional alguno.  
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Es así que la LFT no se dispone la forma en que deben ser calculadas las tarifas de 
interconexión, sin embargo la autoridad debe implementar las medidas que sean necesarias 
para lograr los objetivos de la ley, máxime que para ello la autoridad reguladora debe 
promover y vigilar la eficiente interconexión de las redes públicas de telecomunicaciones. 

En este punto es necesario realizar unas precisiones sobre lo que la Recurrente considera que 
es el costo en el que incurre. 

En principio se comenta que los costos reales de la red de la Recurrente son únicamente 
conocidos por la Recurrente, ya que forman parte de los secretos industriales que toda 
empresa resguarda a efecto de mantener su ventaja competitiva en el mercado. 

Lo anterior no es un problema exclusivo de la industria de telecomunicaciones en México, sino 
que forma parte de la relación entre el órgano regulador y las empresas reguladas a lo largo 
de todo el mundo; basta mirar la literatura especializada en el tema la cual señala5: 

“No es sorprendente que el regulado posea más información que el regulador. Aun cuando el 
monopolista regulado es obligado por la ley a proveer información a los funcionarios del gobierno, 
es difícil para ellos comprobar su exactitud. Según la teoría de Akerlof, la principal falla de 
mercado es la información oculta, mientras que en un mercado monopolizado el ocultamiento 
de información es sólo un aspecto. El monopolista, sabiendo que un regulador no sería capaz de 
verificar la exactitud de la información, puede manipular los datos a su favor. 

[…] 

En un mercado monopolizado, por lo tanto, el regulador se enfrenta a dos problemas: la información 
asimétrica y la información manipulada. El efecto en el mercado se continúa la dominación por el 
monopolista.” 

En este sentido se observa que uno de los principales aspectos a los que se enfrentan los 
reguladores de telecomunicaciones de todo el mundo es la asimetría entre la información 
que posee la autoridad y la que poseen las empresas reguladas, así como los fuertes 
incentivos de la empresa regulada a entregar a la autoridad información manipulada. 

5 García Murillo Martha y Pick James B. Interconnection Regulation: Explaining Dominance by the Incumbent in Mexico, COMMUNICATIONS & 
STRATEGIES no. 53. 
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Es así que la Recurrente no señala cuáles son los supuestos costos en los que incurre, ni mucho 
menos respalda su dicho con documentación debidamente auditada, replicable y 
verificable que permita aportar elementos de convicción. 

En este contexto, la LFT reconoce que las partes pueden tener posturas incompatibles en la 
negociación de las condiciones de interconexión, particularmente sobre las 
contraprestaciones por los servicios de interconexión prestados entre las partes, caso en el 
que se establece la facultad de la autoridad reguladora para establecer las condiciones no 
convenidas en beneficio de los usuarios de servicios de telecomunicaciones y del desarrollo 
del sector. 

De esta forma, el órgano regulador necesita utilizar elementos de convicción que le permitan 
determinar las tarifas aplicables a los servicios de interconexión materia de un desacuerdo; es 
así que una mejor práctica internacional es la utilización de modelos de costos mismos que 
han sido utilizados por los distintos órganos reguladores como una herramienta confiable para 
la determinación de las tarifas de interconexión. 

Por lo tanto se puede señalar que los modelos de costos son una herramienta ampliamente 
utilizada por los reguladores a nivel internacional, que permite solventar el problema de 
asimetrías de información con la empresa regulada al permitir realizar una estimación 
razonable de los costos incurridos en la provisión del servicio de interconexión, al mismo tiempo 
que son auditables y son transparentes. 

Al mismo tiempo es importante reiterar que en la determinación de las tarifas de interconexión, 
el órgano regulador debe promover el desarrollo de una competencia equitativa en el 
mercado de las telecomunicaciones. 

Es así que las mejores prácticas internacionales en el establecimiento de las tarifas de 
interconexión, señalan que el cálculo de las mismas se debe realizar simulando los precios que 
se establecerían en un mercado competitivo, en virtud de que ello permite enviar las señales 
correctas al mercado, en el sentido de que los concesionarios realicen esfuerzos por minimizar 
costos, y permite el establecimiento de condiciones equitativas de competencia. 

Por lo que uno de los resultados que se observan en los mercados en competencia es que los 
precios de los bienes y/o servicios convergen a los costos; con lo cual existe consenso en el 
ámbito internacional en el sentido de que las tarifas de interconexión se deben de orientar a 
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los costos de producción6. Asimismo, en un entorno de competencia efectiva se asegura que 
los concesionarios obtengan una rentabilidad razonable sobre el capital invertido en el largo 
plazo, es decir, durante un periodo discreto de tiempo. 

La determinación de una tarifa de terminación, con base en la red de un operador eficiente, 
envía las señales correctas al mercado al otorgar incentivos a los concesionarios para 
minimizar costos; de lo contrario se distorsionan las señales de precios y los operadores de alto 
costo trasladarán sus ineficiencias a los consumidores. Además, podría proporcionar a un 
concesionario una ventaja injustificada a la hora de competir contra otros concesionarios en 
el servicio al usuario final.  

Por el contrario, al utilizar la red de un operador hipotético eficiente en la determinación de 
la tarifa de interconexión, los operadores tienen incentivos para reducir costos al tratar de 
obtener ganancias con relación a la tarifa establecida por la regulación; es importante 
mencionar que las reducciones en las tarifas de interconexión se trasladan al usuario final en 
la forma de menores precios por sus servicios finales. 

Considerando lo anterior, la extinta Comisión determinó en la Resolución recurrida que es 
conveniente que la tarifa de interconexión cubra los costos en que incurre un operador 
eficiente por terminar las llamadas, y a la vez incluya un retorno al capital razonable por 
prestar este servicio. De lo contrario se podría desincentivar la provisión de los servicios de 
interconexión. Es importante que los costos recuperados sean los de un operador eficiente, 
pues en caso contrario, se permitiría que la ineficiencia del operador se traslade a otros 
operadores y en última Instancia, a los usuarios. Adicionalmente, lo anterior es consistente con 
el proceso de competencia que debe existir en el mercado, esto es, en un mercado 
competido, un operador ineficiente se ve obligado a ajustar su operación para ser eficiente 
o deberá salir del mercado. Por ende, el modelo utilizado para la determinación de la tarifa 
de interconexión está basado en los costos de un operador eficiente. 

Asimismo, para determinar los costos de operadores reales es necesario contar con un gran 
desglose de información en el cual es previsible que exista una reticencia de los 
concesionarios de proporcionar información del precio de los activos, de que se utilice y se 
divulgue su información, lo cual conllevaría a que el modelo carezca de transparencia, y por 
ende credibilidad, lo que particularmente haría difícil o inclusive imposible la verificación del 
modelo por terceros y a una serie de cuestionamientos sobre la calidad de los resultados del 
modelo. 

6 Banco Mundial (2000), Manual de Reglamentación de las telecomunicaciones. 
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Por otra parte, los operadores tienen incentivos para establecer elevadas tarifas de 
terminación de llamadas ya que ello ocasiona que se incrementen los costos de sus 
competidores; y con ello se establezcan altos cargos para los clientes de los operadores de la 
competencia. En este sentido, cuando un operador reduce los costos de terminación de 
llamadas en su red debido a una operación más eficiente, quien se beneficia es el operador 
que adquiere un insumo a un precio menor y no así la empresa que ha reducido los costos de 
terminación. Por lo tanto el operador menos eficiente obtiene las ganancias de una ventaja 
competitiva. Este problema se solucionaría si se establecieran las tarifas por terminación con 
base en un operador representativo eficiente. 

Por consiguiente, el considerar los costos incurridos por un operador real, como lo pretende la 
Recurrente, no es acorde con el fomento de una sana competencia consagrado en el 
artículo 7 de la LFT ni con las mejores prácticas internacionales, por lo que lo argumentado 
por la Recurrente deviene de infundado. 

IX. En relación con lo manifestado por la Recurrente en el agravio SÉPTIMO en el que 
invoca que la Resolución Recurrida viola el principio de retroactividad al fijar tarifas 
para un periodo ya pasado, por lo que está viciada de una indebida motivación y, 
por lo tanto, viola el artículo 3, fracción V, de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo, es infundado. 

En el caso que nos ocupa si bien la Resolución Recurrida se dictó con fecha 20 de junio de 
2012, y determina tarifas de interconexión del 1 de noviembre al 31 de diciembre de 2011, ello 
no implica como pretende la Recurrente que dicho acto sea retroactivo. 

En este sentido, se considera necesario acudir al siguiente criterio relativo a la retroactividad: 

Novena Época 
Instancia: Segunda Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo: XIII, Junio de 2001 
Tesis: 2a. LXXXVIII/2001 
Página: 306 
Materia: Constitucional 
Tesis aislada. 

“IRRETROACTIVIDAD DE LAS LEYES. NO SE VIOLA ESA GARANTÍA CONSTITUCIONAL CUANDO LAS 
LEYES O ACTOS CONCRETOS DE APLICACIÓN SÓLO AFECTAN SIMPLES EXPECTATIVAS DE DERECHO, 
Y NO DERECHOS ADQUIRIDOS. Conforme a la interpretación que la Suprema Corte de Justicia de 
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la Nación ha hecho del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en 
cuanto al tema de la irretroactividad desfavorable que se prohíbe, se desprende que ésta se 
entiende referida tanto al legislador, por cuanto a la expedición de las leyes, como a la autoridad 
que las aplica a un caso determinado, ya que la primera puede imprimir retroactividad, al 
modificar o afectar derechos adquiridos con anterioridad y la segunda, al aplicarlo, 
produciéndose en ambos casos el efecto prohibido por el Constituyente. Ahora bien, el derecho 
adquirido es aquel que ha entrado al patrimonio del individuo, a su dominio o a su haber jurídico, 
o bien, es aquel que implica la introducción de un bien, una facultad o un provecho al patrimonio 
de una persona o haber jurídico; en cambio, la expectativa de derecho es una pretensión o 
esperanza de que se realice una situación determinada que va a generar con posterioridad un 
derecho; es decir, mientras que el derecho adquirido constituye una realidad, la expectativa de 
derecho corresponde al futuro. En estas condiciones, se concluye que si una ley o un acto 
concreto de aplicación no afectan derechos adquiridos sino simples expectativas de derecho no 
violan la garantía de irretroactividad de las leyes prevista en el precepto constitucional citado.” 

Amparo en revisión 607/2000. Héctor Adalberto García Noriega. 11 de mayo de 2001. Unanimidad 
de cuatro votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. 
Secretaria: Lourdes Minerva Cifuentes Bazán. Véase: Semanario Judicial de la Federación, Sexta 
Época, Volumen CXXXVI, Primera Parte, página 80, tesis de rubro: "RETROACTIVIDAD, TEORÍAS DE 
LA.". 

En el caso concreto, a efecto de que pudiera considerarse que la Resolución Recurrida es 
retroactiva, tendría que existir una afectación a un derecho adquirido de la Recurrente, lo 
que no se actualiza. 

En este sentido, en la Resolución Recurrida se analizó la existencia de un derecho adquirido 
en los siguientes términos: 

“Al respecto, esta Comisión como ya se mencionó, está facultada en términos de lo dispuesto por 
los artículos 9-A fracción X y 42 de la LFT, para determinar las condiciones que, en materia de 
interconexión, no hayan podido convenirse entre los concesionarios de redes públicas de 
telecomunicaciones interesados. En este sentido, el artículo 9 fracción VIII del Reglamento Interno 
vigente de la Comisión es consistente con la facultad anteriormente señalada, al establecer que 
corresponde al Pleno de dicho órgano el ejercicio de la atribución relativa a la resolución de 
condiciones de interconexión que no hayan podido convenirse entre los concesionarios de las 
redes públicas de telecomunicaciones de que se trate. 

Es así, que para que esta Comisión pueda ejercer la facultad consagrada en la segunda parte 
del artículo 9-A fracción X de la LFT, en relación con lo establecido por el artículo 42 de la LFT, sólo 
requiere la acreditación de un presupuesto esencial, como lo es, la existencia de condiciones no 
convenidas en materia de interconexión entre concesionarios de redes públicas de 
telecomunicaciones, de tal suerte que, de acreditarse este presupuesto, puede materializarse la 
hipótesis normativa consagrada en dicho precepto y, por lo tanto, la Comisión queda facultada 
para ejercer las atribuciones establecidas en la legislación de la materia. 
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Es importante precisar que las solicitudes presentadas ante la Comisión para determinar 
condiciones de interconexión no convenidas, deben cumplir precisamente con dicho requisito, 
es decir, que la solicitud verse sobre condiciones, términos y tarifas de interconexión que no estén 
comprendidos en un convenio de interconexión, de tal suerte que de acreditarse dicho 
presupuesto esencial se materialice la hipótesis normativa contenida en la segunda parte del 
artículo 42 de la LFT y la Comisión se aboque a resolver dichas condiciones de interconexión no 
convenidas entre concesionarios. 

Para efectos de lo anterior, es importante atender en primer término lo dispuesto en los Convenios 
celebrados por lusacell-GTM, Total Play-GTM y Unefon-GTM. 

En el numeral 16.1 de la cláusula Decimosexta del Convenio celebrado entre lusacell y GTM, 
establece expresamente lo siguiente: 

"16.1.- PLAZO INICIAL. El presente Convenio permanecerá en vigor hasta el día 31 de diciembre 
de 2010, salvo que sea terminado anticipadamente o rescindido [...]" [Énfasis añadido]. 

Asimismo, el numeral 16.2 de la cláusula Decimosexta del Convenio celebrado entre lusacell y 
GTM prevé que: 

"16.2 APLICACIÓN CONTINUA. 
[…] 

En el numeral 16.1 de la cláusula Decimosexta del Convenio celebrado entre Total Play y GTM, 
establece expresamente lo siguiente: 

"16.1 PLAZO INICIAL. El presente Convenio se extinguirá el 31 de diciembre de 2009, salvo que sea 
terminado anticipadamente por recisión" [Énfasis añadido]. 
Asimismo, el numeral16.2 de la cláusula Decimosexta del Convenio celebrado entre Total Play y 
GTM prevé que: 

"16.2 APLICACIÓN CONTINUA. Sin embargo, si al concluir el plazo inicial del presente Convenio o 
el plazo de vigencia de las contraprestaciones estipuladas en el Anexo "A", las partes continúan 
contando con una Red Pública de Telecomunicaciones que preste el Servicio Local y con la 
concesión correspondiente de la Secretaría, los términos y condiciones del presente Convenio 
continuarán aplicándose, incluyendo las contraprestaciones que hubiesen estado en vigor hasta 
el día inmediato anterior a la fecha que hubiese concluido el plazo de vigencia correspondiente, 
actualizadas por el transcurso del tiempo y con motivo de los cambios de precios en el país, para 
lo cual se aplicará el factor de actualización a que se refiere el subinciso 4. 1. 5 de la Cláusula 
Cuarta anterior […]. En el entendido de que dichas contraprestaciones continuarán aplicándose 
hasta que conforme a lo previsto por el Artículo 42 de la Ley las Partes celebren un nuevo convenio 
para continuar con la Interconexión de sus redes 

[…] 
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En todo caso, las partes podrán utilizar el procedimiento contenido en el Artículo 42 de la Ley para 
que en todo momento exista vigente un convenio." [Énfasis añadido] 

Como se desprende de lo anterior, las partes pactaron expresamente que el Convenio celebrado 
entre lusacell y GTM se extinguiría el 31 de diciembre de 2010 y en los Convenios celebrados entre 
Total Play, Unefon y GTM se extinguirían el 31 de diciembre de 2009. Sin embargo, también 
pactaron que al actualizarse la condición prevista en el numeral 16.2 de la cláusula Decimosexta 
de los mencionados instrumentos legales, en el sentido que si al concluir el plazo inicial de 
aplicación de dichos instrumentos, si las partes continuaban siendo titulares de su red pública de 
telecomunicaciones concesionada por la Secretaría, las partes continuarían aplicando los 
términos y condiciones pactados en sus convenios. 

[…] 

Tan es así, que en el numeral 16.2 de la Cláusula Decimosexta de los Convenios de Interconexión, 
se establece expresamente que para la celebración de los nuevos convenios las partes pueden 
utilizar el procedimiento contenido en el artículo 42 de la LFT, esto es, que de no llegar a un 
acuerdo en la celebración de los nuevos convenios, dentro de un plazo de 60 (sesenta) días 
contados a partir de que alguna de ellas lo solicite, la autoridad competente, en la especie, la 
Comisión, a solicitud de cualquiera de las partes resolverá sobre las condiciones que no hayan 
podido convenir. 

En este orden de ideas, no resulta fundado y en consecuencia atendible lo señalado por GTM 
respecto a que no se actualiza la hipótesis normativa contenida en el artículo 42 de la LFT, en el 
sentido de que las tarifas de interconexión han sido previamente acordadas por las partes. 

Por tanto, si bien en su momento operó el acuerdo para la aplicación continua de los términos, 
condiciones y contraprestaciones de los multicitados convenios, éstos tuvieron como vigencia la 
condición de la celebración de nuevos convenios de interconexión conforme al procedimiento 
establecido en el artículo 42 de la LFT. De ahí que resulte inaplicable la cláusula 4.1.2 contenida 
en los Convenios de Interconexión, toda vez que la aplicación continua de los términos y 
condiciones de dichos convenios, terminaría en el caso de que conforme a lo previsto por el 
artículo 42 de la LFT las partes celebren nuevos convenios, para lo cual se sujetarían al 
procedimiento contenido en dicho precepto legal. 

En este tenor, las solicitudes formuladas por Grupo lusacell a GTM a efecto acordar los términos, 
condiciones y tarifas de interconexión entre sus respectivas redes públicas de 
telecomunicaciones, consistieron en peticiones para acordar nuevos convenios de interconexión 
y una vez transcurrido el plazo de 60 (sesenta) días establecido para tal efecto en la legislación 
aplicable, sin que las partes llegaran a un acuerdo, es que Grupo lusacell solicitó la intervención 
de esta autoridad para resolver las condiciones que no acordó para la interconexión de su red 
pública de telecomunicaciones. 
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Por otra parte, es importante señalar que las partes en los Convenios de Interconexión, reconocen 
expresamente la facultad que tiene la autoridad para resolver las condiciones de interconexión 
conforme a lo establecido en el artículo 42 de la LFT, al haber estipulado en el numeral 16.2 de la 
cláusula Decimosexta, que la vigencia en la aplicación continua de los términos, condiciones y 
contraprestaciones está sujeta a la condición de la celebración de nuevos convenios conforme 
al procedimiento previsto en el precepto legal en cita. 

[…] 

A mayor abundamiento, dichos preceptos legales no imponen limitación alguna a la actuación 
de la autoridad, pudiendo intervenir tanto en el caso en que no exista convenio de interconexión 
previo o interconexión de redes públicas de telecomunicaciones, así como en el caso en que sí 
exista uno o más convenios de interconexión previamente celebrados o que las redes públicas 
de telecomunicaciones ya estén interconectadas, y uno de los concesionarios solicite el inicio de 
negociaciones para convenir nuevos términos, condiciones o tarifas de interconexión. 

Una interpretación distinta equivaldría a sostener contrario al espíritu de la LFT, (i) que cualquier 
concesionario tendría sólo una oportunidad de solicitar a otro determinado concesionario la 
interconexión de sus respectivas redes públicas de telecomunicaciones y en dicha oportunidad 
agotar todo tipo de tráfico que desee o pueda intercambiar para proveer a sus usuarios el más 
amplio espectro de servicios, o (ii) que algún concesionario quedaría sujeto a términos, 
condiciones y tarifas de interconexión inamovibles, que en un sector tan dinámico y competitivo 
como el de las telecomunicaciones puede resultar arcaico y anticompetitivo para el sector, o (iii) 
que la autoridad está limitada en su facultad y no podría resolver nuevas condiciones, términos y 
tarifas de interconexión que las partes no hayan podido acordar. 

En este tenor y de las manifestaciones hechas por las partes, se desprende que los supuestos 
requeridos por el artículo 42 de la LFT se materializaron y es así que la Comisión tiene facultades 
para intervenir y resolver las condiciones de interconexión planteadas por Grupo lusacell. Lo 
anterior, en concordancia con lo pactado por las partes en el numeral 16.2 de la cláusula 
Decimosex1a de los Convenios de Interconexión, en el sentido de que los referidos concesionarios 
continuarían aplicando los términos, condiciones y contraprestaciones hasta que conforme a lo 
previsto por el artículo 42 de la LFT, las partes celebren un nuevo convenio para continuar con la 
interconexión de sus redes. 

Es importante precisar que en el Anexo 'B" de Precios y Tarifas del convenio celebrado entre 
lusacell y GTM y el anexo "A" de Precios y Tarifas de los convenios celebrados entre Total Play, 
Unefon con GTM, las partes pactaron expresamente las tarifas de interconexión aplicables hasta 
los años 2009 y 2010. Sin embargo no existe documento alguno en que las partes hayan pactado 
tarifas de interconexión para 2011. 

En esta tesitura resultan improcedentes por infundados los argumentos de GTM en cuanto a que 
ya existen condiciones acordadas y vigentes para 2011, por lo que al haberse solicitado a GTM 
por parte de Grupo lusacell con fecha 3 de agosto de 2011, negociaciones de las tarifas de la 
interconexión entre sus redes, sin que a la fecha de emisión de la presente Resolución dichos 
concesionarios hubieren acordado las referidas tarifas, esta Comisión de conformidad con los 
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artículos 9-A fracción X y 42 de la LFT, se aboca a resolver sobre aquellos puntos de desacuerdo 
sometidos a su consideración. 

En este sentido, Grupo lusacell señaló que no pudo convenir con GTM, entre otros, las tarifas de 
interconexión entre sus redes aplicables a partir del 1º de noviembre de 2011 entre sus respectivas 
redes públicas de telecomunicaciones, petición que Grupo lusacell hizo a GTM con fecha 3 de 
agosto de 2011. 

De lo anterior, se desprende que las Solicitudes de Resolución efectivamente versan sobre tarifas 
de interconexión no convenidas por las partes para 2011. En consecuencia, es procedente la 
petición de Grupo lusacell y se acredita el presupuesto esencial contenido en la segunda parte 
de los artículos 9-A fracción X y 42 de la LFT, a efecto de que esta Comisión se aboque a resolver 
dichas tarifas de interconexión no convenidas entre Grupo lusacell y GTM. 

Por otro lado, respecto al argumento de GTM relativo a que las condiciones solicitadas por Grupo 
lusacell versan sobre derechos ya adquiridos, ya que se refieren a servicios ya prestados y 
generados en el pasado, esta Comisión considera que si bien es cierto los servicios de 
interconexión entre Grupo lusacell y GTM fueron prestados, también lo es que solo fueron 
prestados con la finalidad de seguir proveyendo a los usuarios de ambos concesionarios los 
servicios contratados, en este sentido, la cláusula de Aplicación Continua señalada por GTM solo 
operó con dicha finalidad. 

Asimismo, esta Comisión considera que no se está frente a un derecho adquirido debido a que 
dentro de la documentación del procedimiento en que se actúa no se encontró algún convenio 
o documentación que amparara que las condiciones solicitadas por Grupo lusacell se 
encontraban convenidas por las partes y vigentes para el periodo de tiempo solicitado por Grupo 
lusacell para su aplicación, esto es, para los meses de noviembre y diciembre de 2011. En este 
sentido la presente Resolución no modifica ningún acuerdo celebrado por las partes con 
anterioridad y como consecuencia no afecta la esfera jurídica de GTM, por lo que resulta 
infundado lo argumentado por dicho concesionario.” 

Es el caso que la Recurrente no controvierte las consideraciones citadas, que llevaron a la 
Comisión a determinar que no existían tarifas previamente convenidas entre las partes del 
desacuerdo, para el periodo del referido, así como que no existían derechos adquiridos que 
fueran afectados con la determinación de tarifas para el periodo invocado. 

Lo anterior, sin perjuicio que los argumentos expuestos en el correlativo son inoperantes al no 
controvertir las consideraciones citadas, en tanto que constituyen reiteraciones de lo 
argumentado en el procedimiento del que emana la Resolución, y que fueron estudiados en 
los términos transcritos. 

78 



 
 

 
 

       
 

 

 

   
  

 

 
          

  
 

 
 

   
  

           
   
  

       
  

 
           

  
 

    
   

  

 

 
  

 
 

        

Resulta infundado lo manifestado por la Recurrente en el sentido que existe una falta de 
congruencia interna, ya que no existe contradicción alguna pues la obligación de cumplir lo 
previsto en la Resolución Recurrida comienza a partir del día siguiente al que surta efectos la 
notificación del acto, y derivado de que resolvió el desacuerdo respecto de tarifas 
mencionadas. 

Respecto del argumento en que la Recurrente menciona que la ley no establece la 
posibilidad de tomar como punto de partida temporal para la fijación de las tarifas de 
interconexión los tres momentos que enuncia, es inoperante, ya que en la Resolución no se 
hace alusión a ninguno de dichos momentos. 

Es inoperante e infundado lo manifestado por la Recurrente en el sentido que le causa un 
perjuicio la retroactividad de la Resolución Recurrida, ya que refiere que se le podría privar de 
ingresos legítimamente obtenidos, haciendo referencia a una mera posibilidad, no a un 
perjuicio real y actual. 

Asimismo, es infundado que tendría que modificar sus finanzas y contabilidad hacia el pasado 
para acomodar, en su caso, el correspondiente impacto en sus declaraciones fiscales. Lo 
anterior, es infundado ya que la contabilidad e ingresos recibidos en el periodo relativo a las 
tarifas determinadas en la Resolución recurrida, permanece intocada, y en todo caso, los 
ajustes que deban operar a partir del cumplimiento de la Resolución Recurrida deberán 
reflejarse en los registros contables de la Recurrente a partir de que tengan lugar de manera 
real y efectiva dichas devoluciones, compensaciones o ajustes. 

Por último, respecto del argumento en que la Recurrente sostiene que la Comisión no está 
facultada para fijar una determinada tarifa de interconexión aplicable a períodos o fechas 
en los cuales se encontraba surtiendo plenos efectos una diversa tarifa pactada 
voluntariamente de conformidad con lo establecido en las cláusulas denominadas de 
"Aplicación Continua" y "Vigencia", dichos argumentos son infundados en los términos de la 
cita realizada en párrafos precedentes de la parte de la Resolución en que se analizaron 
dichos argumentos, al mismo tiempo que son inoperantes en tanto que no controvierten lo 
considerado en la Resolución Recurrida sobre el particular. 

X. En relación con lo manifestado por la Recurrente en el agravio OCTAVO, en el que 
invoca que la Resolución Recurrida contraviene el principio de congruencia 
procesal con motivo de la interpretación y aplicación de Principios derivados del 
Plan Técnico Fundamental de Interconexión e Interoperabilidad, contenido en el 
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artículo 3, fracciones V y XVI, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, es 
infundado. 

Lo manifestado por la Recurrente es infundado, ya que como ha quedado expuesto en la 
presente resolución, al estudiar el QUINTO agravio que hizo valer la Recurrente, en la 
Resolución Recurrida no se invocó ni aplicó el Plan de Interconexión, respecto de cuya 
aplicación la Recurrente tiene una sentencia de amparo a su favor, sino que únicamente se 
hizo alusión genérica a los objetivos y principios que la Ley Federal de Telecomunicaciones 
establecía para los planes técnicos fundamentales. 

Inclusive la Recurrente si bien afirma que se le aplicaron los principios previstos en el Plan de 
Interconexión, no realiza precisión alguna respecto de qué principio le fue aplicado, en qué 
parte de la Resolución Recurrida, y en qué términos para que esta autoridad cuente con los 
elementos mínimos que le permitan estudiar dicho agravio, por lo que sus argumentos son 
además inoperantes por insuficientes. 

XI. En relación con lo manifestado por la Recurrente en el agravio NOVENO, en el que 
invoca que en la elaboración del Modelo de Costos se violó la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo, pues no fue objeto del proceso de mejora regulatoria 
ni se publicó debidamente en el Diario Oficial, contraviniendo lo dispuesto en los 
artículos 69 y demás relativos de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, es 
infundado. 

Lo manifestado por la Recurrente es infundado, ya que si bien es cierto que el modelo de 
costos CITLP es una metodología como se reconoce en la Resolución Recurrida, no se emitió 
acto alguno en que se determinara que dicha metodología sería de aplicación general, por 
lo que no se actualizan los supuestos del artículo 4 de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo. 

Esto es, el artículo 4 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo prevé que los actos 
administrativo de carácter general, entre otros las metodologías deberán publicarse en el DOF 
para que produzcan efectos jurídicos, y conforme al Título Tercero A de la misma Ley, se 
observará el procedimiento de mejora regulatoria previo a la referida publicación. 

En el caso, el modelo de costos CITLP empleado para la emisión de la Resolución Recurrida 
no fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, ya que el Pleno de la Comisión Federal 
de Telecomunicaciones ni siquiera emitió un acto administrativo, menos aún de carácter 
general en que determinara la observancia general de dicho modelo de costos, sino que 
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para la emisión de la Resolución Recurrida determinó utilizar dicho modelo, atendiendo a lo 
previsto en las Reglas multicitadas. 

Como consecuencia de lo anterior, es infundado que el Modelo de Costos incumple con la 
obligación establecida por los artículos 4, 69-A y demás relativos de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo, pues la Comisión Federal de Telecomunicaciones no emitió un 
acto administrativo de carácter general en que se aprobara dicho modelo de costos, ni se 
ordenó su observancia general. 

XII. En relación con lo manifestado por la Recurrente en el agravio DÉCIMO, en el que 
invoca que la Comisión se encontraba impedida para determinar tarifas de 
interconexión en el desacuerdo concluido en la Resolución, en virtud de que está 
infringiendo lo convenido en la cláusula de aplicación continua y vigencia, es 
infundado. 

Lo manifestado por la Recurrente es infundado, ya que como ha quedado expuesto en la 
presente resolución, al estudiar el agravio SÉPTIMO que hizo valer la Recurrente, en la 
Resolución Recurrida se analizaron e interpretaron las cláusulas correspondientes y se 
determinó que dichos pactos no impedían la actualización de los presupuestos previstos por 
el artículo 42 de la Ley Federal de Telecomunicaciones. 

Asimismo, lo manifestado por la Recurrente es inoperante, puesto que no combate las 
consideraciones vertidas en la Resolución Recurrida sobre el particular, las que han quedado 
transcritas en la presente resolución al estudiar el agravio SÉPTIMO que hizo valer la Recurrente. 

XIII. En relación con lo manifestado por la Recurrente en el agravio UNDÉCIMO, en el 
que invoca que la Comisión carece de facultades para ordenar la suscripción de 
un nuevo convenio de interconexión, es infundado. 

Lo argumentado por la Recurrente es infundado, conforme a lo determinado en la Resolución 
Recurrida sobre el particular, y que se cita a continuación: 

“TERCERO.- Obligatoriedad de la interconexión.- En el artículo 42 de la LFT quedó previsto que los 
concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones tienen la obligación de interconectar 
sus redes cuando así les sea solicitado y, en todo caso, formalizarán dicha interconexión mediante 
la suscripción del convenio respectivo. Lo anterior pone de manifiesto que la LFT no prevé supuesto 
alguno que permita a los concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones negarse a 
celebrar un convenio de interconexión tras la presentación de la solicitud de inicio de 
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negociaciones. Una vez presentada ésta, los concesionarios involucrados deben negociar los 
términos, condiciones y tarifas de la interconexión, así como suscribir el convenio respectivo. 

La interconexión es el instrumento que garantiza la interoperabilidad de las redes y de los servicios, 
esto es, que los usuarios de una red puedan conectarse y comunicarse con los usuarios de otra y 
viceversa, o utilizar servicios proporcionados por la otra red. La obligatoriedad de la interconexión 
incluye ofrecer de manera no discriminatoria aquellas funciones necesarias para llevar a cabo la 
interconexión, en las mismas condiciones y con cuando menos la misma calidad de servicio que 
se otorguen a otros concesionarios que utilicen servicios de interconexión, capacidades o 
funciones similares. 

El bien jurídico tutelado por los artículos 41 y 42 de la LFT es consumar la interconexión de redes 
públicas de telecomunicaciones para que los usuarios de la red A puedan comunicarse con los 
usuarios de la red B. Si no hubiere interconexión entre la red A y la red 8, un usuario necesariamente 
tendría que contratar sus servicios con ambas redes para asegurar que su universo de llamadas 
llegue a su destino. En caso de no hacerlo de esta forma, sólo podría establecer comunicación 
con los usuarios que también hayan contratado sus servicios con la red que él haya contratado. 
Esta situación repercutiría en que su decisión para adquirir sus servicios estaría afectada 
sensiblemente por la cobertura de las redes haciendo a un lado criterios relacionados con precio, 
calidad y diversidad de servicios. Esto resultaría notoriamente contrario al objetivo de interés 
público plasmado en el artículo 7 de la LFT, consistente en promover el desarrollo eficiente de las 
telecomunicaciones. 

Es así que el artículo 42 de la LFT es garante del derecho que asiste a los usuarios de servicios de 
telecomunicaciones de tener comunicación con usuarios conectados a otras redes públicas de 
telecomunicaciones, así como de poder utilizar servicios proporcionados por otras redes, lo cual 
se logra con la obligación de todo concesionario de interconectar su red para garantizar el citado 
derecho de los usuarios. El objetivo último de un convenio de interconexión es que mediante la 
interconexión de las redes públicas de telecomunicaciones, se privilegie el interés público al 
permitir que los usuarios de una red puedan comunicarse con los usuarios de otra red y viceversa, 
o utilizar servicios proporcionados por la otra red. 

Los artículos 9-A fracción X y 42 de la LFT no imponen limitación alguna a la actuación de la 
autoridad, pudiendo intervenir tanto en el caso en que no exista convenio de interconexión previo 
o interconexión de redes públicas de telecomunicaciones, así como en el caso en que sí exista 
uno o más convenios de interconexión previamente celebrados o que las redes públicas de 
telecomunicaciones ya estén interconectadas, y uno de los concesionarios solicite el inicio de 
negociaciones para convenir nuevos términos, condiciones o tarifas de interconexión. Una 
interpretación distinta equivaldría a sostener contrario al espíritu de la LFT, (i) que cualquier 
concesionario tendría sólo una oportunidad de solicitar a otro determinado concesionario la 
interconexión de sus respectivas redes públicas de telecomunicaciones y en dicha oportunidad 
agotar todo tipo de tráfico que desee o pueda intercambiar para proveer a sus usuarios el más 
amplio espectro de servicios, o (ii) que algún concesionario quedaría sujeto a términos, 
condiciones y tarifas de interconexión inamovibles, que en un sector tan dinámico y competitivo 
como el de las telecomunicaciones puede resultar arcaico y anticompetitivo para el sector, o (iii) 
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que la autoridad está limitada en su facultad y no podría resolver nuevas condiciones, términos y 
tarifas de interconexión que las partes no hayan podido acordar. 

Por su parte, la Regla 53 de las Reglas del Servicio de Larga Distancia (en lo sucesivo, las "RSLD") y 
la Regla Novena Transitoria de las Reglas del Servicio Local (en lo sucesivo, las "RdSL "), establecen 
que la Comisión resolverá las tarifas relacionadas a la función de terminación de tráfico público 
conmutado en las redes autorizadas para prestar el servicio local, analizando las posiciones y 
elementos aportados por las partes, sobre el establecimiento de tarifas que permitan recuperar el 
costo incremental promedio de largo plazo (en lo sucesivo, el "CIPLPS") y los costos comunes 
atribuibles a dicha función que se determinan utilizando una metodología de costeo de acuerdo 
a bases internacionalmente reconocidas, la evolución de las referencias internacionales y el 
crecimiento y desarrollo de los mercados de telecomunicaciones en el país, de tal forma que se 
promueva una sana competencia entre los prestadores de servicio de telecomunicaciones, a 
efectos de que estos se presten con mejores precios, diversidad y calidad en beneficio de los 
usuarios. 

Asimismo, la condición 2.8 de la Concesión de GTM establece que dicho concesionario deberá 
informar a la Comisión respecto a los convenios ·de interconexión con cualquier otro 
concesionario de red pública de telecomunicaciones nacional o extranjero, y estos convenios de 
interconexión deberán ajustarse al marco de la normatividad vigente. 

En virtud de lo anterior, se concluye que: (i) la interconexión es el mecanismo que materializa la 
interoperabilidad de las redes y de los servicios, esto es, que los usuarios de una de las redes 
públicas de telecomunicaciones puedan conectarse e intercambiar tráfico con los usuarios de la 
otra red pública de telecomunicaciones y viceversa; (ii) los concesionarios están obligados a 
interconectar sus redes y, a tal efecto, suscribir un convenio en un plazo no mayor de sesenta (60) 
días naturales contados a partir de que alguno de ellos lo solicite; (iii) en caso de desacuerdo 
entre las partes, la Comisión, a solicitud de éstas resolverá los términos, condiciones y tarifas de 
interconexión no convenidos, (iv) la obligatoriedad de la interconexión incluye el ofrecer de 
manera no discriminatoria aquellas funciones necesarias para llevar a cabo la interconexión, en 
las mismas condiciones y con cuando menos la misma calidad de servicio con que se presten a 
la propia operación, a las filiales y subsidiarias, y (v) los elementos que en términos de las RSLD y 
RdSL, la Comisión debe considerar para determinar las tarifas de interconexión. 

Una vez analizado el marco regulatorio se desprende que los únicos requisitos para ser sujeto de 
la obligación de interconexión son: (i) tener una concesión de red pública de 
telecomunicaciones, y (ii) que un concesionario de red pública de telecomunicaciones la solicite 
a otro. 

En consecuencia está acreditado que las empresas que conforman el Grupo lusacell y GTM tienen 
el carácter de concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones y que efectivamente 
Grupo lusacell solicitó a GTM el inicio de negociaciones para convenir los términos, condiciones y 
tarifas de interconexión, según se desprende de los antecedentes I, II y III de la presente 
Resolución. 
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Por ello, conforme al artículo 42 de la LFT, Grupo lusacell y GTM están obligados a interconectar 
sus redes públicas de telecomunicaciones, así como a garantizar la eficiente interconexión de las 
mismas, formalizando en todo caso, la suscripción del convenio respectivo que estipule los 
términos, condiciones y tarifas aplicables.” 

Asimismo, se advierte que el resolutivo segundo de la Resolución Recurrida no vulnera el 
principio contractual de la autonomía de la voluntad, puesto que como ha quedado 
expuesto en la presente resolución, al estudiar el agravio SÉPTIMO agravio que hizo valer la 
Recurrente, en la Resolución Recurrida se analizaron e interpretaron cláusulas de los convenios 
correspondientes y se determinó que dichos pactos no impedían la actualización de los 
presupuestos previstos por el artículo 42 de la Ley Federal de Telecomunicaciones. 

De lo anterior resulta que en el caso no se ordenó la terminación de facto y/o la cesación de 
efectos de las condiciones de interconexión y demás obligaciones contractuales que fueron 
convenidas entre las partes, sino que en los términos previstos en la Resolución Recurrida, 
“…las partes dejaron a salvo su derecho de suscribir un nuevo convenio de interconexión al 
concluir el plazo de vigencia inicial, sometiéndose a lo dispuesto por el artículo 42 de la LFT.” 

XIV. En relación con lo manifestado por la Recurrente en el agravio DÉCIMO SEGUNDO, 
en el que invoca que la Comisión debe resolver debidamente la objeción de 
documentos hecha valer por la Recurrente en el inicio del procedimiento y tomarla 
en consideración al momento de valorar las pruebas ofrecidas por las partes, es 
inoperante. 

Lo argumentado por la Recurrente en el agravio en estudio es inoperante, ya que no precisa 
de manera concreta y puntual en qué forma sus objeciones de documentos hubieran variado 
el sentido de la Resolución Recurrida, por lo que sus manifestaciones son inoperantes por 
insuficientes. 

Siendo aplicables por analogía los siguientes criterios emitidos por el Poder Judicial de la 
Federación, que al efecto señalan: 

Época: Octava. 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Parte: XI-Mayo 
Página: 285 
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“AGRAVIOS INSUFICIENTES, REVISION FISCAL. No pueden considerarse como agravios las 
afirmaciones genéricas de que: La sentencia es infundada, no examina la resolución recurrida, la 
demanda o su contestación no atienden al resultado de algunas de las pruebas; u otras 
semejantes, si no se precisan las razones por las que así se considera ya que tales argumentaciones 
tan genéricas no demuestran la ilegalidad de la sentencia, ni atacan los fundamentos y razones 
en que se sustenta.” 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

Revisión fiscal 8/93. McGraw Hill Interamericana de México, S. A. de C.V. 17 de marzo de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Solís Solís. Secretario: Pablo Rabanal Arroyo. 

Época: Séptima. 
Instancia: Segunda Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Parte: 12 Tercera Parte 
Página: 70 

“AGRAVIOS INSUFICIENTES. Cuando en los agravios aducidos por la recurrente no se precisan 
argumentos tendientes a demostrar la ilegalidad de la sentencia, ni se atacan los fundamentos 
legales y consideraciones en que se sustenta el sentido del fallo, se impone confirmarlo en sus 
términos por la insuficiencia de los propios agravios.” 

Volumen 1, pág. 131. 

Amparo en revisión 7798/67. Comisariado Ejidal del Poblado "El Chauz", Municipio de Huacana, 
Michoacán. 17 de enero de 1969. Unanimidad de 4 votos. Ponente: Pedro Guerrero Martínez. 
Volumen 4, pág. 141. 

Amparo en revisión 1259/68. Raúl Chavira Flores. 14 de abril de 1969. 5 votos. Ponente: José Rivera 
Pérez Campos. Volumen 4, pág. 141. 

Amparo en revisión 8742/67. Laureano Treviño Treviño. 14 de abril de 1969. 5 votos. Ponente: José 
Rivera Pérez Campos. Volumen 6, pág. 79. Amparo en revisión 6472/68. Esther Ceballos vda. de 
Buenrostro y coags. 26 de junio de 1969. 5 votos. Ponente: Jorge Iñárritu. Volumen 7 pág. 56. 

Amparo en revisión 7532/68. Comisariado Ejidal del Poblado de San Miguel Eménguaro, Mpio. de 
Salvatierra, Gto. 31 de julio de 1969. 5 votos. Ponente: Pedro Guerrero Martínez. NOTA: Esta tesis 
también aparece en: Séptima Epoca, Tercera Parte: Volumen 14, pág. 21. 

Amparo en revisión 3475/69. Isidoro López Medina y coags. 16 de febrero de 1970. Unanimidad de 
4 votos. Ponente: Carlos del Río Rodríguez. Volumen 14, pág. 21. Amparo en revisión 1111/68. 
Comisariado ejidal del Poblado de San Isidro, Coeneo, Estado de Michoacán. 20 de marzo de 
1970. 5 votos Volumen 14, pág. 21. Amparo en revisión 1432/67. J. Paz Alejandro Moreno y 
acumulados. 27 de febrero de 1970. Volumen 13, pág. 41. 
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Amparo en revisión 46/69. Ferretería y similares, S. A. 8 de enero de 1970. Mayoría de 4 votos. 
Ponente: Pedro Guerrero Martínez. Volumen 13, pág. 41. Amparo en revisión 4005/69. Martha Eloisa 
Navarro de Lazano. 30 de enero de 1970. Unanimidad de 4 votos. Volumen 10, pág. 30. Amparo 
en revisión 2804/69. Poblado de "La Cañada", municipio de Villa del Carbón, Estado de México. 9 
de octubre de 1969. 5 votos. Ponente: Jorge Iñárritu. Apéndice 1917-1985, Octava Parte, Común 
al Pleno y las Salas, tesis 40, pág. 65. 

XV. En relación con lo manifestado por la Recurrente en el agravio DÉCIMO TERCERO, 
en el que invoca que la Comisión carece de facultades para emitir 
determinaciones que afecten directa o indirectamente la existencia, validez, 
vigencia o exigibilidad de las condiciones de interconexión previamente 
convenidas entre la Recurrente y Las Tercero perjudicadas, es infundado. 

Lo argumentado por la Recurrente en el agravio en estudio es infundado, ya que constituye 
una reiteración de los agravios SÉPTIMO y DÉCIMO PRIMERO, y que han sido estudiados en la 
presente resolución. 

En ese orden de ideas, como se desprende de la Resolución Recurrida, ésta no contraviene 
condiciones de interconexión que tuvieran previamente convenidas las partes, ni implica la 
violación de lo dispuesto por el artículo 42 de la Ley Federal de Telecomunicaciones, puesto 
que como se determinó en la Resolución Recurrida: 

“Como se desprende de lo anterior, las partes pactaron expresamente que el Convenio 
celebrado entre lusacell y GTM se extinguiría el 31 de diciembre de 2010 y en los Convenios 
celebrados entre Total Play, Unefon y GTM se extinguirían el 31 de diciembre de 2009. Sin embargo, 
también pactaron que al actualizarse la condición prevista en el numeral 16.2 de la cláusula 
Decimosexta de los mencionados instrumentos legales, en el sentido que si al concluir el plazo 
inicial de aplicación de dichos instrumentos, si las partes continuaban siendo titulares de su red 
pública de telecomunicaciones concesionada por la Secretaría, las partes continuarían 
aplicando los términos y condiciones pactados en sus convenios. 

No obstante lo anterior, también se aprecia que se estableció dentro de los Convenios celebrados 
entre lusacell, Total Play, Unefon y GTM (en lo sucesivo, los "Convenios de Interconexión"), que las 
partes podrían acudir ante la Comisión para resolver cualquier desacuerdo de interconexión en 
términos del artículo 42 de la LFT, es decir, las partes expresamente dejaron a salvo su derecho de 
solicitar la intervención de la autoridad en caso de que no pudieran llegar a un acuerdo respecto 
de los términos y condiciones de la interconexión entre sus redes. Lo anterior, resulta lógico ya que 
asumir lo contrario sería tanto como obligar a las partes a quedar sujetas a términos y condiciones 
inamovibles que en un sector tan dinámico y competitivo como el de las telecomunicaciones 
puede resultar arcaico y anticompetitivo para el sector. 
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Tan es así, que en el numeral 16.2 de la Cláusula Decimosexta de los Convenios de Interconexión, 
se establece expresamente que para la celebración de los nuevos convenios las partes pueden 
utilizar el procedimiento contenido en el artículo 42 de la LFT, esto es, que de no llegar a un 
acuerdo en la celebración de los nuevos convenios, dentro de un plazo de 60 (sesenta) días 
contados a partir de que alguna de ellas lo solicite, la autoridad competente, en la especie, la 
Comisión, a solicitud de cualquiera de las partes resolverá sobre las condiciones que no hayan 
podido convenir. 

En este orden de ideas, no resulta fundado y en consecuencia atendible lo señalado por GTM 
respecto a que no se actualiza la hipótesis normativa contenida en el artículo 42 de la LFT, en el 
sentido de que las tarifas de interconexión han sido previamente acordadas por las partes. 

Por tanto, si bien en su momento operó el acuerdo para la aplicación continua de los términos, 
condiciones y contraprestaciones de los multicitados convenios, éstos tuvieron como vigencia la 
condición de la celebración de nuevos convenios de interconexión conforme al procedimiento 
establecido en el artículo 42 de la LFT. De ahí que resulte inaplicable la cláusula 4.1.2 contenida 
en los Convenios de Interconexión, toda vez que la aplicación continua de los términos y 
condiciones de dichos convenios, terminaría en el caso de que conforme a lo previsto por el 
artículo 42 de la LFT las partes celebren nuevos convenios, para lo cual se sujetarían al 
procedimiento contenido en dicho precepto legal. 

En este tenor, las solicitudes formuladas por Grupo lusacell a GTM a efecto acordar los términos, 
condiciones y tarifas de interconexión entre sus respectivas redes públicas de 
telecomunicaciones, consistieron en peticiones para acordar nuevos convenios de interconexión 
y una vez transcurrido el plazo de 60 (sesenta) días establecido para tal efecto en la legislación 
aplicable, sin que las partes llegaran a un acuerdo, es que Grupo lusacell solicitó la intervención 
de esta autoridad para resolver las condiciones que no acordó para la interconexión de su red 
pública de telecomunicaciones. 

Por otra parte, es importante señalar que las partes en los Convenios de Interconexión, reconocen 
expresamente la facultad que tiene la autoridad para resolver las condiciones de interconexión 
conforme a Jo establecido en el artículo 42 de la LFT, al haber estipulado en el numeral 16.2 de la 
cláusula Decimosexta, que la vigencia en la aplicación continua de los términos, condiciones y 
contraprestaciones está sujeta a la condición de la celebración de nuevos convenios conforme 
al procedimiento previsto en el precepto legal en cita. 

En este sentido, la segunda parte de los artículos 9-A fracción X y 42 de la LFT facultan lisa y 
llanamente a la autoridad para determinar las condiciones de interconexión hayan podido 
convenir dos o más concesionarios, cuando éstas no han sido pactadas expresamente en algún 
convenio, o se refieren como en el caso que nos ocupa a un periodo diferente al expresamente 
pactado. 

A mayor abundamiento, dichos preceptos legales no imponen limitación alguna a la actuación 
de la autoridad, pudiendo intervenir tanto en el caso en que no exista convenio de interconexión 
previo o interconexión de redes públicas de telecomunicaciones, así como en el caso en que sí 
exista uno o más convenios de interconexión previamente celebrados o que las redes públicas 
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de telecomunicaciones ya estén interconectadas, y uno de los concesionarios solicite el inicio de 
negociaciones para convenir nuevos términos, condiciones o tarifas de interconexión. 

Una interpretación distinta equivaldría a sostener contrario al espíritu de la LFT, (i) que cualquier 
concesionario tendría sólo una oportunidad de solicitar a otro determinado concesionario la 
interconexión de sus respectivas redes públicas de telecomunicaciones y en dicha oportunidad 
agotar todo tipo de tráfico que desee o pueda intercambiar para proveer a sus usuarios el más 
amplio espectro de servicios, o (ii) que algún concesionario quedaría sujeto a términos, 
condiciones y tarifas de interconexión inamovibles, que en un sector tan dinámico y competitivo 
como el de las telecomunicaciones puede resultar arcaico y anticompetitivo para el sector, o (iii) 
que la autoridad está limitada en su facultad y no podría resolver nuevas condiciones, términos y 
tarifas de interconexión que las partes no hayan podido acordar. 

En este tenor y de las manifestaciones hechas por las partes, se desprende que los supuestos 
requeridos por el artículo 42 de la LFT se materializaron y es así que la Comisión tiene facultades 
para intervenir y resolver las condiciones de interconexión planteadas por Grupo lusacell. Lo 
anterior, en concordancia con lo pactado por las partes en el numeral 16.2 de la cláusula 
Decimosex1a de los Convenios de Interconexión, en el sentido de que los referidos concesionarios 
continuarían aplicando los términos, condiciones y contraprestaciones hasta que conforme a lo 
previsto por el artículo 42 de la LFT, las partes celebren un nuevo convenio para continuar con la 
interconexión de sus redes. 

Es importante precisar que en el Anexo 'B" de Precios y Tarifas del convenio celebrado entre 
lusacell y GTM y el anexo "A" de Precios y Tarifas de los convenios celebrados entre Total Play, 
Unefon con GTM, las partes pactaron expresamente las tarifas de interconexión aplicables hasta 
los años 2009 y 2010. Sin embargo no existe documento alguno en que las partes hayan pactado 
tarifas de interconexión para 2011. 

En esta tesitura resultan improcedentes por infundados los argumentos de GTM en cuanto a que 
ya existen condiciones acordadas y vigentes para 2011, por lo que al haberse solicitado a GTM 
por parte de Grupo lusacell con fecha 3 de agosto de 2011 las negociaciones de las tarifas de la 
interconexión entre sus redes, sin que a la fecha de emisión de la presente Resolución dichos 
concesionarios hubieren acordado las referidas tarifas, esta Comisión de conformidad con los 
artículos 9-A fracción X y 42 de la LFT, se aboca a resolver sobre aquellos puntos de desacuerdo 
sometidos a su consideración. 

En este sentido, Grupo lusacell señaló que no pudo convenir con GTM, entre otros, las tarifas de 
interconexión entre sus redes aplicables a partir del 1º de noviembre de 2011 entre sus respectivas 
redes públicas de telecomunicaciones, petición que Grupo lusacell hizo a GTM con fecha 3 de 
agosto de 2011. 

De lo anterior, se desprende que las Solicitudes de Resolución efectivamente versan sobre tarifas 
de interconexión no convenidas por las partes para 2011. En consecuencia, es procedente la 
petición de Grupo lusacell y se acredita el presupuesto esencial contenido en la segunda parte 
de los artículos 9-A fracción X y 42 de la LFT, a efecto de que esta Comisión se aboque a resolver 
dichas tarifas de interconexión no convenidas entre Grupo lusacell y GTM. 
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Por otro lado, respecto al argumento de GTM relativo a que las condiciones solicitadas por Grupo 
lusacell versan sobre derechos ya adquiridos, ya que se refieren a servicios ya prestados y 
generados en el pasado, esta Comisión considera que si bien es cierto los servicios de 
interconexión entre Grupo lusacell y GTM fueron prestados, también lo es que solo fueron 
prestados con la finalidad de seguir proveyendo a los usuarios de ambos concesionarios los 
servicios contratados, en este sentido, la cláusula de Aplicación Continua señalada por GTM solo 
operó con dicha finalidad. 

Asimismo, esta Comisión considera que no se está frente a un derecho adquirido debido a que 
dentro de la documentación del procedimiento en que se actúa no se encontró algún convenio 
o documentación que amparara que las condiciones solicitadas por Grupo lusacell se 
encontraban convenidas por las partes y vigentes para el periodo de tiempo solicitado por Grupo 
lusacell para su aplicación, esto es, para los meses de noviembre y diciembre de 2011. En este 
sentido la presente Resolución no modifica ningún acuerdo celebrado por las partes con 
anterioridad y como consecuencia no afecta la esfera jurídica de GTM, por lo que resulta 
infundado lo argumentado por dicho concesionario.” 

Por lo que se refiere al argumento de la Recurrente que construye con base en la cláusula 
4.1.2. de los convenios de interconexión invocados, es infundado, pues si bien aduce que se 
pactó que las nuevas tarifas que en su caso se establezcan, para ser aplicadas y/o pagadas 
entre sí, deberán contenerse en una "resolución administrativa o judicial”, y pretende negar 
la actualización de ese supuesto, resulta que la Resolución Recurrida si constituye una 
resolución administrativa, aunque la misma haya sido impugnada. 

XVI. En relación con lo manifestado por la Recurrente en el agravio DÉCIMO CUARTO, 
en el que la Recurrente hace valer que la Resolución Impugnada se omite 
indebidamente resolver el planteamiento relacionado con la determinación de la 
tarifa de terminación en la red local fija de Unefon y Total Play, es fundado. 

Al respecto, de conformidad con lo dispuesto por la fracción IV del artículo 91, de la LFPA esta 
autoridad resolutora se encuentra facultada para modificar la resolución impugnada y 
resolver la tarifa de interconexión que la tercero perjudicada debe cobrar a la recurrente, 
respecto de la terminación de llamadas en la red fija, en virtud que de las constancias que 
obran en autos efectivamente se desprende que en el escrito de respuesta a la solicitud de 
desacuerdo de fecha 24 de enero de 2012, la recurrente señaló de manera textual como una 
condición no convenida entre las partes la siguiente: 
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1) En el supuesto sin conceder que esa Comisión proceda a la determinación de una 
tarifa de terminación conmutada en la red fija de mi representada, no obstante 
todo lo manifestado en el presente escrito y que, en particular, ya se encuentra 
fenecida la temporalidad que Unefon solicita, la Cofetel deberá entonces 
determinar también la tarifa de terminación en la red local fija de ésta última, lo 
que debe hacerse en base a lo establecido en la Regla Novena Transitoria de las 
RdSL, aplicable a dicho concesionario por su calidad de operador local fijo 

2) En el supuesto sin conceder que esa Comisión proceda a la determinación de una 
tarifa de terminación conmutada en la red fija de mi representada, no obstante 
todo lo manifestado en el presente escrito y que, en particular, ya se encuentra 
fenecida la temporalidad que Total Play solicita, la Cofetel deberá entonces 
determinar también la tarifa de terminación en la red local fija de ésta última, lo 
que debe hacerse en base a lo establecido en la Regla Novena Transitoria de las 
RdSL, aplicable a dicho concesionario por su calidad de operador local fijo” 

Por lo anterior, en la respuesta a la solicitud de desacuerdo de interconexión de fecha 24 de 
enero de 2012, se plantean por parte de la recurrente los términos y condiciones que no pudo 
convenir con la tercero interesada, consistentes en: 

1. Tarifa de interconexión por terminación en la red local fija de Unefon y Total Play 
aplicable del 1 de noviembre al 31 de diciembre de 2011. 

Asimismo, el artículo Sexto Transitorio del Decreto de la LFTR establece que la atención, trámite 
y resolución de los asuntos y procedimientos que hayan iniciado previamente a la entrada en 
vigor de la LFTR, se realizará en los términos establecidos en el artículo Séptimo Transitorio del 
Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de los artículos 6o., 7o., 27, 
28, 73, 78, 94 y 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de 
telecomunicaciones, publicado en el DOF el 11 de junio de 2013. 

Por lo anterior y de conformidad con lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo Séptimo 
Transitorio del Decreto, el cual establece que los procedimientos iniciados con anterioridad a 
la integración del Instituto continuarán su trámite ante este órgano en términos de la 
legislación aplicable al momento de su inicio; el Instituto resulta competente para emitir la 
presente resolución que determina las condiciones de interconexión no convenidas entre 
concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones en términos del artículo 42 de la 
abrogada Ley Federal de Telecomunicaciones (en lo sucesivo, la “LFT”). 
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Consideraciones del Instituto. 

En primer término, como se estableció en el presente agravio, queda debidamente 
acreditado el inicio de negociaciones entre la recurrente y la tercero interesada. Asimismo, 
quedó establecida la condición de interconexión no convenida entre las partes. 

En este sentido, con la finalidad de determinar la tarifa de interconexión por servicios de 
terminación fija de las redes fijas de Unefon y Total Play, este Instituto considera que a fin 
ejercer las facultades conferidas específicamente en los artículos 7 fracción II, 9-A fracción X, 
y 42 de la LFT en el sentido de promover y vigilar la eficiente interconexión entre las redes 
públicas de telecomunicaciones y resolver las condiciones que en materia de interconexión 
no hayan podido convenirse entre los concesionarios, se debe de estar a lo indicado en el 
apartado de tarifa de interconexión por servicios de terminación fija de la Resolución 
recurrida, señalado a fojas 21 a 49, mismas que para evitar repeticiones innecesarias se tienen 
aquí por reproducidas como si a la letra se insertasen, y en la que la extinta Comisión 
estableció las formulas y metodología utilizadas para los cálculos realizados conforme al 
modelo CITLP para determinar la tarifa de interconexión para el 1 de noviembre al 31 de 
diciembre de 2011 de $0.03951 pesos M.N. por minuto de interconexión. 

DÉCIMO PRIMERO.- Que en relación con el escrito presentado por las Tercero perjudicadas el 
día catorce de septiembre de dos mil doce, por el que desahogaron la vista que les fue 
concedida con el recurso de revisión interpuesto por la Recurrente, mediante el acuerdo de 
fecha cinco de septiembre de dos mil doce, se entra a su estudio en los siguientes términos: 

Las Tercero perjudicadas hacen valer diversos argumentos en su escrito de desahogo de vista 
mediante la expresión de sus manifestaciones de derecho, por medio de los cuales señalan 
los siguientes puntos: 

1.- Que solicitaron la suspensión temporal del término de 60 días a que se refiere el artículo 42 
de la Ley Federal de Telecomunicaciones, a efecto de que la hoy extinta Comisión Federal 
de Telecomunicaciones, se abstuviera de dictar resolución dentro de los procedimientos de 
desacuerdo de condiciones de interconexión, no obstante lo procedente de las solicitudes, 
mediante diversos oficios el Jefe de la Unidad de Prospectiva y Regulación de la Cofetel negó 
conceder dicha petición, señalando que la ilegalidad de dichos oficios deriva de que en 
materia de tarifas de interconexión se privilegia la autonomía de las partes sujetas al marco 
legal que establece la propia ley, por lo que, si las partes habían reiniciado negociaciones 
para determinar las tarifas aplicables en la interconexión de sus redes, la facultad de la 
Comisión cesó a partir de ese momento. 
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En relación con lo manifestado por las Tercero perjudicadas, cabe señalar que dicho 
argumento resulta a todas luces infundado, si se tiene en consideración lo dispuesto por el 
artículo 42 de la Ley Federal de Telecomunicaciones, el cual al efecto dispone: 

“Artículo 42. Los concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones deberán interconectar 
sus redes, y a tal efecto suscribirán un convenio en un plazo no mayor de 60 días naturales 
contados a partir de que alguno de ellos lo solicite. Transcurrido dicho plazo sin que las partes 
hayan celebrado el convenio, o antes si así lo solicitan ambas partes, la Secretaría, dentro de los 
60 días naturales siguientes, resolverá sobre las condiciones que no hayan podido convenirse.” 

Del precepto citado se desprende que, si bien dicho artículo privilegia la voluntad de las 
partes en materia de interconexión, la misma queda supeditada al interés público de los 
usuarios de servicios de telecomunicaciones quienes no deben verse afectados por la 
voluntad de los concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones en cuanto a la 
decisión de interconectar sus redes, es por ello que el plazo para ejercer dicha voluntad de 
los concesionarios debe ejercerse en un plazo no mayor a los 60 días naturales que prevé el 
precepto citado, una vez transcurrido el cual  o antes a solicitud de ambas partes, el órgano 
regulador debe resolver dentro de los 60 días naturales siguientes las condiciones de 
interconexión que no hayan podido convenirse. 

En ese orden de ideas, cabe precisar que el artículo invocado no prevé la suspensión del 
procedimiento de resolución de condiciones no convenidas entre concesionarios una vez que 
este ha iniciado ante el órgano regulador, por lo cual la afirmación hecha por las Tercero 
Interesadas en el sentido de que procede la suspensión de dicho procedimiento a solicitud 
de cualquiera de las partes, resulta del todo infundada. 

Por lo anterior, no resulta procedente por infundado el argumento vertido por las Tercero 
perjudicadas en el presente punto. 

2.- Que la Comisión Federal de Telecomunicaciones no cuenta con facultades para resolver 
con base a un modelo de costos, sino a partir de los costos reales de los concesionarios que 
participan en el mercado mexicano. Por lo cual, si la Comisión resolvió el desacuerdo 
planteado con base en un modelo de costos, dicho modelo no toma en cuenta ni siquiera el 
contexto y realidad del país, pasando por alto los costos y participación de mercado de cada 
operador, y por el contrario se basa en variables o factores inexistentes para el caso del 
mercado mexicano. 
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Las manifestaciones hechas valer por las Tercero perjudicadas resultan inoperantes e 
infundadas por los mismos razonamientos expuestos al dar contestación a los argumentos 
vertidos por la Recurrente en el agravio QUINTO, de su escrito de interposición de Recurso de 
Revisión, en razón de que constituyen esencialmente los mismos argumentos acerca de la 
supuesta falta de competencia de la Comisión Federal de Telecomunicaciones (hoy extinta) 
para resolver desacuerdos en materia de interconexión con base en modelos de costos, que 
expuso la Recurrente, por lo que, se solicita que se tengan vertidos los argumentos expuestos 
al dar contestación al agravio Quinto, a fin de evitar reiteraciones innecesarias. 

En ese orden de ideas, y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 344 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo  2º de dicho ordenamiento, se 
tienen en consideración los Alegatos presentados por las Tercero perjudicadas, así como 
todas y cada una de las manifestaciones contenidas en su escrito presentado el día catorce 
de septiembre de dos mil doce, a fin de salvaguardar su garantía de audiencia, siendo que 
dichos argumentos vertidos en los escritos de referencia han sido considerados y valorados 
por esta autoridad en el presente apartado así como al dar contestación a los agravios 
planteados por la Recurrente, tal como consta en el Considerando DÉCIMO de la presente 
resolución, por lo que todos y cada uno de los argumentos hechos valer por las Tercero 
perjudicadas se ha considerado para dictar la presente Resolución. 

DÉCIMO SEGUNDO.- Que derivado de lo expuesto en el considerando DÉCIMO, los 
argumentos expresados como agravios por la Recurrente, son infundados toda vez que no 
desvirtúan la legalidad de la Resolución Recurrida, puesto que no hace valer razonamientos 
suficientes que ataquen el contenido de la resolución en comento, toda vez que con los 
mismos pretende tergiversar el contenido de los preceptos invocados, sin que sus argumentos 
demuestren la ilegalidad de lo expresado en la Resolución Recurrida, lo anterior conforme la 
siguiente tesis jurisprudencial emitida por el Poder Judicial de la Federación: 

Octava Época, 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Tomo: 85, 
Enero de 1995, 
Tesis: XIX.2º. J/5, Página: 95. 
Genealogía: Apéndice 1917-1995, Tomo VI, Segunda Parte, 
Tesis, 595, pág. 395. 

93 



 
 

 
   

              
            
             

 
 

  
 

      
  

 
 

      
  

 
             

 
  

 
    

 
 

         
  

 
  

 
 

       
       

 

 
     

            
 

             
 

        
 

 
 

“AGRAVIOS INOPERANTES. EN EL RECURSO DE REVISIÓN. Son inoperantes los agravios cuando en 
éstos no se formula objeción alguna contra los lineamientos que rigen el fallo recurrido, o bien, 
cuando son varias las consideraciones en que se sustenta la sentencia impugnada y en los 
agravios sólo se combaten algunas de ellas, resultando ineficaces para conducir a su revocación 
o modificación, tomando en cuenta que, para ese efecto, deben destruirse todos los argumentos 
del Juez de Distrito sobre los que descansa el sentido del fallo.” 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO NOVENO CIRCUITO. 

Amparo en revisión 100/94. María Reyna Rodríguez Reyes. 15 de junio de 1994. Unanimidad de 
votos. 
Ponente: Roberto Terrazas Salgado. Secretario: Sergio Arturo López Servín. 

Recurso de revisión 138/94. Antonio Hernández Teno. 15 de junio de 1994. Unanimidad de votos. 
Ponente: Lucio Antonio Castillo González. Secretario: Carlos Alberto Caballero Dorantes. 

Amparo en revisión 114/94. Víctor Manuel Cardín Durand. 15 de junio de 1994. Uinanimidad de 
votos. 
Ponente: Lucio Antonio Castillo González. Secretario Arturo Ortegón Garza. 

Amparo en revisión 63/94. Aurelio Santiago Torres. 31 de agosto de 1994. Unanimidad de votos. 
Ponente: Guadalupe Méndez Hernández. Secretario: Marco Antonio Cepeda Anaya. 

Amparo en revisión 272/94. Autobuses de Oriente A.D.O., S.A. de C.V. 26 de octubre de 1994. 
Unanimidad de votos. 

Ponente: Guadalupe Hernández. Secretario: Miguel Angel Pena Martínez. 

Consecuentemente, debido a lo infundado de los argumentos hechos valer por la Recurrente, 
al no haberse demostrado la ilegalidad de la Resolución Recurrida, resulta procedente 
confirmar la validez de la misma. 

DÉCIMO TERCERO.- La Recurrente formuló sus alegatos mismos que fueron presentados con 
fecha 16 de febrero de 2017, en ese orden de ideas, y de conformidad con lo dispuesto por 
el artículo 344 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 2º 
de dicho ordenamiento, se tienen en consideración los Alegatos presentados por la parte 
Recurrente hechos valer, al constituir en esencia una reiteración de los argumentos 
contenidos en los agravios expuestos en el escrito de interposición del recurso de revisión, por 
lo cual, todas y cada una de las manifestaciones se consideran en su carácter de Alegatos a 
fin de salvaguardar su garantía de audiencia, siendo que dichos argumentos vertidos en el 
escrito de referencia han sido considerados y valorados por esta autoridad al dar 
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contestación a los agravios planteados por la parte Recurrente, tal como consta en el 
Considerando DÉCIMO de la presente resolución, por lo que todos y cada uno de los 
argumentos hechos valer por las Recurrentes se han considerado para dictar la presente 
Resolución. 

Por lo anterior, y toda vez que los argumentos vertidos en el escrito de Alegatos presentado 
por la parte Recurrente constituyen en esencia la reiteración de los argumentos contenidos 
en los Agravios del escrito de interposición del recurso de revisión antes referidos, a fin de evitar 
la reiteración de los argumentos expuestos por esta autoridad, en los que se desvirtuaron las 
consideraciones de las Recurrentes por inoperantes e infundadas se solicita que se tengan por 
reproducidos como si a la letra se insertasen, de lo que se desprende que todos y cada uno 
de los argumentos hechos valer por las Recurrentes se han considerado para dictar la 
presente Resolución. 

Asimismo, las tercero perjudicadas no presentaron alegatos. 

Consecuentemente, debido a lo infundado de los argumentos hechos valer por la Recurrente, 
al no haberse demostrado la ilegalidad de la Resolución Recurrida, resulta procedente 
confirmar la validez de la misma. 

Por lo expuesto y de conformidad con los RESULTANDOS Y CONSIDERANDOS precedentes, y 
con fundamento en los artículos 28, párrafo décimo quinto de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, Séptimo Transitorio del “Decreto por el que se reforman y adicionan 
diversas disposiciones de los artículos 6o., 7o., 27, 28, 73, 78, 94 y 105 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de telecomunicaciones”, publicado en el DOF 
el 11 de junio de 2013; Sexto Transitorio del “Decreto por el que se expiden la Ley Federal de 
Telecomunicaciones y Radiodifusión, y la ley del Sistema Público de Radiodifusión del Estado 
Mexicano; y se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones en materia de 
telecomunicaciones y radiodifusión, publicado en el DOF el 14 de julio de 2014; 1, 7, 15, 
fracciones X y LXIII, 16, 17, fracción I de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión; 
83, 86, 91 fracción IV, y 92 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 8, fracción II y 9-
A y 42 de la Ley Federal de Telecomunicaciones; 1°, 2°, fracción X, 4°, fracción I, 7, 8, y 9 del 
Estatuto Orgánico del Instituto Federal de Telecomunicaciones vigente, es de resolver y se: 
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RESUELVE 

PRIMERO.- Se tiene por interpuesto el recurso de revisión presentado el 7 de agosto de 2012, 
por el C. Oliverio de la Garza Ugarte, en su carácter de apoderado de la Recurrente, en 
contra en contra de la resolución emitida por el Pleno de la Comisión Federal de 
Telecomunicaciones mediante Acuerdo P/200612/289 de fecha 20 de junio de 2012. 

SEGUNDO.- Se modifica la resolución, únicamente con respecto a la omisión por parte de la 
extinta Comisión Federal de Telecomunicaciones de resolver la tarifa de interconexión que 
Grupo de Telecomunicaciones Mexicanas, S.A. de C.V., hoy PEGASO PCS, S.A. de C.V. deberá 
pagar a Operadora Unefon, S.A. de C.V., hoy AT&T Comercialización Móvil, S. de R.L. de C.V. 
y Total Play Telecomunicaciones, S.A. de C.V., por servicios de terminación en la red local fija, 
en virtud de haber quedado demostrado lo anterior, en el agravio marcado como Décimo 
Cuarto, y que será la siguiente: 

• Del 1° de noviembre de 2011 al 31 de diciembre de 2011, $0.03951 pesos M.N. por 
minuto de interconexión. 

La tarifa anterior ya incluye el costo correspondiente a los puertos necesarios para la 
interconexión. 

Operadora Unefon, S.A. de C.V., hoy AT&T Comercialización Móvil, S. de R.L. de C.V. y Total 
Play Telecomunicaciones, S.A. de C.V. calcularán las contraprestaciones que deberán pagar 
a Grupo de Telecomunicaciones Mexicanas, S.A. de C.V., hoy Pegaso PCS, S.A. de C.V. por 
servicios de terminación en la red local fija, con base en la duración real de las llamadas, sin 
redondear al minuto, debiendo para tal efecto sumar la duración de todas las llamadas 
completadas en el periodo de facturación correspondiente, medidas en segundos, y 
multiplicar los minutos equivalentes a dicha suma, por la tarifa correspondiente. 

TERCERO.- Se confirman los resolutivos Primero a Quinto de la Resolución P/200612/289 de 
fecha 20 de junio de 2012, por las consideraciones expuestas en la presente Resolución. 
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CUARTO.- Notifíquese personalmente a los representantes legales de Grupo de 
Telecomunicaciones Mexicanas, S.A. de C.V., hoy Pegaso PCS, S.A. de C.V. y las empresas 
Comunicaciones Celulares de Occidente, S.A. de C.V., Sistemas Telefónicos Portátiles 
Celulares, S.A. de C.V., Telecomunicaciones del Golfo, S.A. de C.V., SOS Telecomunicaciones, 
S.A. de C.V., Portatel del Sureste, S.A. de C.V., hoy Grupo AT&T Celullar, S. de R.L. de C.V.; 
Iusacell PCS, S.A. de C.V., hoy AT&T Norte, S. de R.L. de C.V.; Iusacell PCS de México, S.A. de 
C.V., hoy AT&T Desarrollo en Comunicaciones de México, S. de R.L. de C.V.; Operadora 
Unefon, S.A. de C.V., hoy AT&T Comercialización Móvil, S. de R.L. de C.V. y Total Play 
Telecomunicaciones, S.A. de C.V. el contenido de la presente resolución.

FIRMAS DE LOS COMISIONADOS DEL INSTITUTO FEDERAL DE 
TELECOMUNICACIONES 

La presente Resolución fue aprobada por el Pleno del Instituto Federal de Telecomunicaciones en su LI 
Sesión Ordinaria celebrada el 6 de diciembre de 2017, por unanimidad de votos de los Comisionados 
Gabriel Oswaldo Contreras Saldívar, Adriana Sofía Labardini Inzunza, María Elena Estavillo Flores, Mario 
Germán Fromow Rangel, Adolfo Cuevas Teja, Javier Juárez Mojica y Arturo Robles Rovalo; con 
fundamento en los párrafos vigésimo, fracciones I y III; y vigésimo primero, del artículo 28 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículos 7, 16 y 45 de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones y Radiodifusión; así como en los artículos 1, 7, 8 y 12 del Estatuto Orgánico del 
Instituto Federal de Telecomunicaciones, mediante Acuerdo P/IFT/061217/821. 

La Comisionada María Elena Estavillo Flores, así como los Comisionados Adolfo Cuevas Teja y Arturo 
Robles Rovalo, previendo su ausencia justificada a la sesión, emitieron su voto razonado por escrito, en 
términos de los artículos 45 tercer párrafo de la Ley Federal de Telecomunicaciones y 
Radiodifusión, y 8 segundo párrafo del Estatuto Orgánico del Instituto Federal de Telecomunicaciones. 
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